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Mientras que Bolivia aún está luchando contra la crisis de salud por la pandemia del 
COVID-19 sus consecuencias económicas representan un nuevo golpe que impacta a todos 
los bolivianos y bolivianas. En este contexto el gobierno transitorio, de manera reactiva 
busca enfrentar la crisis fomentando la rehabilitación económica y ahondando la apuesta 
agro-extractivista del país, sin pararse a pensar en el complejo y multiple escenario de crisis 
socioambiental y económica que se muestra en el presente y futuro próximo. 

En un análisis distanciado de apasionamientos ideológicos, es especialmente preocupante e 
inmediata la amenaza de un colapso climático y sus consecuencias en sistemas alimentarios 
y suministro de agua en caso de no optar por drásticas transformaciones socioeconómicas 
en los próximos diez años. Esto exige de nuestros gobiernos y sociedades una urgente 
revisión de los esquemas de desarrollo nacionales para la preparación de nuestras 
poblaciones a cierto nivel de impactos que ya no podremos evitar como consecuencia 
del deterioro climático causado por el presente modelo económico, su dependencia de la 
energía fosil y el avance de modelos agroextractivistas sobre bosques y otros ecosistemas.

En otras palabras, no servirá de nada salir de la crisis económica producida por la 
pandemia de COVID-19, para inmediatamente despúes darnos cuenta que el modelo 
económico que elegimos nos condujo a un mucho mayor precipicio que sortear. La ciencia 
y los conocimientos de muchos pueblos indígenas convergen en la misma dirección: 
el momento de cambiar nuestras sociedades y sus economías ha llegado y de nuestra 
capacidad de hacerlo depende el futuro de nuestras poblaciones.  

En la búsqueda de evidenciar el carácter de urgencia y con el sentido de aportar al debate 
nacional respecto de la Crisis Climática en ciernes, en este documento la Plataforma 
Boliviana Frente al Cambio Climático presenta un diagnóstico de las políticas 
climáticas que Bolivia viene desarrollando en el marco de sus compromisos climáticos 
-Contribuciones Nacionalmente Determinadas (CND),- enmarcados en el Acuerdo de 
París y posteriormente cerramos el documento con la presentación de una propuesta para 
una renovada política climática nacional que pueda ser empleada por gobiernos futuros y 
organizaciones de la sociedad civil, de tal manera que sea posible participar de un debate 
más informado y constructivo entre diferentes niveles del Estado y la Sociedad Civil. 

Un elemento central de esta propuesta de política climática que merece la pena destacar 
es la apuesta por un genuino Desarrollo Rural de Bolivia, a través de: a) la inversión 
vigorosa de recursos públicos en la viabilización de la Economia de Bosques de 
escala basada en la gestión integral, b) la priorización de la inversión pública en 
la agricultura campesina indígena de base familiar con énfasis en la ampliación de 
sistemas de riego y c) una tercera apuesta por la transformación descentralizadora 
de la matriz energética nacional, incluyendo la participación de pequeños actores 
comunitarios del área rural como proveedores y usuarios de energías altenativas para 
áreas urbanas y la propia dinamización de las económias rurales.
 

Resumen Ejecutivo
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Para el fin del documento aplicamos una metodología donde comparamos los resultados 
de las Contribuciones Nacionalmente Determinadas (CND) de Bolivia con una selección 
de indicadores de los Objetivos de Desarrollo Sostenible vinculados al tema climático, 
agrupados en seis líneas de acción: 1) Conservar y restaurar los ecosistemas naturales, 2) 
Promover la producción sostenible, 3) Garantizar la disponibilidad y la gestión sostenible 
del agua, 4) Promover la generación y el uso sostenible de energía, 5) Fortalecer la gestión 
de riesgos y 6) Mejorar la educación para el cambio climático.

Nuestra comparación con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) permite 
identificar varias deficiencias en los enfoques y alcances de las CND en sí, mientras que 
nuestro diagnóstico revela que Bolivia presenta resultados extremadamente pobres en 
términos de avances legales, políticas y prácticas para mejorar la capacidad de mitigación 
y adaptación, de los 13 indicadores analizados, solo se pude constatar un avance “Regular” 
en cuanto al “Fortalecimiento de las Capacidades de Respuesta ante Desastres Naturales”. 
En cuatro indicadores −Fomentar el uso sostenible de los ecosistemas naturales, Promover 
la eficiencia del uso de los recursos naturales, Mejorar la eficiencia energética y Fortalecer 
la resiliencia de la producción agropecuaria− se valoró el avance como “Negativo”, por 
lo general, porque se puede constatar avances positivos en cuanto a políticas públicas 
y aspectos legales, pero muchas veces estos avances aún no se traducen en resultados 
tangibles en términos de impacto sobre la capacidad de mitigación y adaptación. Para 
el resto de los indicadores –8 en total – se calificó el avance como “Muy Negativo”, en 
muchos casos porque las tendencias registradas muestran incluso un retroceso en cuanto 
a estas capacidades de mitigación y adaptación. 

La historia de desatención del área rural por los diferentes niveles del Estado a pesar de los 
enormes potenciales energéticos, alimentarios, y económicos potencialmente respetuosos 
con el medioambiente y climáticamente inteligentes, que considerando el momento que 
vivimos también se han vuelto una prioridad para las áreas urbanas debido a las estrechas 
relaciones campo ciudad que podrían promoverse de formas más saludables y en una 
dimensión más actual, pone también en contexto la opción política de un nuevo gobierno 
de representación popular campesina indígena.

Frente a este avance tan débil y altamente preocupante, tomando en cuenta la 
vulnerabilidad boliviana ante la severa crisis climática prevista, planteamos una serie de 
acciones hacia una nueva política climática nacional de emergencia. Tomando en cuenta 
el contexto y las demás necesidades de desarrollo de Bolivia, identificamos opciones 
concretas de ajuste en políticas que permiten mejorar en gran manera los resultados de la 
política climática boliviana, considerando aspectos vinculados a seis áreas estratégicas: 
1) la producción agropecuaria, 2) la conservación de ecosistemas, 3) agua, 4) energía, 
5) resiliencia ante desastres naturales y 6) educación para enfrentar la crisis climática. 
Cerramos esta propuesta con algunas recomendaciones generales en cuanto a cambios 
estructurales requeridos en la toma de decisiones y construcción política boliviana, así 
como para reforzar los derechos humanos, reducir la desigualdad, mejorar la equidad 
de género y otros principios éticos básicos e indispensables para cualquier política, 
incluyendo la política climática boliviana.
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Glosario de siglas
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INTRODUCCIÓN
La Plataforma Boliviana frente al Cambio Climático (PBFCC) es una red de 44 organizaciones 
de la sociedad civil, que tiene el objetivo de analizar e incidir en las causas del cambio climático 
fundamentada en los derechos humanos, los derechos de la Madre Tierra y los pueblos indígenas. 
En ese marco, la PBFCC tiene la intención de incidir en la construcción de una propuesta de 
Política Nacional de Desarrollo en Bolivia que responda de manera urgente a la crisis provocada 
por el calentamiento global, el nuevo coronavirus (COVID-19) y la depresión económica entre 
otros efectos del contexto global actual.

La elaboración de una propuesta de Política Nacional de Desarrollo busca constituir una base de 
acciones y proyectos que el Estado Plurinacional de Bolivia debería encarar. Ello significa interpelar 
la actual política de desarrollo estatal que está enfocada en la industrialización, la exportación de 
materias primas y la agroindustria. En definitiva, es cuestionar el “salto industrial” que proponía 
la anterior Política de Desarrollo Económico y Social (PDES, 2016-2020: Estado Plurinacional de 
Bolivia, 2015a). 

Por lo tanto, la propuesta de una nueva Política Nacional de Desarrollo plantea las siguientes 
premisas:

1.	 Una política que posibilite metas más ambiciosas en la reducción de las emisiones de 
Gases de Efecto Invernadero (GEI), como respuesta a la crisis climática en curso; 

2.	 sostenibilidad económica, a partir de apuestas de política económica en otros rubros como 
ser, la agricultura familiar campesina; 

3.	 una política de desarrollo territorial que reduzca las vulnerabilidades de la población y que 
amplie una economía local; 

4.	 una política que reduzca los impactos ambientales y sociales: huella ecológica, 
responsabilidad histórica, capacidad de desarrollo y capacidad tecnológica; y 

5.	 una política de desarrollo que respete los derechos de la Madre Tierra y los pueblos 
indígenas. 

La Propuesta Nacional de Desarrollo en un Clima Cambiante representa una respuesta institucional 
de la PBFCC que permite hacer aportes estratégicos en el debate de políticas de cambio climático 
a nivel nacional e internacional. Dicho trabajo se materializa en parte en la incidencia para 
modificar las Contribuciones Nacionalmente Determinadas (CND) del Acuerdo de París, estas 
contribuciones nacionalmente determinadas están fundamentadas en las políticas nacionales de 
desarrollo asumidas por el anterior gobierno del Movimiento Al Socialismo.

En el marco de las políticas de desarrollo y la Agenda de 2025 del anterior gobierno, se definió 
un plan de desarrollo, que constituye la base de acciones y proyectos de desarrollo que el Estado 
boliviano planea encarar para generar ingresos suficientes, además del funcionamiento y crecimiento 
económico del país. Varios de estos proyectos han sido incluidos posteriormente en la elaboración 



Propuestas para una nueva y urgente Política Climática Boliviana  

10

del documento de Contribuciones Nacionales presentado a la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC)1. 

Las acciones y proyectos de las Contribuciones Nacionales están enfocadas tanto en la ampliación 
de la frontera agrícola, como en la introducción de monocultivos forestales, además de la instalación 
de grandes represas hidroeléctricas en territorio nacional para la exportación de electricidad −
generación de divisas− presuntamente “renovable” y la ampliación de la cobertura de agua potable 
y alcantarillado, estos son algunos de los compromisos asumidos por Bolivia frente a Naciones 
Unidas para la supuesta reducción de emisiones y respuesta frente al Cambio Climático. 

Sin embargo, muchas observaciones se pueden hacer a estos compromisos ya que en términos 
generales no reducen las emisiones nacionales ni parecen apuntar a reducir la vulnerabilidad de las 
poblaciones locales; sino que presumiblemente apuntan a desarrollar la economía bajo un esquema 
de gran escala industrial con impactos ambientales y sociales cada vez mayores. Dicho de otra 
manera, el pasado gobierno de Evo Morales propuso defender “el derecho” de un desarrollo sucio 
e insostenible emulando los procesos de industrialización realizados en los países desarrollados, 
no obstante, más allá de la enventual legitimidad de esta demanda, este modelo de desarrollo y 
progreso ya no solo es inoportuno y con pocas posibilidades de ser competitivo, sino que además 
amenaza con profundizar los impactos sobre el territorio y la economía nacional, por ejemplo, con 
incendios forestales, sequias, inundaciones, epidemias regionales e impactos sobre los sistemas 
agrícolas básicos  de supervivencia y de agua potable. 

1	 La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático fue adoptada en Nueva York el 9 de mayo de 1992 y 
entró en vigor el 21 de marzo de 1994.	
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MARCO TEÓRICO
Del Cambio Climático a una Crisis Climática

Cada año se liberan en la atmósfera miles de millones de toneladas de CO2 como resultado de la 
producción de carbón, petróleo y gas. La actividad humana está produciendo emisiones de gases 
de efecto invernadero a niveles récord, sin visos de desaceleración. Los últimos cuatro años fueron 
los cuatro más cálidos de la historia. Los glaciares se derriten más rápido que nunca, ocasionando 
el aumento del nivel del mar, mismo que amenaza a dos tercios de las grandes ciudades del mundo. 
El calentamiento global afecta la seguridad alimentaria e hídrica de todos y todas. El cambio 
climático es una causa directa de la degradación del suelo, que limita la cantidad de carbono que 
la tierra logra contener, limita la disponibilidad y la calidad del agua para el consumo humano y la 
agricultura. A medida que aumenta la temperatura global, los desastres relacionados con el clima 
y fenómenos meteorológicos extremos se están volviendo más frecuentes e intensos. El cambio de 
nuestro sistema climático es un multiplicador de riesgos que empeora los desafíos ya existentes 
(cf.: ONU, 2020). 

Esta lista de efectos ya muy reales del Cambio Climático, nos permite comprender que en realidad 
ya estamos hablando de una severa “crisis climática”.  Según la ONU, el cambio climático es la 
crisis definitoria de nuestro tiempo y está ocurriendo aún más rápido de lo que temíamos; pero 
afortunadamente estamos lejos de no poder hacer nada ante esta amenaza global (ONU, 2020). 

Para Bolivia en específico, los efectos del Cambio Climático son especialmente preocupantes, 
tomando en cuenta las tendencias climáticas globales y los escenarios proyectados, se puede 
esperar un incremento acelerado de la temperatura media en Bolivia de 1,3 a 1,6 ºC hasta el 2030 
y de 4,8 y 6,0 ºC para el 2100 (PNUD, 2011). Junto con los cambios de patrones climáticos, este 
aumento de temperaturas implica un aumento en el riesgo de incendios forestales, una aceleración 
de los procesos de desertificación, un cambio radical de los ecosistemas con fuertes impactos en 
la biodiversidad, así como en la producción agropecuaria y, por ende, en las poblaciones rurales y 
urbanas (Vilela et al., 2019). 

Según una investigación del programa ND-GAIM Country Index, del proyecto Iniciativa de 
Adaptación Global de la Universidad de Notre Dame (Estados Unidos), Bolivia es el segundo 
país más vulnerable de Sudamérica y el quinto menos preparado para mitigar los daños del 
Cambio Climático (Chen et al., 2015). Este dato corrobora lo que hace un par de años advirtió la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) que Bolivia era uno de los países más expuestos al 
fenómeno del calentamiento global (Vilela et al, 2019). 

La Ciencia del Cambio Climático

La ciencia nos dice que el cambio climático es irrefutable y que las causas son principalmente 
antropogénicas, pero también nos dice que no es demasiado tarde para detener su avance. Harán falta 
transformaciones fundamentales en todos los aspectos de la sociedad: el cultivo de los alimentos, 
el uso de la tierra, el transporte de mercancías y el fomento de nuestras economías (ONU, 2020). 
El último informe especial del Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático (PICC) sobre 
el calentamiento global hasta 1,5 °C a pesar de ser fuertemente cuestionado por ser conservador 
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y discreto en mostrar la emergencia planetaria, concluye que para estabilizar la temperatura por 
debajo de 1,5°C se necesita “reducir las emisiones netas globales de Dióxido de Carbono (CO2) 
de origen humano alrededor de un 45% para el año 2030 respecto de los niveles de 2010, y que 
continúen disminuyendo hasta alcanzar el “cero neto” aproximadamente en 2050”. Para lograr 
esto, “se necesitan transiciones rápidas y de gran alcance” en la administración de la tierra, de la 
energía, la industria, los edificios, el transporte y las ciudades” (Vilela et al., 2019).

FIG. 1.  Esta infografía muestra visibiliza los principales riesgos de crisis  climática inherentes al aumento 
de las temperaturas globales

FUENTE: PORTAMBIENTAL, Portambiental, 2019.

No se puede hablar de impactos del cambio climático sin considerar otros factores que tienen un 
impacto directo o indirecto sobre las comunidades y poblaciones más empobrecidas y que empeoran 
sus condiciones de vida e incrementan de manera significativa su condición de vulnerabilidad ante 
el cambio climático. 
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Las políticas de desarrollo centradas en el crecimiento económico, a través de la promoción 
enérgica de inversión en actividades extractivas y en la industrialización, incrementan la polución 
y la emisión de GEI a la atmósfera, lo que tiene un impacto directo además de frecuentemente 
irreversible sobre ecosistemas y el medio ambiente.

Entre las medidas que buscan facilitar tales inversiones privadas y publicas están el brindar 
seguridad jurídica a las inversiones, los subsidios a la producción, la condonación de impuestos, 
la desregulación de la gestión territorial y ambiental, la flexibilización laboral, el desconocimiento 
del derecho a la consulta previa libre e informada de los pueblos indígenas, la criminalización de 
la protesta e incluso, la intervención de estructuras de organización social por parte del Estado. Los 
motivos para la aplicación de estas medidas fueron: la adquisición de deuda externa, sujeta siempre 
a condiciones y garantías, así como la promoción de las Inversiones Extranjeras Directas. 

Estas políticas, lejos de ser económica y ambientalmente sostenibles o socialmente justas, lejos de 
reducir la pobreza, consolidan el poder de las élites y corporaciones, aumentan la concentración 
de la riqueza, deterioran el sistema democrático, consolidan las relaciones coloniales, aumentan 
la burocracia y la corrupción, pero principalmente incrementan los impactos directos a las 
comunidades que en primera línea soportan las consecuencias de las desigualdades estructurales. 
Y ante el recrudecimiento de las condiciones climáticas, expone a la población a una mayor 
vulnerabilidad (Vilela et al. 2019).

El Acuerdo de París y las Contribuciones Nacionalmente Determinadas

El Acuerdo de París de 2015 sobre el cambio climático exige que el calentamiento final se mantenga 
“muy por debajo” de los dos grados centígrados, y que se prosigan los esfuerzos para limitar 
aún más el aumento a 1,5 grados. Pero si no reducimos las emisiones globales, las temperaturas 
podrían aumentar hasta seis grados centígrados para el año 2100, causando más daños irreversibles 
a nuestros ecosistemas (ONU, 2020).

Las Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional (CDN), son acciones que los gobiernos de 
los países parte signatarios del Acuerdo de París (AP) deben presentar para combatir el Cambio 
Climático. Las contribuciones son de carácter voluntario, de acuerdo al libre criterio y conveniencia 
de cada gobierno, respondiendo a las “circunstancias y prioridades nacionales”, tales CDN deben 
ser actualizadas cada cinco años, para aumentar la ambición de las acciones. Este nuevo proceso 
cambia la lógica del diseño de la acción climática impulsada, porque ahora la discusión pasa al 
escenario nacional, es decir, ahora depende de cada Estado realizar propuestas que signifiquen: 
medidas de Adaptación y Mitigación que incluyan financiamiento y transferencia de tecnología, en 
un marco de transparencia y en procesos participativos.

Para iniciar este proceso, en la Conferencia de las Partes COP21, el año 2015, los gobiernos 
presentaron sus intenciones de Contribuciones Previstas y Determinadas Nacionalmente (CPDN) 
−INDC por sus siglas en inglés− como una muestra de voluntad política. Estos compromisos 
deberían asegurar la transparencia y suficiente explicación para la comprensión de cómo es una 
contribución a la reducción de emisiones. 

El Acuerdo de París (AP) logró el compromiso de las Partes a que comuniquen sus esfuerzos 
posteriores al 2020 como CDN, para lograr el objetivo de mantener el aumento de la temperatura 
global por debajo de los 2ºC e impulsar más esfuerzos para limitar el incremento a 1.5ºC, para tal 
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efecto las Partes deben actualizar las CPDN y comunicar sus primeras CDN antes de la entrada en 
vigencia del primer periodo de compromisos del Acuerdo de París.

No obstante, el proceso de negociación de la Convención Marco de Naciones Unidas sobre Cambio 
Climático (CMNUCC) está al borde del fracaso. En el intento de establecer un acuerdo con un 
enfoque de “abajo hacia arriba”, las Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional, resultan 
ineficientes para lograr el objetivo de estabilizar la temperatura por debajo 1.5°C, esto debido a que 
los gobiernos continúan priorizando un modelo de desarrollo centrado en el crecimiento sostenido 
de la economía y apelan a la aplicación de falsas soluciones que permiten la perpetuación del 
sistema sin afectar a los grandes intereses de las corporaciones ni de las élites que están llevando 
el planeta al colapso (Vilela et al., 2019). 

Justicia Climática

Justicia Climática es un enfoque que permite visibilizar las complejas interrelaciones entre las causas 
estructurales del Cambio Climático, con sus impactos multisectoriales combinados, principalmente 
sobre las comunidades y poblaciones más empobrecidas, sistemáticamente explotadas e históricamente 
desplazadas. Pero también, refleja que si bien todos los países han contribuido al cambio climático, 
las economías desarrolladas son quienes tienen mayor responsabilidad sobre sus consecuencias.

Justicia Climática es un concepto en constante evolución, que permite un análisis mucho más 
profundo sobre la dimensión de la problemática del Cambio Climático. Incorpora, entre otros, los 
conceptos de la Justicia Ambiental, Justicia Social y Justicia Económica. El enfoque de Justicia 
Climática reconoce, principalmente, que la crisis climática es expresión del fracaso de un modelo 
de organización económica y política injusto, que a través del fomento del consumo sin límites de 
recursos naturales y de la explotación de las personas, tiene como único fin la concentración de 
riqueza en una minoría. Este enfoque sostiene que es un reflejo de una crisis civilizatoria en el cual 
las elites y corporaciones, a través de los Estados y el multilateralismo, han logrado un status-quo 
donde se concibe al crecimiento económico como única forma de lograr “desarrollo”, impulsando 
así un agresivo extractivismo, una acelerada industrialización y un mercantilismo opresor, que en 
los hechos empuja al planeta a un escenario de inhabitabilidad y lleva a la miseria a las grandes 
mayorías (Vilela et al, 2019).

Como anteriores documentos publicados por la PBFCC, el presente intenta contribuir a una 
profundización del concepto de Justicia Climática como un conjunto de criterios para analizar 
el rol de los estados y las políticas públicas que consolidan un escenario de seguridad jurídica 
para las inversiones privadas y extranjeras incentivando actividades extractivas, industriales y del 
fomento de la sociedad de consumo, que en última instancia significan el deterioro de derechos 
e impactos ambientales que únicamente incrementan la vulnerabilidad de las poblaciones más 
pobres e históricamente desplazadas que se ven doblemente afectadas.

El planteamiento principal es que las políticas públicas deben estar centradas de manera integral 
en reducir los factores que incrementan la vulnerabilidad de las comunidades, las regiones y el 
país ante el, ya inevitable, escenario de incremento de los impactos del cambio climático, para lo 
cual, desde una perspectiva de Justicia Climática, hace una evaluación de los principales factores 
que incrementan la vulnerabilidad en el país y una revisión de la política nacional de desarrollo, la 
política nacional de cambio climático y de las Contribuciones Determinadas a nivel Nacional de 
Bolivia y de su efectividad para lograr una transición justa para las poblaciones y comunidades más 
vulnerables y empobrecidas del País.
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PRINCIPIOS,
ENFOQUES Y MÉTODOS
Modelo de Desarrollo, Orientaciones y Principios

La pandemia del nuevo coronavirus tiene un alto impacto en la sociedad. Sus efectos pueden 
ser comparables a una revolución social, una guerra mundial o una profunda crisis económica y 
social. Esta enfermedad epidémica tiene determinantes importantes para el cambio histórico de la 
sociedad. Por ende, nos encontramos frente a una crisis histórica de la constitución de las llamadas 
sociedades modernas, que nos hace reconocer nuestra vulnerabilidad frente a las pandemias, el 
cambio climático, la depresión económica y la desigualdad social. La pregunta más importante 
aquí es: ¿Cuál es nuestra capacidad como seres humanos para enfrentar este contexto?

En ese marco, el presente apartado describe nuestra postura acerca del modelo de desarrollo que 
guie la constitución de una nueva política nacional boliviana.

Premisas del Nuevo Modelo de Desarrollo

El Estado boliviano aplicó cuatro modelos de desarrollo en su más reciente historia contemporánea: 
El primero, desde los años cincuenta y sesenta el denominado modelo de modernización que buscaba 
una transición de un supuesto modelo tradicional “atrasado” hacia una hegemonía del tipo moderno. 
El segundo modelo desarrollista fue influenciado por la CEPAL que cuestionaba las condiciones 
de comercio entre el centro y la periferia, y apuntaba a un proceso de industrialización a partir de 
su reconocido modelo de industrialización por sustitución de importaciones (ISI). El tercero, desde 
los años ochenta y noventa del siglo pasado se aplicó una política de desarrollo neoliberal que tenía 
en la privatización y la reducción del Estado sus premisas principales. Y, por último, el gobierno 
de Evo Morales apostó por el llamado modelo económico social comunitario productivo que en el 
fondo apuntaba a la industrialización y la acumulación de capital por venta de materias primas que se 
justificaba retóricamente entorno del concepto del Vivir Bien o Sumaj Kawsay. 

Los efectos de estos modelos se pueden representar en una serie de problemáticas económicas, 
sociales y climáticas. Estos efectos se pueden resumir en cuatro componentes que consideramos 
son los más afectados y urgentes para su tratamiento:

•	 Los efectos en el desarrollo económico boliviano se pueden resumir en el fracaso de la 
industrialización, dependencia en un modelo extractivista y más recientemente en especial 
el agroindustrial que genera un aumento del proceso de descampesinización y deforestación 
de los territorios rurales. Adicionalmente los enfoques de desarrollo económico se han 
aplicado sin ninguna modalidad de democracia participativa.

•	 La calidad y disponibilidad de alimentos para el consumo se ve empeorada debido a riesgos 
ambientales, económicos y sociales. El Estado ha tenido una respuesta reducida y considerada 
equivocada a la creciente inseguridad alimentaria priorizando a la producción de cultivos 
agroindustriales y desatendiendo a la agricultura familiar, lo que sumado a la presencia del 
nuevo coronavirus puede significar el acrecentamiento de la inseguridad alimentaria. 
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•	 Altos índices de pobreza y exclusión que tienen efectos en el desarrollo humano de la 
población boliviana que enfrenta la crisis con un sistema de salud colapsado e insuficiente 
infraestructura de saneamiento básico y agua potable. Adicionalmente, la desigualdad 
tiene efectos abismalmente diferentes en las zonas metropolitanas y territorios indígenas. 

•	 El medio ambiente se ve seriamente perjudicado por la deforestación y ampliación de 
frontera agrícola que produce efectos locales y una mayor emisión de gases de efecto 
invernadero. Además, la gobernanza institucional del Estado prioriza el extractivismo con 
serios perjuicios para enfrentar los efectos del cambio climático. 

 
Orientaciones Éticas y Programáticas 

El presente documento también procura ser una propuesta de estrategia social, económica 
y cultural que intenta recuperar la capacidad del autocuidado, las redes de solidaridad y la 
innovación económica. La posibilidad de construir políticas de desarrollo implica orientaciones 
éticas y programáticas que guíen el presente plan. Esto significa interpelar la actual visión de 
desarrollo estatal que está enfocada en la industrialización, la exportación de materias primas y la 
agroindustria. De esta manera, el modelo de desarrollo propuesto en este documento se expresa en 
las siguientes orientaciones éticas.  

Justicia social y económica: Una sociedad equitativa, donde la población goza del mismo acceso a 
los medios materiales, sociales y culturales necesarios para subsistir. Que posibilite sostenibilidad 
económica mediante una transición hacia la economía local y heterogénea.

Justicia democrática participativa: Una sociedad que construya de manera participativa una 
propuesta de reforma democrática del sistema político y administrativo del Estado. Una política 
de desarrollo territorial que responda a la profunda heterogeneidad territorial del país y reduzca 
vulnerabilidades de la población ampliando su economía local.

Justicia climática: Un Estado que distribuya el presupuesto de carbono de manera equitativa y 
con criterios de huella ecológica, responsabilidad histórica, capacidad de desarrollo, capacidad 
tecnológica y población. Ello debe apuntar hacia una política que responda a la crisis climática en 
curso y que posibilite metas más ambiciosas en la reducción de las emisiones de gas invernadero.
Enfoques y Métodos para el Diagnóstico

Para el diagnóstico hemos optado por usar los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), estos 
pueden ser un marco práctico que promueva el desarrollo económico justo, inclusivo y compatible 
con el medio ambiente. En ese sentido, precisamos mirar el desarrollo sostenible no solo como 
una actividad orientada por y para el mercado, sino para el bien social y el interés púbico; lo que 
ciertamente nos premite medir este enfoque.

Los ODS son un conjunto de 17 objetivos y 169 metas (ONU, 2015), que buscan producir 
transformaciones sociales, económicas y ambientales simultáneamente. Así también, buscan la 
erradicación de la pobreza, la mitigación y adaptación al cambio climático. Este consenso implica 
un cambio radical en relación con los paradigmas que guiaron los modelos de desarrollo que 
estaban excesivamente relacionados con el crecimiento económico y la industrialización. Por 
tanto, los ODS fuera de posturas ideologizadas buscan una nueva transformación entre los sectores 
agua, energía, bosques y alimentación. 
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Aún cuando los ODS han recibido una serie de críticas, abanderan una visión de “progreso” 
compartida por casi todos los países del mundo. Por ende, se constituyen en una herramienta que 
puede ayudar a definir el futuro de la humanidad, según se estipula en la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible. En esa línea, dicha visión está vigente tanto en la Agenda Patriótica 2025 
(AP), como en el Plan de Desarrollo Económico y Social 2016-2020 (PDES). A su vez ambos 
documentos se enmarcan en la nueva Constitución Política del Estado (CPE) (ONU, 2018). 

Este enfoque nos ha permitido realizar una selección de indicarores que guardan relación únicamente 
con el tema climático. Eso no solo incluye los tres indicadores de ODS 13 Acción por el Clima 
(ver también anexo), pero también otros indicadores que guardan relación directa con los primeros.
 Aquí hemos tomado en cuenta las tres líneas claves consideradas en la Contribución Prevista 
Determinada Nacionalmente del Estado Plurinacional de Bolivia (CND Bolivia). En este documento 
oficial presentado por el gobierno del MAS, el Estado boliviano plantea tres líneas de acción: 1) 
Con relación al agua, 2) Con relación a energía y 3) Con relación a bosques y agropecuaria (Estado 
Plurinacional de Bolivia, 2015b).

Fig. 2.  Los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la ONU

Fuente: ONU 2015

Esta tercera línea es especialmente importante en el contexto boliviano, ya que el cambio de uso de 
suelo y en especial la deforestación constituyen la principal fuente de gases de efecto invernadero 
con que Bolivia contribuye al cambio climático, las tendencias en esta área además son las que 
estos últimos años han generado mayor debate nacional; finalmente hay un mayor número de 
indicadores de ODS vinculados a esta temática, por tal motivo en este documento hemos decidido 
subdividir esta tercera línea en dos, una primera línea de conservación de ecosistemas y una 
segunda de producción agropecuaria. 
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Además, hemos identificado que dentro de los indicadores de los ODS, y en específico el ODS 13: 
Acción por el clima, también se contemplan dos líneas adicionales de acción: la Resiliencia ante 
desastres y la Educación sobre Cambio Climático. De esta manera, finalmente identificamos 6 
líneas de acción que forman la base de nuestro diagnóstico en este documento:

-	 Conservación de ecosistemas
-	 Producción agropecuaria
-	 Agua
-	 Energía
-	 Resiliencia ante desastres naturales
-	 Educación sobre cambio climático.

El Cuadro 1 resume los indicadores de los ODS que determinan las “metas” asumidas para cada 
una de estas líneas de acción. Estos grupos de indicadores forman nuestro marco analítico base.

En el diagnóstico realizamos un análisis crítico de las Contribuciones Nacionalmente Determinadas 
(CND) −mismas que reflejan las políticas nacionales, así como los objetivos del Plan de Desarrollo 
Económico y Social− y de las políticas y normativas actuales de Bolivia, de modo que nos sea 
posible evaluar su potencial para lograr cumplir con los indicadores planteados en el marco de los 
ODS (ver Cuadro 1). 
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Cuadro 1. Indicadores (abreviados) de Objetivos de Desarrollo Sostenible identificados para este diagnóstico 
de políticas climáticas en Bolivia 

Fuente: Elaboración propia 2020.

Conservar y Restaurar los Ecosistemas Naturales

•	 6.6 Proteger los ecosistemas relacionados con el agua
•	 11.4 Proteger el patrimonio cultural y natural
•	 13.2 Incorporar medidas relativas al cambio climático en las políticas, estregias y planes 

nacionales
•	 15.1 Velar por la conservación de los ecosistemas 
•	 15.2 Parar la deforestación, restaurar bosques degradados, incrementar reforestación.
•	 15.3 Reducir la desertificación y rehabilitar las tierras degradadas.
•	 15.5 Reducir la degradación de hábitats naturales, parar la pérdida de biodiversidad
•	 15.9 Integrar los valores ecosistémicos en la planificación nacional

Promover la Producción Sostenible

•	 2.4. Asegurar la sostenibilidad de la producción de alimentos y prácticas agropecuarias 
resilientes

•	 8.4 Promover la producción y el consumo eficiente y sostenible
•	 9.4 Modernizar la infraestructura y mejorar la industria, para que sea más sostenible
•	 12.1 Aplicar la MDP Modalidad de Consumo y Producción Sostenible
•	 12.2 Lograr la gestión sostenible y uso eficiente de los recursos naturales
•	 12.3 Reducir el desperdicio de alimentos y las pérdidas en las cadenas productivas
•	 12.6 Animar empresas a adoptar prácticas sostenibles
•	 12.5 Reducir la generación de desechos
•	 12.6 Alentar a las empresas a que adopten prácticas sostenibles 
•	 12.7 Promover la adquisición pública sostenible

Promover la Disponibilidad y la Gestión Sostenible del Agua

•	 6.4 Uso más eficiente de agua, reducción de escasez de agua
•	 6.5 Implementar la gestión integrada de los recursos hídricos
•	 6.6 Proteger los ecosistemas relacionados con el agua
•	 14.1 Reducir la contaminación del agua por nutrientes

Promover la Generación y el Uso Sostenible de Energía

•	 7.2 Aumentar el porcentaje de energías renovables
•	 7.3 Mejorar la eficiencia energética

Fortalecer la Gestión de Riesgos

•	 1.5. Fomentar la resiliencia ante fenómenos naturales y otras crisis.
•	 11.5 Reducir los muertos y personas afectadas por desastres
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Mientras que estos análisis requieren la presentación de datos técnicos e incluso algunos análisis 
cuantitativos, aquí sobre todo intentamos brindar una valoración cualitativa frente a los principios 
de justicia identificados anteriormente. 

En otras palabras, en nuestro diagnóstico presentamos una línea analítica reflejando un grupo de 
indicadores de los ODS vinculados al cambio climático. Para cada línea presentamos un breve 
análisis crítico de logros, oportunidades, debilidades y amenazas; para luego brindar una valoración 
general del “éxito o fracaso” de las políticas nacionales actuales. 

DIAGNÓSTICO 
Línea de Acción 1: Conservar y Restaurar los Ecosistemas Naturales

Indicadores ODS Resultados 2015-2030 CND Bolivia

6.6	 De aquí a 2020, proteger y restablecer los ecosistemas 
relacionados con el agua, incluidos los bosques, las 
montañas, los humedales, los ríos, los acuíferos y los 
lagos.

11.4	 Redoblar los esfuerzos para proteger y salvaguardar el 
patrimonio cultural y natural del mundo.

13.2	 Incorporar medidas relativas al cambio climático en las 
políticas, estrategias y planes nacionales.

15.1	 Para 2020 velar por la conservación, el restablecimiento 
y el uso sostenible de los ecosistemas terrestres y los 
ecosistemas interiores de agua dulce y los servicios que 
proporcionan, en particular los bosques, los humedales, 
las montañas y las zonas áridas, en consonancia con 
las obligaciones contraídas en virtud de acuerdos 
internacionales.

15.2	 Para 2020, promover la gestión sostenible de todos los 
tipos de bosques, poner fin a la deforestación, recuperar 
los bosques degradados e incrementar la forestación y la 
reforestación a nivel mundial.

15.3	 Para 2030, luchar contra la desertificación, rehabilitar 
las tierras y los suelos degradados, incluidas las 
tierras afectadas por la desertificación, la sequía y las 
inundaciones, y procurar lograr un mundo con una 
degradación neutra del suelo.

15.5	 Adoptar medidas urgentes y significativas para reducir 
la degradación de los hábitats naturales, detener la 
pérdida de la diversidad biológica y, para 2020, proteger 
las especies amenazadas y evitar su extinción.

15.9	 Para 2020, integrar los valores de los ecosistemas y la 
diversidad biológica en la planificación nacional y local, 
los procesos de desarrollo, las estrategias de reducción 
de la pobreza y la contabilidad.

BA-1.	 Se ha alcanzado cero 
deforestación ilegal al 2020. 

BA-2	 Se ha incrementado 
la superficie de áreas 
forestadas y reforestadas a 
4.5 millones de hectáreas al 
2030. 

BA-3	 Se ha incrementado las áreas 
de bosques con manejo 
integral y sustentable con 
enfoque comunitario a 
16,9 millones de hectáreas 
al 2030, respecto a 3,1 
millones de hectáreas el año 
2010. 

BA-4	 Se han fortalecido las 
funciones ambientales 
(captura y almacenamiento 
de carbono, materia 
orgánica y fertilidad 
del suelo, conservación 
de la biodiversidad y 
disponibilidad de agua) 
en aproximadamente 29 
millones de hectáreas al 
2030. 

BA-7	 Se ha incrementado al 2030 
la cobertura neta de bosques 
a más de 54 millones de 
hectáreas, respecto de las 
52,5 millones del año 2010.
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Indicador 1.1. Conservar las Áreas Naturales
Metas ODS 6.6, 11.4, 15.1, 15.2 Resultados CND BA-1, BA-7

Bolivia es un país diverso, esta misma diversidad demanda priorizar la conservación de los 
bosques tropicales más extensos del mundo. Los 1.1 millones de kilómetros cuadrados del país se 
han conservado relativamente bien hasta los últimos años, en gran medida por su baja densidad 
poblacional humana y sus extensas áreas inaccesibles (Romero-Muñoz et al., 2019). 

Uno de los principales instrumentos de conservación de la biodiversidad y los ecosistemas es 
el establecimiento de áreas protegidas con el propósito de proteger y conservar la flora y fauna 
silvestre, recursos genéticos, ecosistemas naturales, cuencas hidrográficas y valores de interés 
científico, estético, histórico, económico y social; así como con la finalidad de conservar y preservar 
el patrimonio natural y cultural del país (Ley 1333 de Medio Ambiente). 

Bolivia cuenta con 22 áreas protegidas de carácter nacional con una superficie total de 17,1 
millones de hectáreas, además de 115 áreas protegidas de carácter subnacional con una superficie 
adicional aproximada de 12 millones de hectáreas, en total representan 26.5% del territorio nacional 
(MMAyA, 2018a). Con este porcentaje relativamente alto, el sistema de áreas protegidas cuenta 
con representaciones virtualmente de todas las ecorregiones del país y la mayor parte de las áreas 
protegidas se encuentra en muy buen estado de conservación (WCS, 2020).
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Fig. 3.  Áreas Protegidas Nacionales y Subnacionales en Bolivia.

Fuente: MMAyA, 2018a.
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A pesar de la creación de áreas protegidas antes del 2000, no hubo intensiones significativas de 
ampliar la superficie de las mismas; así también, las comunidades indígenas y otros habitantes de 
áreas protegidas han denunciado el incremento de actividades de deforestación, el cultivo de coca, 
el tráfico de fauna silvestre, la minería, entre otras actividades −en su mayoría ilícitas− sin reacción 
adecuada desde las autoridades (Jemio, 2019; Romero-Muñoz et al., 2019). 

Según algunos especialistas no se trata de casos aislados, sino del mismo Estado Boliviano, que 
ha aplicado una serie de cambios normativos, los que a su vez han permitido reducir el estatus de 
protección de estas áreas, por ejemplo, los Decretos Supremos 2298 y 2366 del 2015, reducen 
la consulta previa a un simple trámite administrativo y permiten la exploración y explotación de 
hidrocarburos y otros recursos naturales en las áreas protegidas. 

Esta tendencia hacia una reducción de los mecanismos de protección y sus consecuencias para las 
poblaciones locales, es la base de algunos de los conflictos sociales más fuertes del país; como 
los conflictos por la carretera planificada por el TIPNIS, la intención del aprovechamiento de 
hidrocarburos mediante fracking en el sur del país y los planes de construir megahidroeléctricas 
en El Bala y Rositas (Franco-Bertón, 2017; Romero-Muñoz et al., 2019). Como resultado, Bolivia 
tiene actualmente la segunda mayor proporción de áreas protegidas bajo intensa presión humana 
en toda Sudamérica (Jones et al., 2018). 
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Fig. 4.  Comparación entre las áreas deforestadas en Bolivia entre 2008 y 2019

Fuente: Global Forest Watch, 2020.

Si analizamos la situación fuera de las áreas protegidas, las tendencias son aún más preocupantes. 
Mientras que las tasas de deforestación a nivel mundial han bajado a casi la mitad de las de hace 
dos décadas (FAO & UNEP, 2020), las pérdidas de cobertura de bosques en Bolivia más bien se 
han duplicado −aproximamente− desde 180.000 hectáreas anuales a inicios de los 2000, hasta 
más de 450.000 hectáreas anuales en la última década. La mitad de la pérdida de cobertura de 
bosques corresponde a bosques primarios, que tienen un valor muy alto para la biodiversidad 
(GlobalForestWatch, 2020). 

En términos de incendios las tendencias son incluso más dramáticas. Según las últimas 
estimaciones de la Fundación Amigos de la Naturaleza (FAN) las áreas quemadas a nivel nacional 
en 2019 llegaron a 6.435.226 hectáreas, equivalente a la superficie del departamento de Pando, 
disminuyendo su biodiversidad, su capacidad de regeneración y sus funciones ecosistémicas 
(FAN, 2019). Los incendios de 2019 afectaron gran parte de la Chiquitanía, el Chaco y el Pantanal 
boliviano además de superficies menores en las Pampas Benianas y los Bosques Amazónicos. Estos 
incendios afectaron una mayor superficie que anteriores años y fueron especialmente desastrosos 
tomando en cuenta que muchos ocurrieron en zonas boscosas de alta vulnerabilidad, incluyendo 
diversas áreas protegidas (Arteaga, 2019; SDSN Bolivia, 2019). 

Como resultado de la deforestación y los incendios, entre 2010 y 2019 Bolivia perdió 3.75 millones 
de hectáreas de cobertura forestal. Tanto las tendencias de deforestación como de incendios guardan 
una relación directa con las políticas que fomentan la promoción del agronegocio, la ampliación de 
la frontera agropecuaria y la flexibilización de normativas de protección ambiental (Romero-Muñoz 
et al., 2019; Vos et al., 2020a).  En especial las normas que reducen la protección de los bosques 
han recibido un fuerte rechazo de la población civil que ha cuestionado el carácter “ecocida” 
de un paquete de normas aprobado en recientes años (El País, 2020). En esta línea también es 
muy cuestionable que en las CDN de Bolivia se refieran a la reducción de la deforestación ilegal 
y no así a la deforestación en términos generales. Las tendencias detalladas aquí muestran que 
este logro implica principalmente la intención de legalizar lo ilegal, sin atender los problemas de 
deforestación de fondo, como ha sido denunciado por la Fundación Solón (2017). 

20192008
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Indicador 1.2. Evitar la Pérdida de Funciones Ecosistémicas de las Áreas Naturales
Metas ODS 11.4, 15.2, 15.3, 15.5 Resultados CND BA-4

La riqueza de las áreas naturales va mucho más allá de la biodiversidad en sí. Gracias a la 
biodiversidad de flora y fauna en ecosistemas naturales tenemos acceso al agua dulce, servicios 
de polinización, control de plagas y muchos otros servicios que son factores indispensables para 
muchos otros sistemas productivos, incluyendo todas las formas de agricultura, ganadería y 
aprovechamiento forestal. 

Para mejorar la consideración de estas “funciones ambientales” a favor de un modelo más sostenible 
de desarrollo, en las últimas décadas se ha desarrollado una diversidad de iniciativas que se centran 
en intentos de valorizar los beneficios que percibimos de los ecosistemas naturales. En este sentido, 
existen numerosos intentos de asignar valores financieros a los servicios o funciones ambientales 
generados por los ecosistemas naturales (Andersen & Mamani, 2009). 

No obstante, el anterior gobierno boliviano ha tomado una posición firme frente a estas iniciativas 
de “mercantilización de los servicios ambientales” y en especial el mecanismo de Reducción de 
Emisiones derivadas de la Deforestación y la Degradación de los bosques (REDD+). Como forma 
alternativa de transferir poder a las comunidades locales para proteger sus bosques, el gobierno 
boliviano a través de la Ley Marco de la Madre Tierra (Ley Nº 300), ha impulsado la iniciativa del 
Mecanismo Conjunto de Mitigación y Adaptación para el Manejo Integral y Sustentable; que crea 
una institucionalidad estratégica para promover tanto el manejo integral como el aprovechamiento 
sustentable de los bosques y los sistemas de vida de la Madre Tierra; de igual manera ha  promovido 
la conservación, protección y restauración de los sistemas de vida, de la biodiversidad y las 
funciones ambientales, facilitando usos más óptimos del suelo a través del desarrollo de sistemas 
productivos sustentables, incluyendo agropecuarios y forestales, todo lo anterior, para enfrentar las 
causas y reducir la deforestación y degradación forestal, en un contexto de mitigación y adaptación 
al cambio climático (Estado Plurinacional de Bolivia, 2012).

Aunque esta posición boliviana limita las opciones de pagos financieros por servicios ambientales, 
no ignora la importancia de la consideración de los servicios o funciones ecosistémicos generados 
por la naturaleza en beneficio de la humanidad. 

En cuanto al cambio climático merece énfasis especial la función de los ecosistemas naturales 
debido a su contribución en la captura y el almacenamiento de carbono, su rol como Gas de Efecto 
Invernadero y la intervención de estos en la regulación térmica e hidrológica. En sus CND, el 
gobierno boliviano argumenta que “… tanto históricamente como en la actualidad la mayor parte 
de las emisiones de gases de efecto invernadero del mundo, han tenido su origen en los países 
desarrollados, y las emisiones per cápita en los países en desarrollo son todavía relativamente 
reducidas y que la proporción del total de emisiones originada en esos países aumentará para 
permitirles satisfacer a sus necesidades sociales y de desarrollo…” (Estado Plurinacional de Bolivia, 
2015, p. 2). Sin embargo, esta argumentación de deuda ecológica, aunque legitima, no contribuye 
a resolver el presente escenario de profundización de la crisis climática que está demostrando ser 
mucho más seria de lo inicialmente pensado, y de la que Bolivia y su población son sus principales 
afectadas. 
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Fig. 5.   Clasificación de beneficios ecosistémicos. 

Fuente: WWF, 2016.

De hecho, hace varios años que Bolivia registra emisiones de gases de efecto invernadero per 
cápita comparables a países de Europa: 93 millones de toneladas anuales para el periodo 2000-
2010 (FAO, 2016) y esto no ha reducido la vulnerabilidad de nuestra población sino más bien 
parece haber hecho lo contrario con los incendios forestales, desabastecimiento de agua y otros 
impactos más recientes en mente. La causa de este desbalance en comparación con su baja densidad 
poblacional e índice de desarrollo, está en la deforestación, o “cambio en el uso de la tierra”, donde 
se combinan, además, la expansión de la frontera agrícola y ganadera, subsidios a combustibles 
fósiles y un bajo nivel de control ambiental (FAO, 2016). 

En este sentido las tendencias de deforestación y los incendios implican un impacto enorme en 
términos de emisiones de CO2. En especial los megaincendios del 2019 han tenido un impacto sin 
precedentes en términos de liberación de CO2, con una estimación de 276Mt CO2 liberado en ese 
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año, más de 12 veces las emisiones de CO2 de Bolivia en general en el año 2018 y más o menos 
el equivalente de todo el CO2 liberado por Bolivia desde el año 2000 (Datosmacro, 2020). Aún 
siendo comparado con un año previo nefasto por las superficies afectadas por incendios forestales, 
el 2020 ya viene superando los preocupantes impactos registrados en 2019. Con una población 
de aproximadamente 11.6 millones de personas (El Deber, 2019), eso implica una emisión per 
cápita de 23,73 Tn CO2 en el año 2019 que posiciona a Bolivia como el quinto país con mayores 
emisiones per cápita en el mundo, virtualmente solo superado por pequeños países petroleros como 
Kuwait, Catar y los Emiratos Árabes Unidos y arriba de países notoriamente contaminadores como 
los Estados Unidos (16.14 Tn CO2/pers/año y el Reino Unido (5.59 Tn CO2/pers/año) (Datosmacro, 
2020).

Además, es necesario considerar que la deforestación, degradación e incendios mencionados 
también afectan directamente en otros beneficios ecosistémicos proveídos por los ecosistemas 
naturales. Es imposible listar todos los beneficios provistos por los ecosistemas naturales, pero es 
común clasificarlos en beneficios de provisión, beneficios de regulación, beneficios de soporte y 
beneficios culturales (WWF 2016, Figura 1). 

Un segundo beneficio fundamental para la humanidad y sus opciones de desarrollo es la provisión 
de agua. La destrucción de ecosistemas naturales y en especial los bosques y humedales también trae 
consigo efectos muy preocupantes en cuanto a los ciclos de agua. Cabe destacar que los incendios 
de 2019 tuvieron impactos atípicamente elevados en áreas forestales, áreas protegidas, Territorios 
Indígena Originario Campesino (TIOC) y sitios RAMSAR1 de especial importancia en términos 
de sus funciones hídricas. Incluso sin tomar en cuenta estos últimos datos desastrosos, diversos 
estudios han alertado que es probable que en un futuro cercano la deforestación podría provocar 
cambios tan drásticos en los ciclos hídricos de la Amazonía, que pronto se podría llegar a un 
“punto de inflexión” que implicaría que los bosques amazónicos empezarán a morir a gran escala 
(Lovejoy & Nobre, 2018). Si se mantienen las tendencias de deforestación, según los modelos 
climáticos hasta 2050, gran parte de la Amazonía se convertirá en sabanas o pampas (Costa, 
2020). Estas tendencias también tendrán consecuencias drásticas en los procesos de sabanización 
y desertificación y por ende la disponibilidad de agua en otras partes del país (Vos, 2017; ver 
también Indicador 3.1).  

Es imposible analizar todos los demás beneficios ecosistémicos, pero muchos de estos beneficios 
muestran una relación muy estrecha con la biodiversidad (WWF, 2016). En este sentido, podemos 
destacar que Bolivia también presenta tendencias preocupantes en términos de Biodiversidad, 
datos de la UICN (2020), por ejemplo, muestran que el cambio de uso de suelo para la agricultura 
y ganadería forman las amenazas más importantes para la mayoría de las especies en Bolivia 
(Vos et al., 2020a; con las tendencias mencionadas, estas amenazadas se han reforzado aún más, 
en esta línea (Pacheco et al.) estiman que solo en el departamento de Santa Cruz los incendios 
pueden haber provocado la muerte de cerca de 6 millones de mamíferos vertebrados, solo se puede 
imaginar el impacto en grupos de otros animales como reptiles, anfibios e invertebrados que por lo 
general tienen capacidades de movimiento mucho menores.

2	  Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas firmado en la 
ciudad de Ramsar 1971.
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Mientras que la degradación y el cambio climático presentan preocupantes procesos de 
retroalimentación que pueden acelerar aún más la pérdida de beneficios ecosistémicos, otras 
tendencias como el aumento de la explotación minera e hidrocarburífera, la construcción de 
carreteras y la proliferación de represas son factores agravantes que vienen reforzando esta pérdida 
de biodiversidad y sus múltiples funciones ecosistémicas (Romero-Muñoz et al., 2019). 

Indicador 1.3. Promover la Restauración Ecológica
Metas ODS 15.2, 15.3 Resultados CND BA-2, BA-7

Dentro de las CND, Bolivia plantea la meta de incrementar la superficie de área forestadas y 
reforestadas a 4.5 millones de hectáreas al 2030, mientras que propone ampliar la cobertura neta 
de bosques a más de 54 millones de hectáreas. Instituciones como la Fundación Solón ya han 
cuestionado la irracionalidad de la propuesta boliviana (Fundación Solón, 2017), por un lado, 
plantean reforestar 4.5 millones de hectáreas, pero al mismo tiempo los planes oficiales del 
gobierno permiten la deforestación de grandes superficies, extendiéndose a 3 millones hasta 2030 
considerados en las CND. 

Mientras que como propuesta ya parece irracional, en la práctica los datos son aún más preocupantes. 
Hasta la fecha ya se ha perdido 2.78 millones de hectáreas entre 2015 y 2019 y con las crecientes 
tendencias, además de las políticas de promoción de ampliación de la frontera agropecuaria no 
queda duda que las superficies deforestadas hasta 2030 probablemente sean mucho mayores que 
los 3 millones mencionados en las CND.

Fig. 6.  Áreas claves para la restauración identificadas en el Plan de Recuperación de Incendios de Santa 
Cruz 

Fuente: GAS-SCZ, 2020.

Leyenda
Áreas potenciales para restauración asistida (57.487 ha)

Áreas potenciales restauración + Refugios (20.115 ha)

Refugios: áreas más humedas en zonas de alto riesgo.

Límites Departamentales (referencial) (V. Min. Planif., 2015)

Polígonos INRA (INRA, 2019)
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Por otro lado, también es necesario analizar los 
esfuerzos de reforestación que son claramente 
insuficientes para alcanzar el resultado de 4.5 
millones de hectáreas reforestadas planteadas 
en las CND de Bolivia. El gobierno mediante 
decreto supremo Nº2912 de 27 de septiembre 
del 2016 aprobó el Programa Nacional de 
Forestación y Reforestación (PNFR) 2016-
2030 para forestar y reforestar hasta 2020 una 
superficie de 750.000 hectáreas. Sin embargo, 
en la campaña “Mi Árbol” 2015- 2016 se 
alcanzaron a reforestar solo 6.801 hectáreas 
con 6.025.755 plantines forestados en todo el 
territorio nacional (Fundación Solón, 2017). 
Considerando estimaciones de sobrevivencia de 
entre 20 y 50% de los plantines, probablemente 
estamos hablando de menos de 3 millones de 
plantines que representan a aproximadamente 
6000 hectáreas reforestadas en este primer año 
del Programa Mi Árbol, solo 2% del promedio 
anual que se debería plantar si se pretende 
alcanzar la meta de 4.5 millones hectáreas. 

También han sido motivo de debate los planes 
para la restauración ecológica de las áreas 
afectadas por los incendios en la Chiquitanía, 
tanto los anuncios del Gobierno Nacional 
como el recién lanzado “Plan de Recuperación 
de Zonas Afectadas por Incendios” de la 
Gobernación de Santa Cruz (GAD-SCZ, 2020). 
Mientras que se ha cuestionado las intenciones 
de algunos sectores empresariales (Fabreger, 
2019), también se cuestiona ampliamente que 
hasta ahora no se ha abrogado el marco normativo 
que ha sido identificado como causa subyacente 
de los incendios (ej. El País, 2020; Fundación 
Solón 2020b). Además, se observan los métodos 
de reforestación −en vez de restauración− y la 
asignación presupuestaria que aparte de ser 
claramente insuficiente, principalmente va al 
fortalecimiento institucional y diagnóstico, 
dejando muy pocos recursos para la restauración 
como tal (Fundación Solón, 2020b). 
  

Cuestionables propuestas de 
“reforestación” 
el caso del Ñembí Guazú

El Área de Conservación e Importancia 
Ecológica (ACIE) Ñembí Guazú en el 
Chaco Cruceño fue creada en el marco 
de la Autonomía Indígena Campesina de 
Charagua. El área consiste principalmente de 
vegetación de Abayoy y diferentes tipos de 
bosques abiertos chaqueños y chiquitanos. 
En 2017 la ABT difundió una propuesta de 
un Complejo Productivo de Plantaciones 
Comerciales que coincide en gran manera 
con esta ACIE (ABT, 2017). Entonces, 
el área aún se encontraba en un estado de 
conservación muy bueno, con presencia de 
muchas especies raras y amenazadas de flora 
y fauna, e incluso un grupo de indígenas 
Ayoreos en aislamiento voluntario. Pero en 
2019 más del 50% de la superficie de esta 
área se quemó – un inexplicable aumento de 
865% en comparación con los tres anteriores 
años (Vos et al., 2020a). 

Sorprende que aún cuando se estaba 
quemando, sectores empresariales como 
la CFB, CAO, ANAPO y Fegasacruz ya 
empezaron a proponer la “reforestación” 
de esta área con plantaciones comerciales 
(MMAyA, 2019) y que poco tiempo 
después el gobierno apruebó el ingreso de 
la importación de plantines −probablemente 
transgénicos− de Eucalyptus spp. (MMAyA, 
2020).  Coincidencias que han provocado la 
pregunta ¿los responsables de los incendios 
ahora van a reforestar? (Fabreger, 2019). 
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Indicador 1.4. Fomentar el Uso Sostenible de los Ecosistemas Naturales
Metas ODS 11.4, 15.2, 15.9 Resultados CND BA-3

En línea con este indicador, en las CND Bolivia plantea incrementar las áreas de bosques con 
manejo integral y sustentable con enfoque comunitario a 16.9 millones de hectáreas al 2030. Esta 
propuesta sigue el enfoque boliviano de conservación a través de un manejo integral sostenible, 
bajo el concepto de la gestión sostenible de los sistemas de vida, con mayor consideración de la 
producción de subsistencia de los habitantes de la zona (MMAyA, 2018a); que de igual manera 
permitiría alcanzar metas como la gestión sostenible de los bosques, integrar los valores de los 
ecosistemas y biodiversidad en la planificación nacional y salvaguardar el patrimonio natural y 
cultural, contemplados en los ODS. 

Existen diversos estudios que respaldan el gran potencial económico de los bosques y en especial 
de productos no maderables como la castaña, el asaí y el cacao (ej. Bojanic, 2001; Vos et al., 2016; 
Soliz, 2019; Tonore et al., 2019) e incluso se ha demostrado que en muchos casos no se justifica la 
conversión del bosque en áreas agropecuarias si se toma en cuenta los diversos productos proveídos 
por los bosques (ej. Bojanic, 2001; Robison et al., 2017). Bajo este criterio en el Plan de Desarrollo 
Económico y Social, el Estado Boliviano plantea que los extensos bosques de Bolivia ya no deben 
ser considerados como zonas improductivas, sino como “escenarios integrales de producción y 
transformación de alimentos y recursos de la biodiversidad (meta 6.4. PDES)”. 

Fig. 7.  El Complejo Productivo “Transformación de Productos Amazónicos”, un ejemplo de la posibilidad 
de combinar metas de desarrollo y metas climáticas

Fuente: Estado Plurinacional de Bolivia. (2015). Plan de Desarrollo Económico y Social 2016-2020 en el marco de 
del desarrollo integral para vivir bien. 
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En los últimos años Bolivia ha empezado a 
promover la Gestión Integral y Sustentable de 
Bosques (GISB); no solo es un aspecto clave en 
los planteamientos del Mecanismo Conjunto de 
Mitigación y Adaptación para el Manejo Integral 
y Sustentable de los Bosques y la Madre Tierra, 
sino también ha sido adoptado en otras políticas 
y programas como los Programas Nacionales 
de Apoyo a la Producción y Recolección de 
Frutos Amazónicos y Cacao (DS. 4008/2019) 
o los Planes de Gestión Integral de Bosques y 
Tierra de la ABT (FAO, 2017; FAN, 2018).

Actualmente, existen diversos ejemplos muestra 
de que se ha logrado avanzar significativamente 
con la aplicación de estos enfoques; con 
resultados positivos en la diversificación 
productiva y la generación de ingresos, así como 
en la reducción de presiones de deforestación y 
degradación de los bosques y la conservación 
de funciones ambientales (FAN, 2018). No 
obstante, los ambiciosos planteamientos 
de Bolivia en sus CND y planteamientos 
internacionales, en la práctica el avance hacia la 
gestión integral de bosques ha sido dificultoso. 
Las visiones y propuestas del Mecanismo 
Conjunto sobre todo se han quedado en ideas 
teóricas y normativas; e incluso la Ley Marco de 
Madre Tierra (Nº 300) en la práctica logró poco 
o nada para cambiar las políticas y prácticas 
de uso de bosque en el país. Hasta la fecha, los 
Planes de Gestión Integral de Bosques y Tierra 
(PGIBT) son la aplicación más práctica para 
consolidar esta visión de uso integral sostenible, 
pero incluso con apoyo de diversas ONGs y 
varias modificaciones y simplificaciones de las 
normativas correspondientes, hasta la fecha solo 
se ha logrado un poco más de 350.000 hectáreas 
de PGIBT en el Departamento de Pando y otra 
superficie menor en otras partes del país. Es 
decir, nuevamente los avances distan de los 16,9 
millones de hectáreas de superficie de bosque 
con manejo integral sustentable planteado en 
los CND de Bolivia.

Además, es necesario resaltar que incluso en 
las áreas donde se han logrado las herramientas 
de gestión mencionadas, no se garantiza un 

Construyendo una Economía
de Bosques
El Complejo Productivo del Asaí

El asaí (Euterpe precatoria) es una palmera silvestre 
abundante en la Amazonía boliviana. Gracias a sus 
favorables propiedades nutritivas y beneficios para 
la salud, en las últimas décadas la pulpa del fruto 
ha conquistado un mayor espacio en el mercado 
nacional e internacional. Desde que, a inicios del 
milenio, en Bolivia se establecieron los primeros 
emprendimientos campesinos para procesar y 
comercializar estas frutas silvestres, el asaí poco 
a poco se viene posicionando como oportunidad 
económica en muchos municipios forestales de 
Pando, Beni, La Paz y Santa Cruz. Aparte del 
apoyo público para Organizaciones Económicas 
Campesinas Indígena y Originarias (OECAS) 
y Organizaciones Económicas Comunitarias 
(OECOM); que recolectan, transforman y 
comercializan el asaí, el Programa de Apoyo 
para la Producción y Recolección de Frutos 
Amazónicos actualmente también contempla 
recursos para apoyar servicios de soporte para su 
complejo productivo, incluyendo la investigación, 
el desarrollo tecnológico y la innovación, aspectos 
fitosanitarios, apoyo para mejorar la inocuidad 
alimentaria, y para consolidar el mercado. 
De esta manera el Gobierno responde a una 
histórica demanda de organizaciones campesinas 
e indígenas de la Amazonía boliviana, que hace 
décadas han demandado mayor apoyo con un 
enfoque más integral para el aprovechamiento 
sostenible de sus recursos forestales, y como 
tal es una de las primeras inversiones públicas 
significativas a favor de una economía basada en 
la Gestión Integral Sustentable de los Bosques 
(Tonore et al., 2019). 
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verdadero manejo adecuado en términos climáticos, considerando las limitaciones de las normas, 
las deficiencias para el control y las diferencias entre lo escrito en los planes y la realidad en 
terreno, donde destaca que la mayoría de los planes cuentan con una implementación muy limitada 
(Soliz et al., 2020).

Finalmente, cabe resaltar que las tendencias de destrucción y degradación de bosques mencionados 
en los anteriores párrafos también afectan el potencial del uso sostenible de los bosques. Por 
ejemplo, se ha estimado que los incendios del 2019 han provocado un perjuicio de cerca de 1100 
millones de dólares para el Departamento de Santa Cruz, en términos de valor de madera, un valor 
que sobrepasa de gran manera los beneficios generados por la producción agropecuaria propuesta 
(La Región, 2019). Un análisis más integral del impacto de la deforestación y los incendios 
incluyendo el potencial económico perdido de otros productos forestales, e incluso aspectos 
sociales y ambientales permite comprender que estas tendencias de degradación ambiental tienen 
consecuencias nefastas para las posibilidades de desarrollo integral sostenible de Bolivia (Nordgren, 
2020). 

En este sentido, se identifica una situación paradójica en Bolivia donde existen normas, políticas 
y subvenciones muy grandes para rubros productivos y sectores empresariales con impactos muy 
cuestionados, como los cultivos transgénicos, la ganadería y la minería (Vos et al., 2020a), pero 
donde las iniciativas productivas con un mayor potencial para el desarrollo sostenible enfrentan 
complejos requisitos legales y burocráticos a tiempo de recibir un apoyo mucho menor (Soliz et 
al., 2020; Melendres, 2020). Por ejemplo, las asociaciones productoras de asaí en la Amazonía 
boliviana han cuestionado que es más fácil conseguir la aprobación de un plan de desmonte que un 
plan de manejo de asaí, mientras que, a pesar de los impactos positivos de sus emprendimientos, 
ellos pagan más impuestos, que por ejemplo, los ganaderos o los mineros de oro aluvial (Tonore 
et al., 2019). 
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Línea de Acción 2: Promover la Producción Sostenible
Indicadores ODS Resultados 2015-2030 CND Bolivia
2.4	 Para 2030, asegurar la sostenibilidad de los sistemas de 

producción de alimentos y aplicar prácticas agrícolas 
resilientes que aumenten la productividad y la producción, 
contribuyan al mantenimiento de los ecosistemas, fortalezcan 
la capacidad de adaptación al cambio climático, los fenómenos 
meteorológicos extremos, las sequías, las inundaciones y 
otros desastres, y mejoren progresivamente la calidad del 
suelo y la tierra.

8.4	 Mejorar progresivamente, de aquí a 2030, la producción y 
el consumo eficientes de los recursos mundiales y procurar 
desvincular el crecimiento económico de la degradación del 
medio ambiente, conforme al Marco Decenal de Programas 
sobre modalidades de Consumo y Producción Sostenibles, 
empezando por los países desarrollados.

9.4	 De aquí a 2030, modernizar la infraestructura y reconvertir 
las industrias para que sean sostenibles, utilizando los 
recursos con mayor eficacia y promoviendo la adopción de 
tecnologías y procesos industriales limpios y ambientalmente 
racionales, y logrando que todos los países tomen medidas de 
acuerdo con sus capacidades respectivas

12.1	 Aplicar el Marco Decenal de Programas sobre Modalidades 
de Consumo y Producción Sostenibles, con la participación 
de todos los países y bajo el liderazgo de los países 
desarrollados, teniendo en cuenta el grado de desarrollo y las 
capacidades de los países en desarrollo.

12.2	 De aquí a 2030, lograr la gestión sostenible y el uso eficiente 
de los recursos naturales.

12.3	 De aquí a 2030, reducir a la mitad el desperdicio de alimentos 
per cápita mundial en la venta al por menor y a nivel de los 
consumidores y reducir las pérdidas de alimentos en las 
cadenas de producción y suministro, incluidas las pérdidas 
posteriores a la cosecha.

12.5	 De aquí a 2030, reducir considerablemente la generación de 
desechos mediante actividades de prevención, reducción, 
reciclado y reutilización.

12.6	 Alentar a las empresas, en especial las grandes empresas y las 
empresas transnacionales, a que adopten prácticas sostenibles 
e incorporen información sobre la sostenibilidad en su ciclo 
de presentación de informes.

12.7	 Promover prácticas de adquisición pública que sean 
sostenibles, de conformidad con las políticas y prioridades 
nacionales.

A-6	 Se ha incrementado la 
producción de alimentos 
bajo riego, en más de 6 
millones de TM el año 
2030 respecto al 2010. 

BA-5	 Se ha contribuido al 
incremento del Producto 
Interno Bruto (PIB) 
al 5,4% el año 2030, 
favorecido por la 
producción agropecuaria 
y agroforestal de manera 
complementaria con la 
conservación. 

BA-6 	 Se ha reducido a cero la 
extrema pobreza en la 
población que depende 
de los bosques al 2030, 
de un aproximado de 350 
mil personas al 2010. 

BA-8	 Se ha incrementado 
la capacidad conjunta 
de mitigación y 
adaptación de las áreas 
comprendidas en los 
bosques y sistemas 
agropecuarios y 
forestales de 0.35 
unidades el 2010 a 0,78 
unidades el 2030, medido 
por el Índice Nacional 
de Vida Sustentable de 
los Bosques, lográndose 
sistemas productivos 
y de conservación 
complementarios y 
resilientes.

Indicador 2.1. Promover la Sostenibilidad de la Producción Agropecuaria
Metas ODS 2.4, 8.4, 12.6, 12.7 Resultados CND BA-5, BA-8

La sostenibilidad de la producción agropecuaria está en relación directa con el respeto por los 
ecosistemas naturales y la calidad del medio ambiente. Las metas planteadas en las CND de Bolivia 
son poco alentadoras para la construcción de una producción agropecuaria sostenible, puesto que 
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centran sus esfuerzos en un aumento del PIB sin tomar en cuenta elementos históricos, sociales 
y relaciones de poder que determinan la producción agropecuaria boliviana, mucho menos los 
elementos ambientales y climáticos analizados en este documento. 

En ese marco, la sostenibilidad tiene dos principales dificultades que el Estado debe considerar. 
Por un lado, un modelo agroindustrial para la exportación de alimentos que genera serios impactos 
medioambientales y alteración de ecosistemas. Y, por otro lado, el estancamiento y abandono de 
la principal forma de producción agropecuaria que se centra en la llamada agricultura familiar 
campesina indígena.

Según datos del último Censo Agropecuario (2013) en Bolivia existen 871.608 unidades productivas 
agropecuarias (UPA). De las cuales 92 % corresponde a la agricultura familiar campesina, 7 % son 
medianos productores y 1 % grandes productores (Uscamayta, 2019). Según Eyzaguirre (2015), 
si bien, el sector de los grandes productores constituye la menor cantidad de UPA establecidas, en 
su gran mayoría, en los llanos del Oriente; generan el 60 % del volumen y valor de la producción 
agropecuaria nacional y controla el 50 % del total de las tierras cultivadas. Esto demuestra la 
importancia económica y política que tiene este pequeño sector de la producción agropecuaria. 

Estos datos demuestran la profunda desigualdad en la estructura agraria del país. Según la misma 
Uscamayta (2019), la mayoría de las UPA se concentra en pequeñas propiedades que utilizan apenas 
el 14% de la superficie de tierra agricola que alcanza a 4.805.524 hectáreas. En el caso, de las 
propiedades medianas, la superficie de tierra alcanza 7.023.929 hectáreas que representa el 26% de la 
superficie cultivable (Ver Cuadro 2).  En suma, los pequeño y medianos propietarios ocupan el 40% 
de superficie cultivable, pese a que concentran la mayor cantidad de trabajadores rurales del país. 

El dato que sobresale, corresponde a las grandes propiedades que ocupan el 60 % de la superficie de 
tierra cultivable, un total de 22.818.063 hectáreas. Esto significa que el 1% de las UPA representado 
por grandes productores, ocupa más de la mitad de la superficie cultivable del país. 

Cuadro 2. Cantidad de UPA y superficie ocupada 

Categorización UPA Superficie 
0-50 ha Pequeña 787.720 4.805.524,6
51-500 ha Mediana 62.610 7.023.929,2
501-5000 ha y más Grande 11.278 22.818.063,5
Total 861.608 34.647.517,3

Fuente: Uscamayta, 2019.

En el análisis que hace Uscamayta (2019), asume que las UPA consideradas como pequeñas 
corresponden a la agricultura familiar campesina. Esto significa que el 92% de las UPA son parte 
de la agricultura familiar pequeña mientras el 7% son productores medianos. El 1% corresponde a 
una agricultura empresarial.

Frente ese escenario, investigadores como McKay (2018), Urioste (2018) y Müller et al., (2014), 
consideran comenzar a replantearnos ciertos tipos de la llamada agricultura industrial. Convocan 
a ver la agroindustria o el agronegocio bajo el concepto de “extractivismo agrario” que tiene alta 
intensidad en la degradación medioambiental y es un sistema no sostenible en el tiempo.  Así 
mismo, los datos que presenta Urioste (2018) infieren que este modelo extractivista en la producción 
agropecuaria sigue creciendo a costa de la deforestación y equivocadamente en nombre de la 
seguridad alimentaria.
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Por ende, la falta de sostenibilidad ambiental de la producción agropecuaria está asociada con 
objetivos empresariales agroindustriales: “primero fue la caña de azúcar, luego el algodón y, 
finalmente, se amplió a las oleaginosas y al ganado vacuno en torno a proyectos inicialmente 
promovidos por instituciones estatales y luego por iniciativa privada nacional e inversión extranjera” 
(Urioste, 2018). 

De hecho, para aumentar la superficie dedicada a ciertos rubros agroexportadores de la agroindustria 
solo existen dos vías: desplazar otros usos del suelo o deforestar los bosques primarios. Lo que 
conllevará a mayores impactos ambientales que imposibilitaría una producción sostenible como 
sugieren las metas de la ODS y los resultados de las CND. 

Fig. 8.  Agricultura familiar y no familiar en Bolivia

Fuente: Organización de lasNaciones Unidas para la Agricultura y la alimentación FAO-Ministerio de Desarrollo 
Rural y Tierras MDRyT, 2014.
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En el caso de la deforestación esta conlleva el incremento de emisiones de dióxido de carbono, 
pérdida de biodiversidad, variación del ciclo hídrico entre otras. El 75% de esta actividad de 
deforestación se encuentra en Santa Cruz, con una tasa de deforestación promedio de 200 mil 
hectáreas por año (Cuéllar et al., 2012).

Además, según el estudio de Gonzales-Rocabado (2019), las tasas de deforestación tienen un costo 
económico para Bolivia, que representa alrededor del 10% del PIB nacional. Un costo que asume 
cada persona del territorio nacional. Así mismo, la Fundación Solón (2018), resalta que el 81% de 
las emisiones de Gases de Efecto Invernadero (GEI) de Bolivia son por deforestación y agricultura, 
que pone en evidencia el papel que tiene la industria alimentaria para la insostenibilidad. 

En el caso de la producción ganadera, la mayor parte de la producción se desarrolla bajo un 
sistema extensivo. Es decir, sin inversiones en tecnología, silvopasturas, infraestructura adecuada, 
agua, genética, etc. La ganadería extensiva no contribuye a lograr rendimientos mejorados, como 
tampoco a la sostenibilidad ambiental, más bien estimula al desbosque y al cambio de uso del suelo 
(CIPCA, 2015).  Esto se refleja en la producción de carne de res y cultivos de soya, que son los 
principales impulsores de la deforestación en el país. Y cuya situación se ve seriamente ampliada 
por la legalización de la producción de agrocombustibles (Romero-Muñoz, 2019). 

Entonces como bien observan investigaciones empíricas como las de McKay (2018), Vos et al. 
(2020a), Urioste (2018) entre otras, los modelos industriales de producción de alimentos para la 
exportación acrecentaron en los últimos años las dificultades para implementar políticas públicas de 
conservación y uso sostenible de los recursos naturales en Bolivia. Es decir, que la contribución de 
la producción agroindustrial afecta negativamente a la sostenibilidad de los sistemas de producción 
de alimentos y la aplicación de prácticas resilientes y peor aún, cuenta además con una gobernanza 
institucional que respalda la expansión agropecuaria en zonas de bosque mediante las Leyes 741, 
1171 y el D.S. 3973 (Vos et al., 2020a). 

El segundo obstáculo para una producción agropecuaria sostenible se encuentra en la marginación 
de la agricultura familiar campesina indígena, que tiene una estructura agraria minifundista y cuya 
producción es principalmente para la subsistencia.  El último Censo Agropecuario (2013) confirma 
que más del 50 % de las Unidades Productivas Agropecuarias (UPA) —aproximadamente, medio 
millón, que involucran a casi un tercio de la población boliviana— se encuentran estancadas en 
economías de subsistencia, ligadas a la agricultura de baja productividad y con escasa disponibilidad 
de tierra productiva (Urioste, 2018)

Si bien, la agricultura familiar tiene un peso cuantitativo significativo, esta forma de producción 
agropecuaria concentra también los niveles más altos de pobreza del país. La pobreza en el área 
rural de Bolivia alcanzaba para el 2015 un 71,5% (Colque et al., 2015). Las personas que viven en 
ámbitos rurales todavía son pobres. La mayor parte de la producción de alimentos está orientada al 
autoconsumo, lo que expone a los hogares a un fuerte riesgo de inseguridad alimentaria a causa de 
las variaciones en los rendimientos agropecuarios (Condori, 2010)

Actualmente, los ingresos de las familias campesino indígenas dedicadas a la agricultura, están 
entre los más bajos del país con un promedio de 32.958 Bs/año (4.721 dólares) y considerando 
familias de cinco miembros en promedio, se tiene un ingreso per cápita 6.572 Bs/año (944 dólares). 
Estos montos se encuentran por debajo del salario mínimo o el ingreso per cápita nacional de 
24.000 Bs/año (Salazar y Jiménez, 2018).
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Esto provoca una insostenibilidad social y económica, ya que aproximadamente dos millones 
de personas están empleadas en la categoría de agricultura familiar. Y el 77% de alimentos que 
consumimos como cereales, frutales, hortalizas, tubérculos y raíces provine de la agricultura 
familiar (FAO-MDRyT, 2014). Por tanto, el abandono y estancamiento de la agricultura familiar es 
un indicador serio respecto del futuro de la sostenibilidad ambiental; ya que la producción familiar 
campesina no solo se dedica a la producción agropecuaria ni únicamente aporta a la seguridad 
alimentaria del país, tiene un conjunto de otras potencialidades que son poco consideradas y 
valoradas: Contribuye a la economía rural y entre 20 y 30% del empleo nacional, tiene beneficios 
para el medio ambiente y los efectos del cambio climático; preserva la cultura local. Elementos que 
se deben visibilizar para una mejor estrategia en la sostenibilidad de la producción agropecuaria.   

Indicador 2.2. Promover la Eficiencia del Uso de los Recursos Naturales y Métodos 
de Producción

Metas ODS 12.2, 12.3, 12.6 Resultados CND A-6, BA-8

El actual modelo de desarrollo en Bolivia se concentra en la industrialización para el crecimiento 
económico. El PDES (2016 – 2020) tenía como uno de sus objetivos primordiales “superar el 
modelo primario exportador, logrando una economía productiva sobre la base de la industrialización 
de nuestros recursos naturales” (p. 12). En ese marco, este modelo de desarrollo socioeconómico 
requiere más recursos naturales como combustibles, minerales, metales; y otros recursos esenciales 
como el agua, la tierra, los ecosistemas, etc. que conlleva el aumento del uso de recursos naturales 
y está lejos de modelos alternativos y eficientes de producción.

Fig. 9.  Principales causas de las emisiones en Bolivia 

Fuente: En base de Fundación Solón, 2017.

Por ello, las metas planteadas en las CND son poco claras ya que concentran sus resultados en 
la reducción de la extrema pobreza de la población que depende de bosques y en el aumento de 
capacidades de mitigación y adaptación. No obstante, ni estos dos elementos son debidamente 
abordados por la gobernanza institucional boliviana.
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En Bolivia, la reducción de pobreza en zonas de bosques no cuenta con datos estadísticos 
confiables para medir su incidencia. Sin embargo, los esfuerzos del Estado se concentran en la 
reducción de pobreza mediante el modelo agroindustrial, cuya justificación es que los ingresos 
de los agricultores bajo contrato empresarial son significativamente superiores a los ingresos de 
otro tipo de agricultores (Cartagena y Peralta, 2020).  Adicionalmente estas implicaciones están 
amparadas en la Ley de Reconducción Comunitaria de la Reforma Agraria (Ley 1715) que permite 
al gobierno intensificar las actividades agrícolas en sectores empobrecidos del país como medio de 
lucha contra de la pobreza. 

Las CND presentados a la CMNUCC están intrínsecamente ligadas al PDES (2016-2020) que 
asume la ampliación de la frontera agrícola y la introducción de monocultivos forestales como 
compromisos asumidos por Bolivia frente a Naciones Unidas para la supuesta reducción de GEI 
y respuesta frente al Cambio Climático. En consecuencia, esta estrategia es incierta y ya tiene de 
larga data. 

Por ejemplo, Vargas & Osinaga (2009) advertían que la intensificación del uso agropecuario para 
reducir la pobreza se traduciría en una mayor deforestación, disminuyendo así la biodiversidad y 
numerosos beneficios forestales. Ahora, si bien en las tierras bajas la deforestación es la mayor 
responsable de la pérdida de biodiversidad, esta tiene consecuencias para las tierras altas, donde no 
hay deforestación significativa, pero que tendrá que adaptarse con más rigor al cambio climático y 
sería responsable del 100% de las fuertes reducciones en biodiversidad previstas (Andersen, 2014).

El Estado Plurinacional ha puesto más énfasis en la normatividad respecto de la mitigación y 
adaptación al cambio climático. En octubre de 2012, se aprueba la Ley Marco de la Madre Tierra 
y Desarrollo Integral para Vivir Bien (Ley 300), que establece una nueva institucionalidad para el 
cambio climático, a la cabeza de la Autoridad Plurinacional de la Madre Tierra (APMT). En ese 
contexto, la APMT desarrolla, administra y ejecuta las políticas, estrategias, planes y programas 
vinculados a la mitigación y adaptación al Cambio Climático en el país, a través de mecanismos 
de carácter técnico, metodológico y financiero e instrumentos de regulación, control, promoción, 
evaluación y monitoreo (Memoria APMT, 2019).

También desde el 2010 se han elaborado Leyes que promuevan el uso eficiente de recursos naturales 
que se concentran principalmente en las siguientes normativas: Leyes: 71, 777, 300 y         DS 1696. 
Incluso el anterior gobierno entre sus últimos planes de eficiencia de los recursos naturales contaba 
con un Plan Plurinacional de Cambio Climático 2016-2020. Sin embargo, en la práctica o en la 
economía real estas normas fueron meramente enunciativas puesto que no ha existido voluntad 
real de superar el modelo extractivista y agroindustrial del país, probablemente debido a que estos 
sectores detentan una buena parte del poder político y económico concentrado por los actores 
agroindustriales en el territorio nacional.    

Por ello, en la práctica es complicado pensar en formas o modelos de producción alternativos sin el 
respaldo del Estado. En consecuencia, las acciones de mitigación que están orientadas al control y 
reducción de emisiones GEI y al desarrollo y transferencia de tecnología de mitigación climática, 
debe concentrarse con mayor énfasis en la interpelación del modelo agroindustrial o agronegocio 
que tiene serias consecuencias ampliamente explicadas en el presente diagnóstico. 
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Indicador 2.3. Promover la Industrialización Sostenible

Metas ODS 9.4, 12.3, 12.6, 12.7 Resultados CND BA-5

La ONU (2020a) advierte que los países menos desarrollados necesitan acelerar el desarrollo de sus 
sectores manufactureros si desean conseguir la meta de modernizar la infraestructura y reconvertir 
las industrias para que sean sostenibles al año 2030. Esto implica para el Estado Plurinacional de 
Bolivia el aumento en inversión para la investigación e innovación científica.

Las industrias sostenibles son aquellas iniciativas empresariales que generen crecimiento económico 
con bajas o negativas emisiones de carbono. Pero también son aquellas que consiguen sostenibilidad 
en términos sociales, económicos, culturales y medioambientales. Por su importancia vamos a 
concentrar este diagnóstico en la situación en la que se encuentra la producción agropecuaria 
debido a la necesidad de interpelar las metas trazadas por las CND, puesto que son poco claras y 
alentadoras en la construcción de industrias sostenibles. 

Para McKay (2018), el problema central de Bolivia es confundir industrialización con extractivismo. 
De hecho, este es un elemento histórico de la acumulación de capital de Estado boliviano por 
medio de la exportación de materias primas. En el caso de la agroindustria este modelo debería 
ser una forma de producción sostenible para garantizar la continuidad de la producción y generar 
empleos de calidad. Sin embargo, la producción agropecuaria está lejos de esa perspectiva. 

En los últimos años la producción agropecuaria extractivista ha sido beneficiada con una serie de 
normativas, que en vez de fortalecer una postura de industria amigable con el medio ambiente ha 
acelerado el proceso de consolidación de un modelo extractivista. Entre las normas que legitiman 
este modelo se encuentran la Ley 741 que autoriza el desmonte de hasta 20 hectáreas para pequeñas 
propiedades y comunidades; la Ley 1098 que impulsa la producción de aditivos de origen vegetal 
para producción de agrocombustibles; la Ley 3207 que plantea producción de soya para generación 
de diésel o agrocombustibles y finalmente con el Decreto Supremo 4232, que da vía libre para que 
en Bolivia se trabaje con semillas transgénicas de maíz, caña de azúcar, algodón, trigo y soya. 

De acuerdo con datos del MDRyT (2020), los cultivos que han tenido mayor crecimiento en 
términos de hectáreas son los cultivos de oleaginosas, productos industriales y los cereales, 
productos del agroextractivismo. Dentro de este rubro, la soya sin duda cobra mayor importancia 
con un crecimiento anual a una tasa de 10%, esto es aproximadamente 50 mil hectáreas por año. 
Estos cambios y tendencias han hecho que la soya transgénica se convierta en el principal cultivo 
de Bolivia, ocupando una tercera parte de la superficie cultivada a nivel nacional. 

Según estimaciones de Colque et al. (2015) para el caso de soya el 80% son productores pequeños 
que solo controla el 9% de la tierra cultivada, los medianos (20%) controlan el 20% de la tierra; 
pero los grandes productores que representan solo el 1% de los productores controlan el 70% de 
la tierra. 
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Línea de Acción 3: Garantizar la Disponibilidad y la Gestión Sostenible del Agua 
Indicadores ODS Resultados 2015-2030 CND Bolivia
6.4	 De aquí a 2030, aumentar considerablemente el uso eficiente 

de los recursos hídricos en todos los sectores y asegurar 
la sostenibilidad de la extracción y el abastecimiento de 
agua dulce para hacer frente a la escasez de agua y reducir 
considerablemente el número de personas que sufren falta de 
agua.

6.5	 De aquí a 2030, implementar la gestión integrada de los recursos 
hídricos a todos los niveles, incluso mediante la cooperación 
transfronteriza, según proceda.

6.6	 De aquí a 2020, proteger y restablecer los ecosistemas 
relacionados con el agua, incluidos los bosques, las montañas, 
los humedales, los ríos, los acuíferos y los lagos.

14.1	 De aquí a 2025, prevenir y reducir significativamente la 
contaminación marina de todo tipo, en particular la producida 
por actividades realizadas en tierra, incluidos los detritos 
marinos y la polución por nutrientes

A-1	 Se ha triplicado 
(3.779 millones de 
m3) la capacidad de 
almacenamiento de agua 
el 2030, respecto a los 
596 millones de m3 del 
2010. 

A-2	 Se ha alcanzado el 100% 
de la cobertura de agua 
potable el 2025, con 
sistemas de prestación 
de servicios resilientes. 

A-3	 Se ha reducido el 
componente de agua en 
las Necesidades Básicas 
Insatisfechas (NBI) a 
0,02% al 2030.

Indicador 3.1. Promover la Sostenibilidad y Abastecimiento del Agua

Metas ODS 6.4, 6.5, 6.6, 14.| Resultados CND A-1, A-2, A-3

Bolivia es considerada uno de los 20 países con mayor disponibilidad de agua en el mundo, es decir, 
que cada persona dispone de 29.000 m3/año (Mejía et al., 2017). Sin embargo, esta disponibilidad 
natural no siempre se ha traducido en un acceso adecuado al agua y saneamiento. Para el año 2012, 
solo el 63% de la población en Bolivia utilizaba una instalación mejorada de saneamiento. 

En los últimos años Bolivia ha intentado cambiar esta situación, para tal, ha sido clave el 
reconocimiento del acceso al agua como un derecho humano. Bolivia ha sido uno de los países de 
la región que ha planteado la incorporación del agua como un derecho humano en el debate del V 
Foro Mundial del Agua realizada en Estambul (2009) que a la vez permitió que la Asamblea General 
de las Naciones Unidas mediante Resolución 64/292 de fecha 28 de julio de 2010, reconozca 
explícitamente el derecho humano al agua y al saneamiento como un “derecho humano” esencial 
para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos. 

En Bolivia misma, la Actual Constitución Política del Estado (2009) en su Art. 373, I) señala que 
“El agua constituye un derecho fundamentalísimo para la vida, en el marco de la soberanía del 
pueblo. El Estado promoverá el uso y acceso al agua sobre la base de principios de solidaridad, 
complementariedad, reciprocidad, equidad, diversidad y sustentabilidad”, es así que el numeral III 
del mismo artículo, establece que “Las aguas fósiles, glaciales, humedales, subterráneas, minerales, 
medicinales y otras son prioritarias para el Estado, que deberá garantizar su conservación, protección, 
preservación, restauración, uso sustentable y gestión integral; son inalienables, inembargables e 
imprescriptibles”, en consecuencia es deber del Estado y competencias exclusivas del nivel central 
desarrollar e implementar planes de uso, conservación, manejo y aprovechamiento sustentable de 
las cuencas hidrográficas por ser un recurso estratégico para el desarrollo y la soberanía del país. La 
instancia máxima para “resolver los conflictos” vinculados al derecho de uso y aprovechamiento 
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del agua, es el Tribunal Agroambiental (CPE, art. 186). Posteriores adaptaciones normativas como 
la Ley de Prestación y utilización de Servicios de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario (Ley 
Nº 2066, año 2000) profundizan estos derechos a la accesibilidad, la disponibilidad y la calidad 
del agua, a tiempo de incorporar aspectos democráticos como el derecho a la participación y la 
rendición de cuentas (MMAyA, 2017).  

En el marco de estos derechos, el Gobierno boliviano, aumentó en gran medida la inversión en 
agua y saneamiento de $US 615 millones en el periodo 1996-2005 a $US 1.485 millones en el 
decenio 2006-2016 (MMAyA, 2017). En esta línea podemos destacar el programa MIAGUA, 
implementando proyectos de fase I, II y III. De acuerdo con el reporte del Viceministerio de agua 
potable y saneamiento básico al año 2015 se realizó una inversión de 1.606 millones de bolivianos 
para ejecuta alrededor de 1.866 proyectos de agua potable en casi la totalidad de los municipios del 
país −330−, beneficiando aproximadamente a más de 250.000 familias con 80.000 conexiones de 
agua potable y 3.600 piletas públicas (UDAPE, 2016). 

Cuadro 3. Inversión de Programa MIAGUA 

Fuente: UDAPE, 2016.

Gracias a este tipo de programas, se observa un avance considerable respecto al acceso a agua 
potable principalmente en el área urbana, mientras que en áreas rurales éstos han sido más lentos. 
En 2016, 8 de cada 10 personas en el área urbana contaba con saneamiento mejorado, mientras que 
apenas 3 de cada 10 personas en el área rural cuenta contaba con este servicio (UDAPE, 2016). 

En cuanto a la capacidad de almacenamiento en embalses también se han realizado diversas 
inversiones, pero la capacidad actual de almacenamiento aún es ínfima, con aproximadamente 56m3 
por habitante/año (Mejía et al., 2017). Es claro que estas inversiones son insuficientes considerando 
el aumento de la población y, por ende, las necesidades de agua en especial en las áreas urbanas. 

El año 2016, Bolivia ha sufrió una de las peores sequías, más de 400.000 personas se quedaron 
sin suministro durante semanas y en algunas zonas perdieron hasta el 90 % de las cosechas. Las 
principales causas identificadas son problemas naturales vinculados al cambio climático, y los 
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vinculados a la intervención humana en términos de acceso, uso y disponibilidad del agua (Global 
Humanitaria, 2017). Otros investigadores resaltan que en Bolivia durante 20 años casi no se hizo 
nada para construir nuevas captaciones de agua y que existe una mala gestión e injerencia política 
en las empresas de agua (Miranda, 2016).  

Fig. 10.  Problema de escasez de agua en el año 2016

Fuente: Los Tiempos, 12/11/2016.

Indicador 3.2. Promover la Gestión de Cuencas

Metas ODS 6.4, 6.5, 6.6, 14.1 Resultados CND -

Los efectos climáticos tienen consecuencias en la reducción de almacenamiento de agua en 
glaciares, en efecto producen el desabastecimiento de agua para la población, así como la sequía no 
solo afecta a las poblaciones, sino también a las actividades productivas llámese cultivos, crianza de 
animales, la pérdida de los ecosistemas y la biodiversidad por la escases de agua. A medida que los 
glaciares reduzcan su aporte de suministro de agua, las restricciones de acceso irán incrementando 
de forma acelerada, razón por la que el Estado boliviano debe asumir con responsabilidad este 
desafío.

Considerando estas tendencias, en Bolivia se han construido diversos instrumentos para una gestión 
integral de cuencas, entre ellos el Plan Nacional de Cuenca en el año 2006, (PNC), siendo este una 
política pública de Gestión Integrada de Recursos Hídricos y Manejo Integral de Cuencas (GIRH/
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MIC), el que aparentemente no ha tenido logros importantes, razón por la cual el Ministerio del 
Agua incorpora dos nuevos subsectores como: riego, agua potable y cuencas. Finalmente, el Plan 
Nacional de Cuencas (2013) se consolidaría como política del Estado Plurinacional de Bolivia.
Para la implementación del PNC, el Ministerio de Medio Ambiente y Aguas, en su momento adoptó 
factores críticos para el éxito de la política relacionados con la gobernabilidad hídrica, sin embargo, 
estas políticas fueron modificándose a lo largo del tiempo, desde la necesidad de descentralizar 
los procesos, mejorar la calidad de la participación social, la coordinación y concertación entre las 
diferentes estructuras sociales e institucionales.

Cuadro 4. Factores críticos para la implementación de la Política Nacional de Cuencas 

Fuente: MMAyA, 2019.

El Plan de Desarrollo Económico y Social (2016-2020), ha establecido como el mayor desafío el 
abastecimiento de agua para consumo humano y la producción de alimentos en un contexto de 
cambio climático, para el cual en la Meta 7: Agua y prevención de riesgos por cambio climático: 
gestión integral, ha establecido alcanzar como resultado al 2020; al menos 14 cuencas implementan 
planes y acciones de gestión integral, al menos 225 microcuencas intervenidas cuentan con acciones 
en gestión integral de recursos hídricos y manejo integral de cuencas, al menos la mitad de sitios 
con humedales y bofedales (sitios RAMSAR) se han incorporado gradualmente a procesos de 
manejo integral.

Actualmente Bolivia cuenta con 11 Sitios RAMSAR con una superficie aproximada de 14.8 
millones de hectáreas, encabezando la lista a nivel mundial con la mayor extensión de humedales 
de importancia internacional (CIBIOMA, 2015). 

Aunque su declaración como sitios RAMSAR constituye un avance importante para poder 
avanzar en su gestión y manejo, en la práctica no se ha logrado elaborar las debidas estrategias 
de conservación o desarrollo a nivel nacional ni local, y muchos de los sitios RAMSAR presentan 
fuertes amenazas y señales de degradación. Mientras que las sequías y la contaminación por 
minería afectan muchos humedales en la región andina, en Beni y Santa Cruz los humedales están 
siendo afectados por la ampliación de la frontera agropecuaria, la deforestación y los incendios 
(Jemio, 2017). En esta línea podemos destacar los efectos de los incendios del 2019 en el Pantanal 
y el Palmar de las Islas San José y la desconsideración total de los sitios Yata, Blanco y Matos en 
el recién aprobado Plan de Uso de Suelos del Beni. 



Propuestas para una nueva y urgente Política Climática Boliviana  

44

Fig. 11.  Sitios RAMSAR en Bolivia

Fuente: CIBIOMA, 2015.

SITIOS RAMSAR
1.Yata

2. Blanco

3. Matos

4. Pantanal Boliviano

5. Laguna Concepción

6. Bañados del Izozog Rio Parapetí

7. Palmar de las Islas Salinas de San José

8. Laguna Colorada

9. Lago Poopo

10. Cuenca de Tajzara

11. Lago Titicaca

BOLIVIA
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Línea de Acción 4: Promover la Generación y el Uso Sostenible de Energía
Indicadores ODS Resultados 2015-2030 CND Bolivia
7.2	 Aumentar 

e l 
porcentaje 
de energías 
renovables

7.3	 Mejorar la 
eficiencia 
energética

E-1	 Se ha incrementado la participación de energías renovables a 79% al 2030 
respecto al 39% del 2010. 

E-2	 Se ha logrado incrementar la participación de las energías alternativas y otras 
energías (vapor ciclo combinado) del 2% el 2010 al 9% el 2030 en el total 
del sistema eléctrico, que implica un incremento de 1.228 MW al año 2030, 
respecto a 31 MW de 2010. 

E-3	 Se ha incrementado la potencia del sector eléctrico a 13.387 MW al año 
2030, respecto de 1.625 MW el 2010. 

E-4	 Se han reducido las Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) por cobertura 
de electricidad de 14,6% el año 2010 a 3% el año 2025. 

E-5	 Se ha desarrollado el potencial exportador de electricidad, generada 
principalmente por energías renovables, llegándose a exportar el año 2030 
un estimado de 8.930 MW, incrementándose la renta energética del Estado. 

E-6	 Se ha reducido la pobreza moderada al 13,4% y la pobreza extrema al 3,9% 
al año 2030 por impacto, entre otros, de la generación y cobertura de energía, 
incluyendo el incremento, distribución y redistribución de la renta energética. 

E-7	 Se ha contribuido al crecimiento del Producto Interno Bruto (PIB) a 5,4% al 
2030, debido a la incidencia del sector energético.

Indicador 4.1. Promover las Energías Renovables

Metas ODS 7.2 Resultados CND E-1, E-2, E-5

Dentro de sus CND Bolivia plantea un cambio de la matriz energética, aumentando la participación 
de energías renovables del 39% en 2010 a 79% en 2030. Aunque en esta parte hay una referencia 
concreta a favor de la promoción de energías renovables, en la práctica la propuesta de CND 
se enmarca principalmente en la propuesta de convertir a Bolivia en el centro energético 
de Sudamérica, que en realidad no propone reemplazar la generación de energía a partir de 
hidrocarburos, sino incrementarla y complementar esta generación con adicionales opciones de 
generación principalmente hidroeléctrica, para multiplicar por ocho la capacidad de generación 
eléctrica de Bolivia de 1.600 MW el 2015 a 12.382 MW de potencia instalada en 2025 (ENDE, 
2015).

Aunque Bolivia cuenta con un potencial extraordinario para la generación de energía a partir de 
recursos renovables como el viento, sol, la biomasa, vapor y agua, tradicionalmente la generación 
de energía en Bolivia ha sido a partir de plantas térmicas que funcionan con combustibles fósiles. 
Actualmente, la matriz energética en el país según el Balance energético nacional al 2018 es 
principalmente basada en la producción de gas natural para la exportación y, en segundo lugar, 
para el abastecimiento del consumo interno con una oferta total de energía de 150,074 Kbep y un 
consumo total de 132.613 Kbep. En términos de importación y exportación de energía el 2018 se 
han importado 10.177 Kbep y se han exportado 84.830 Kbep. Las importaciones corresponden en 
un 74,51% a Diésel Oil, 23,68% Gasolina Especial y 1,75% Aceites, mientras las exportaciones el 
97,60% fue Gas Natural, Crudo reconstituido, 1,43%, GLP 0,96% (PBFCC, 2020). 
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En la práctica los planes de Gobierno no enfatizan las energías renovables, sino la producción de 
energía en base al gas licuado de petróleo (GLP). Aunque esta fuente de energía es relativamente 
limpia en comparación al diésel, sigue siendo una energía no renovable y una importante fuente 
de emisiones de dióxido de carbono y otros GEI. Además, dentro de las políticas climáticas es 
cuestionable que Bolivia siga fomentando la generación de energía a través de hidrocarburos y 
la búsqueda de nuevos reservorios de petróleo. En esta línea, en especial se ha cuestionado que 
con el DS 2366 del 2015 se ha aprobado la explotación petrolera en parques naturales y áreas 
protegidas (ANF, 2019; Nativa, 2020). Otra decisión que ha generado muchos conflictos es la 
apuesta al fracking como forma método de explotación petrolera en el área de Miraflores en el 
Chaco boliviano (Nativa, 2020; Mongabay, 2020).  

Por otro lado, destaca la propuesta de ampliar drásticamente la generación de energía a través 
de hidroeléctricas. En la PDES, el Gobierno Boliviano propone que hasta 2025 Bolivia debe 
generar un total de 4.878 MW para garantizar el abastecimiento de la demanda interna y generar 
excedentes para la exportación. Se prevé que la mayor parte de esta energía será generada a partir 
de megarepresas hidroeléctricas tropicales con severos impactos socioambientales. Según el Plan 
Eléctrico de Bolivia 2025 (MHE, 2014) estos planes sobre todo afectarán la cuenca amazónica 
donde se encuentra 78% del potencial hidroeléctrico boliviano y donde se ha propuesto construir 
varias megarepresas como el Bala-Chepete en el norte de la Paz, Cachuela Esperanza entre Beni 
y Pando y la Binacional en el Madera en el norte del Beni. Juntos con el Complejo Hidroeléctrico 
Río Grande −incluyendo Rositas− en la frontera entre Cochabamba, Chuquisaca y Santa Cruz, 
estos complejos hidroeléctricos de gran envergadura alcanzarían la producción conjunta de hasta 
6740 MW, y como tal son estratégicos en los planes de convertir Bolivia en el centro energético de 
Sudamérica (MHE, 2014; Fundación Solón, 2020a).
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Fig. 12.  Propuestas de energías “alternativas”  

Fuente: ENDE (2015).

Estos megaproyectos hidroeléctricos han sido cuestionados y rechazados ampliamente. Muchas 
instituciones y organizaciones han cuestionado la falta de transparencia de los planes, y el 
incumplimiento a los derechos a información y de consulta previa, además de denunciar los 
enormes impactos ambientales y sociales negativos que su instalación implicaría, mientras que 
también han surgido fuertes dudas sobre la viabilidad económica y la falta de acuerdos comerciales 
y ofrecimientos de financiamiento que permitirían justificar estas megainversiones estatales 
(LIDEMA, 2010; Fundación Solón, 2020a). Dentro de estas críticas también debemos resaltar que 
los grandes embalses, en especial en contextos tropicales, en realidad no son considerados energía 
“limpia”, ya que la descomposición de la biomasa inundada provocaría importantes emisiones 
de GEI, a tiempo de afectar la biodiversidad y funciones ecosistémicas locales, incluso en áreas 
protegidas (Fundación Solón, 2020a). 

Otra política energética muy cuestionada es el fomento del “biodiesel”. En realidad, las políticas 
apuntan a la producción de agrocombustibles que en contraste con el biodiesel que proviene de 
deshechos, son productos de un proceso agrícola e industrial con múltiples implicaciones negativas, 
desde el gran consumo de combustibles fósiles para su producción y su impacto en términos de 
deforestación, hasta el uso de transgénicos y agrotóxicos. En este sentido, no son una energía 
verde ni alternativa ecológica, e incluso se ha calculado que el balance energético de algunos tipos 
de etanol es negativo (El País, 2018). Por estos impactos negativos, en Bolivia la producción de 
agrocombustibles en realidad está prohibida por la Ley de la Madre Tierra (Ley 300, Art. 24-11).  
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En cuanto a la diversificación energética a rubros más renovables, los datos oficiales son escasos 
y muchas veces contradictorias (GTCCJ, 2017). Según ENDE, en 2013 solo un 19% de la energía 
de Bolivia fue generada a partir de energías renovables: 14% a partir de biomasa, y otro 5% por 
energía hidráulica, pero estos datos difieren un poco de datos del Comité Nacional de Despacho 
de Carga (GTCCJ, 2017). En cuanto a la generación de energía eléctrica, en el año 2019, 69% fue 
generado a través de termoeléctricas, otro 30% viene de hidroeléctricas y las energías renovables 
solo producen 1% de la energía (Campos-Vásquez, 2019). 

Ninguno de estos datos es próximo a los 39% de energías renovables mencionados como línea base 
en las CND, y están extremadamente alejados de los 79% planteados como meta para el año 2030. 
Aunque en este sentido, las políticas energéticas actuales parecen muy cuestionables; debemos 
también reconocer algunos avances legales y políticos para cambiar la matriz energética a energías 
más renovables. A este respecto, un estudio de ICEX España (2020) resalta los planes elaborados 
con este propósito como el Plan de Energías Alternativas 2025, Plan de Universalización Bolivia 
con Energía 2010-2025, Plan Eléctrico del Estado Plurinacional de Bolivia 2025 y Programa 
Electricidad para Vivir con Dignidad; en el marco de estas políticas actualmente existe un gran 
número de proyectos de generación de energía a partir de fuentes renovables, en diferentes etapas 
de avance (Cuadro 5). 

Cuadro 5. Proyectos de energías renovables en estudio o ejecución en Bolivia 

Fuentes de 
energía

Proyectos Potencia 
(MW)

Inversión 
(millón $US)

Biomasa Cobija, Riberalta y otros 50 86,24

Eólica Qollpana II, Warnes, La Ventolera, San Julián, 
El Dorado, Qollpana III

228 285,05

Geotérmica Planta Piloto Laguna Colorada, Laguna 
Colorada Etapa 1

100 475,56

Solar Oruro Fase I, Yuncharé, Uyuni, Riberalta-
Guayaramerín, Oruro Fase II

170,8 306,25

TOTAL 548,80 1.153,10

Fuente: Adaptado de Campos-Vásquez, 2019.

No obstante, debemos reconocer que incluso si se logra implementar todos estos proyectos, 
solamente cubrirían el 9.3% de la potencia energética propuesta para el 2025. En tal sentido, 
muchos actores han argumentado que es necesario reforzar estas políticas para cambiar la matriz 
energética boliviana hacia energías renovables (ej. Fundación Solón, 2020; ICEX, 2020). Cabe 
destacar que los actuales precios bajos para el petróleo constituyen otro impulso a favor de este 
cambio de matriz, ya que incluso las empresas petroleras están repensando sus inversiones en la 
exploración de hidrocarburos, ahora que cada vez es menos rentable sacar el petróleo del suelo 
(Hurst, 2020). 
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Indicador 4.2. Mejorar la Eficiencia Energética

Metas ODS 7.3 Resultados CND -

Bolivia es un país donde recién se están desarrollando las industrias y en muchos lugares recién 
se están mejorando las condiciones de vida. Estas tendencias de desarrollo llevan consigo un 
inevitable aumento del consumo energético. Aunque muchos países y los ODS resaltan la 
importancia de políticas para mejorar la eficiencia energética, Bolivia no incluyó nada concreto 
al respecto en sus CND. Igual en las políticas energéticas es un tema ignorado y en términos 
generales el gobierno ha priorizado más el desarrollo de las tecnologías de generación de energía 
y la mejora del acceso a energía por parte de la población boliviana. Entre 2005 y 2018 la demanda 
máxima de energía eléctrica en Bolivia ha aumentado de 759 MW a 1.511 MW. Para poder atender 
este incremento de demanda se han realizado inversiones significativas que permitieron mejorar 
la oferta energética en este mismo periodo de 1.038 a 2.235 MW (ENDE, 2018). 

Cuadro 6. Metas de ahorro energético y reducción de emisiones 2009-2030 

Sector Ahorro Energético Acumulado
2009 – 2030 

Reducción de Emisiones 
Acumulado
2009 - 2030

  kBep % Kton CO2eq %

Residencial 17.107 29,4 1.269 8

Industrial 11.345 19,5 1.164 7

Transporte 20.402 35,1 10.062 60

Otros 9.240 15,9 4.243 25

TOTAL 58.095 100 16.738 100

Fuente: Adaptado de Leitón-Quiroga, 2014.

No obstante, en los últimos años también se ha iniciado una serie de acciones para mejorar la 
eficiencia energética, ejemplo de ello es el Programa Nacional de Eficiencia Energética, creado 
mediante el Decreto Supremo Nº 29466 (2008), con la finalidad de establecer políticas y ejecutar 
proyectos para optimizar el uso racional, eficiente y eficaz de la energía. De forma complementaria, 
se elaboró el Plan Estratégico de Ahorro y Eficiencia Energética (PAEE) que plantea metas 
concretas para el ahorro de energía y la reducción de GEI hasta el 2030. 



Propuestas para una nueva y urgente Política Climática Boliviana  

50

Fig. 13.  Consumo de energía, participación por sector: 2000 vs 2014

Fuente: adaptado de GTCCJ, 2017.

En el marco de estos dos planes, se puede destacar la campaña de focos ahorradores efectuada entre 
marzo del 2008 y abril del 2009, que según datos oficiales permitió reducir el consumo energético 
con 89,8 MW (MHE, 2014). Además, se realizaron otras campañas de concientización sobre el 
consumo energético como la campaña “Desplaza tu consumo eléctrico fuera de las horas pico” 
y “Luz que apagas… luz que no pagas”. Por otro lado, se promovió la sustitución de sistemas de 
calefacción eléctricos por sistemas de gas natural o solares, y se desarrollaron incentivos a las 
instituciones y empresas para adoptar normas, políticas y tecnologías más eficientes (CAF, 2016). 

Para optimizar el impacto de las inversiones en este sector también se hizo un análisis de 
oportunidades para mejorar la eficiencia energética, analizando con mayor detalle los patrones 
de consumo por diferentes sectores, las opciones para generar ahorros y la percepción al respecto 
en Bolivia. En base de este análisis se priorizaron 6 medidas para el ahorro como el reemplazo de 
focos de alto consumo por luces led o CFL, el reemplazo de calderas de gasoil por bombas de calor 
más eficientes y la promoción de aislamiento térmico en edificios (CAF, 2016).  

En términos generales muchas de estas campañas fueron limitadas a las grandes ciudades y 
sobre todo enfocadas en el consumo doméstico. Además, los impactos son limitados y no pueden 
compensar el aumento del consumo energético en relación al desarrollo económico y los cambios 
de consumo de la población boliviana, mucho menos la visión de convertir Bolivia en centro 
energético de Sudamérica. 
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Decrecimiento económico, el caso de Yasuní-ITT

Fuente: Wikipedia

Considerando que el capitalismo nos ha llevado a un consumo tan elevado de recursos 
naturales que actualmente existe un déficit ecológico o sobrecarga insostenible para 
el planeta, diversas organizaciones ambientales han argumentado que es necesario 
reestablecer un equilibrio entre los seres humanos y la naturaleza, a través de una 
disminución del consumo de bienes y energía: el decrecimiento económico. (Ovacen, 
2020). 

Una de las propuestas más conocidas de la aplicación práctica de este concepto es el 
caso de Yasuni-ITT en Ecuador. Bajo el lema “dejar el petróleo en tierra“, el presidente 
ecuatoriano Rafael Correa en 2007 presentó una alternativa a la explotación petrolera 
en el Parque Nacional Yasuní: En vez de promover la adjudicación de concesiones 
petroleras, el gobierno estaría dispuesto a renunciar a la explotación bajo la premisa de 
que Ecuador no asuma exclusivamente las pérdidas económicas, sino que la comunidad 
internacional asuma la mitad de las utilidades netas no percibidas por el Estado, como 
contraparte frente al aporte de esta iniciativa a la protección del clima, la conservación 
de la biodiversidad y la protección del hábitat de los pueblos indígenas (Larrea, 2009; 
Fontaine, 2016). A pesar del apoyo de muchas organizaciones ambientalistas, la 
comunidad internacional al final no aceptó la propuesta, excusándose en la grave crisis 
financiera del momento (Wikipedia, 2020).
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Línea de Acción 5: Fortalecer la Gestión de Riesgos
Indicadores ODS Resultados 2015-2030 CND Bolivia
1.5	 Para 2030, fomentar la resiliencia 

de los pobres y las personas que 
se encuentran en situaciones 
vulnerables y reducir su exposición 
y vulnerabilidad a los fenómenos 
extremos relacionados con el clima y 
a otros desastres económicos, sociales 
y ambientales.

11.5	 De aquí a 2030, reducir 
significativamente el número de 
muertes causadas por los desastres, 
incluidos los relacionados con el agua, 
y de personas afectadas por ellos, 
además de reducir considerablemente 
las pérdidas económicas directas 
provocadas por los desastres en 
comparación con el producto interno 
bruto mundial, haciendo especial 
hincapié en la protección de los 
pobres y las personas en situaciones 
de vulnerabilidad.

13.1	 Fortalecer la resiliencia y la 
capacidad de adaptación a los 
riesgos relacionados con el clima y 
los desastres naturales en todos los 
países.

13.2	 Incorporar medidas relativas al 
cambio climático en las políticas, 
estrategias y planes nacionales.

A-4	 Se ha triplicado la superficie de riego superando 
1 millón de hectáreas al 2030 respecto a las 
296.368 hectáreas del 2010, duplicándose la 
producción de alimentos bajo riego al 2020 y 
triplicándose al 2030, respecto a 1,69 millones 
de TM del 2010. De esta manera se habrán 
logrado sistemas agropecuarios resilientes. 

A-7	 Se ha incrementado el Producto Interno Bruto 
(PIB) a 5,93% el 2030, con la contribución 
de sistemas de servicios de agua potable y de 
riego resilientes. 

A-8	 Se ha reducido la vulnerabilidad hídrica de 
0,51 a 0,30 unidades el año 2030 respecto al 
2010, que es medida con el Índice Nacional de 
Vulnerabilidad Hídrica del país, considerando 
aspectos relacionados con la exposición 
(amenazas), sensibilidad hídrica (escasez 
hídrica) y capacidad de adaptación. 

A-9	 Se ha incrementado la capacidad de adaptación 
de 0,23 unidades el año 2010 a 0,69 unidades 
el año 2030, que es medida a través del Índice 
Nacional de Capacidades de Adaptación en 
Agua.

BA-8	 Se ha incrementado la capacidad conjunta 
de mitigación y adaptación de las áreas 
comprendidas en los bosques y sistemas 
agropecuarios y forestales de 0.35 unidades 
el 2010 a 0,78 unidades el 2030, medido por 
el Índice Nacional de Vida Sustentable de los 
Bosques, lográndose sistemas productivos y de 
conservación complementarios y resilientes.

Indicador 5.1. Fortalecer las Capacidades de Respuesta ante Desastres Naturales

Metas ODS 1.5, 11.5, 13.1, 13.2 Resultados CND A-9, BA-8

La ubicación de Bolivia, con grandes variaciones latitudinales y su diversidad climática, hace que 
diferentes partes del país enfrenten amenazas distintas: en la llanura se presentan más inundaciones, 
incendios forestales y sequías; mientras que en la zona andina se dan más deslizamientos, heladas, 
granizados e incluso actividad sísmica y volcánica (PAHO, 2020). En términos generales, es un 
país particularmente vulnerable ante el cambio climático, no solo por estas características biofísicas 
sino también por su nivel de pobreza y debilidades en aspectos institucionales, organizacionales y 
legales, entre otros (García & Naranjo, 2016). A nivel de sud-américa, Bolivia está clasificada entre 
los países con mayor riesgo de desastre y crisis humanitaria (UNICEF, 2018). 
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El PDES 2016-2020 y las CND establecen como prioridad impulsar acciones con enfoque de 
adaptación al cambio climático y de gestión de riesgos. Tomando en cuenta también diversos 
convenios internacionales como la Estrategia Internacional de Riesgos de Desastres (EIRD), 
el marco de SENDAI, los ODS y CMNUCC; Bolivia en los últimos años ha desarrollado una 
legislación que establece un marco institucional para la prevención del riesgo. En este sentido, 
se realizaron esfuerzos para combinar normativas como la Ley de Medio Ambiente (Nº 1333) 
y la Ley de Reducción de Riesgos y Atención de Desastres (Nº 2140), esta última fue abrogada 
en 2014 con la aprobación de la Ley de Gestión de Riesgos (Nº 602). Estos cambios legales 
han permitido la creación del Consejo Nacional para la Reducción de Riesgos y Atención de 
Desastres (CONARADE) con institucionalidades inferiores a nivel departamental y municipal 
−los CODERADES y COMURADES respectivamente−, a tiempo de aclarar sus respectivas 
atribuciones. En sus tres niveles, estos Consejos fomentan la coordinación interinstitucional para el 
análisis de los riesgos y toma de decisiones de forma participativa sobre la reducción (prevención, 
mitigación y recuperación) y la atención de desastres o emergencias (preparación, alerta respuesta 
y rehabilitación). (MDRyT, 2018; Jiménez-Bellot, 2020).  
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Fig. 14.  Ejemplo de un análisis de riesgos presentado a través de un Reporte Diario Nacional de Alerta de 
Riesgos y Afectación 

Fuente: Defensa Civil, 2019.

A pesar de estos importantes avances, la capacidad del Estado de reaccionar ante desastres aún 
es bastante limitado. Eventos extremos como las inundaciones del 2014, los incendios del 2019 
o incluso la pandemia del COVID-19 muestran que aún existen muchas debilidades para poder 
asegurar una reacción rápida y oportuna ante eventos naturales adversos de gran magnitud.
 
En cuanto a los incendios del 2019, el fuego pronto sobrepasó las capacidades de los municipios 
locales que por lo general no contaban ni con lo mínimo de equipos, personal y presupuesto para 
enfrentar el desastre. La reacción de las Gobernaciones y el Gobierno Central fue muy lento y 
hubo muchos reclamos de las poblaciones afectadas y la población en general en cuanto a la 
falta de atención y el aparente desinterés de las autoridades de solucionar. Recién en septiembre, 
cuando ya se habían quemado millones de hectáreas y después de una gran cantidad de cartas, 
manifestaciones y otros tipos de protestas el Gobierno Central declaro una emergencia nacional 
y aceptó aceptar ayuda internacional (Aré-Vásquez, 2019). Pero también se ha criticado la débil 
capacidad de respuesta a nivel gubernamental y municipal (Guardiana, 2019). Además, resaltó 
la problemática coordinación y la falta de apoyo para los voluntarios, factores que contribuyeron 
directamente a las enormes pérdidas naturales, materiales e incluso de vida humana provocados por 
este desastre (Wikipedia, 2019).
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En el caso del COVID-19 se vio un cambio de postura política. Para esta pandemia el gobierno 
boliviano mantuvo una coordinación estrecha con la Organización Mundial de la Salud (OMS) 
y otras instancias internacionales. No dudó en declarar una emergencia nacional, asignar fondos 
significativos e imponer una serie de restricciones en coherencia con las recomendaciones de 
la OMS (ONU Bolivia, 2020). No obstante, las limitaciones del sector de salud y la lentitud, 
ineficiencia e incluso el carácter corrupto del aparato estatal hizo que también para el COVID-19 la 
capacidad práctica de atención fuese muy limitada. Muchas personas no tuvieron acceso adecuado 
a atención médica y en especial los sectores más pobres en las partes menos accesibles del país 
criticaron la falta de atención del gobierno (EFE, 2020). 

Esa limitada capacidad de respuesta también se visibiliza en el análisis de UNICEF (2018), el 
mismo indica que Bolivia presenta una capacidad de afrontamiento muy limitante, factor que ubica 
a Bolivia, dentro de Sudamérica, como uno de los países más vulnerables ante riesgos climáticos. 

En términos generales podemos concluir que existen importantes avances en la gestión de riesgo, 
en especial en aspectos legales e institucionales. Pero también, queda claro que muchas personas 
en Bolivia presentan una alta vulnerabilidad ante los desastres naturales, por diversos factores. En 
congruencia con esto último, podemos destacar la elevada degradación ambiental y la limitada 
inversión pública para la gestión de riesgos. Jiménez (2020), además resalta la escasa cultura del 
riesgo, en referencia a las limitaciones que existen en la sociedad boliviana en cuanto a la débil 
comunicación para la gestión de riesgo y el criterio común de que la gestión de riesgo es una 
responsabilidad únicamente de las autoridades y que recién se activan en caso de una emergencia. 
Para crear una cultura de riesgo es necesario que la población en general asuma su responsabilidad, 
no solo para la atención de los desastres como tal, pero también, en acciones de prevención, 
mitigación y recuperación.  

Indicador 5.2. Fortalecer la Resiliencia en la Producción Agropecuaria

Metas ODS 1.5, 13.1, 13.2 Resultados CND A-4, A-7, A-8, A-9

La degradación ambiental y el cambio climático constituyen factores que agraven los frecuentes 
fenómenos naturales adversos, inherentes al contexto climático altamente diverso y variable de 
Bolivia. Según la Estrategia Nacional de Gestión de Riesgo Agropecuario, este contexto climático 
todos los años provoca grandes pérdidas agropecuarias. Se estima que el impacto negativo en 
términos de pérdidas económicas en la producción agropecuaria en 2010 alcanzó un total de 148.9 
millones de dólares, mientras que en 2013-2014 las pérdidas durante la campaña agrícola de verano 
alcanzaron 150,7 millones de dólares, incluyendo la muerte de 1.5 millones de cabezas de ganado2. 
Aparte de las pérdidas económicas estos impactos en la producción también afectan a la seguridad y 
soberanía alimentaria boliviana (MDRyT, 2018). Un documento clave para la reducción de riesgos 
en la producción agropecuaria es la Estrategia Nacional de Gestión de Riesgo Agropecuario y 
Adaptación al Cambio Climático. Incluye mucha información técnica y legal con que se pretende 
facilitar herramientas de planificación estratégica para acciones preventivas que integran la ciencia 
convencional con el conocimiento ancestral y buenas prácticas agro-productivas (MDRyT, 2018).

3	 Llama la atención esta estimación tan alta del número de cabezas de ganado muerto durante las inundaciones del 2014. A finales 
de las inundaciones el número oficial manejado por el gobierno  era de “solo” 131.988 cabezas, mientras que el sector ganadero 
mismo entonces estimaba una pérdida de más de 500 mil cabezas (Soliz et al., 2015, p. 13).   
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A pesar de estos importantes avances, también en este aspecto de la gestión de riesgo se puede 
constatar que en la práctica la reacción ante desastres en el sector agropecuario es aún muy débil. 
Por un lado, la mayoría de los municipios no tienen la capacidad de atender los problemas en el 
sector agropecuario, y por lo general, no conocen la estrategia mencionada ni cuentan con planes de 
contingencia para mejorar su capacidad de reacción; por otro lado, la ayuda nacional es limitada;las 
reacciones suelen ser muy lentas, los mecanismos de verificación de daños demasiados burocráticos 
y poco adaptados a la pluralidad boliviana, mientras que aún existen serias limitaciones en los 
aspectos institucionales y normativos. Por ejemplo, el Sistema Nacional del Seguro Agrario solo 
aplica a un limitado número de cultivos y hasta la fecha no atiende daños en los departamentos de 
Beni y Pando. En la práctica la mayoría de los productores entonces recibe poco o nada de apoyo 
en caso de ser afectados por desastres. 

Así mismo, existe un asiduo reclamo sobre la llegada de ayuda real a las personas más afectadas  
Un claro ejemplo es el Plan Patujú, la respuesta del gobierno nacional a las inundaciones del 2014.
Dicho plan consistió de 11 acciones concretas respaldadas por nueve decretos supremos, con un 
valor total de 1.419 millones de bolivianos. Un análisis crítico de este impresionante monto permite 
comprender que 50% del presupuesto fue destinado a mejoras de la infraestructura caminera y otros 
aspectos no directamente relacionados a la producción, e incluso incluía gastos que en realidad ya 
estaban programados antes del desastre. En cuanto al apoyo a la producción se ha cuestionado que 
el 62% se fue directamente a los grandes ganaderos y otro 10% fue destinado a un fideicomiso para 
los empresarios de la castaña, implicando que solo destinaron escasísimos recursos para el sector 
de los pequeños productores, a pesar de la gravedad de la afectación a este sector (Ramírez, 2014; 
Soliz et al., 2015). 

Más allá de esta ayuda en caso de desastres, también hay avances interesantes en términos de la 
prevención y adaptación. En esta línea podemos mencionar la publicación “Agroclimatología de 
Bolivia”, (Michel-Pinaya, 2011); en este documento para apoyar la gestión de riesgo agroclimático 
y emergencia agrícola el MDRyT  brinda información básica sobre las características fenológicas de 
los principales cultivos agrícolas de Bolivia, incluyendo sus requerimientos edáficos y climáticos, 
que permitió proyectar escenarios de potenciales productivos para las próximas décadas (Michel, 
2014). Aunque este estudio prevé grandes cambios en las aptitudes para diversos cultivos para el 
futuro cercano, en la práctica casi no se consideran este tipo de estudios para planificar la producción 
en Bolivia y hay demasiados ejemplos de promoción de cultivos en zonas que no presentan ni el 
clima, ni las condiciones edáficas adecuadas (MMAyA, 2018b). 



 Propuestas para una nueva y urgente Política Climática Boliviana  

57

Fig. 15.  La vulnerabilidad climática del norte integrado de Santa Cruz guarda relación directa con la 
producción insostenible

Fuente: MMAyA, 2018. 

A nivel mundial instituciones como la FAO han promovido una adaptación de la producción 
a los cambios climáticos previstos. Un concepto ampliamente promovido en este ámbito es la 
“Producción Climáticamente Inteligente” (CSA) El enfoque de la CSA persigue el triple objetivo 
de aumentar de forma sostenible la productividad y los ingresos agrícolas, adaptarse y crear 
resiliencia ante el cambio climático y reducir y/o absorber gases de efecto invernadero en la medida 
de lo posible (FAO, 2018). En especial, la agricultura mecanizada ha avanzado con la aplicación de 
este concepto. En Bolivia también existen ejemplos, como la empresa PROFEL de Santa Cruz, que 
ofrece servicios de monitoreo del clima para optimizar prácticas agrícolas incluyendo el riego, la 
aplicación de agrotóxicos e incluso la planificación de la cosecha (PROFEL, 2020). 
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No obstante, este tipo de soluciones modernas 
no están disponibles para la mayoría de los 
productores, ni son aplicables para algunos 
rubros; por ejemplo, en la recolección de frutas 
silvestres o la pesca es prácticamente imposible 
aplicar este tipo de tecnología. En especial para 
las unidades productivas familiares, en muchos 
casos la adaptación entonces se base en prácticas 
tradicionales y otras soluciones locales de baja 
escala que requieren poca inversión, mientras 
que el apoyo del gobierno se enfoca más en 
grandes obras y soluciones tecnológicas de alto 
costo. 

En este sentido, existen demasiados ejemplos 
de propuestas de adaptación poco razonables 
desde un enfoque económico. Verbigracia, la 
construcción de grandes atajados injustificables 
para los volúmenes producidos en el lugar, 
o la instalación de sistemas de riego que 
requieren más inversión en combustibles de 
lo que el sistema productivo puede producir. 

La Producción Resiliente de Cacao

El cacao es una especie altamente vulnerable 
ante el cambio climático y los expertos en 
cacao han alertado que en un futuro cercano 
la producción mundial de cacao puede 
mostrar una fuerte reducción, debido a los 
cambios climáticos previstos en las regiones 
productoras de cacao (Gross, 2014). Frente a 
estos pronósticos alarmantes muchos países 
chocolateros han desarrollado estrategias 
para mitigar los impactos negativos previstos. 
Aunque Bolivia carece de una estrategia 
nacional cacaotera con un enfoque específico 
de adaptación al cambio climático, los 
planes estratégicos para este producto, por 
lo general, incorporan múltiples propuestas 
de adaptación, incluyendo la gestión de 
riesgos de inundaciones, sequías e incendios 
que constituyen amenazas fuertes para 
los cacaotales silvestres y plantaciones en 
Bolivia (Ej. Soliz, 2019; MDRyT, 2020). 
Estas estrategias resaltan la importancia 
de actividades de mitigación y adaptación 
ya aplicadas por los productores de cacao, 
incluyendo prácticas tradicionales de manejo 
de cacaotales, la identificación de variedades 
más resistentes a adversidades climáticas, 
la implementación de sistemas de riego, 
prácticas para mejorar la resiliencia a través 
de un mejoramiento del suelo y prácticas de 
prevención de incendios (CIPCA, 2017). 
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Estos ejemplos muestran que las limitaciones de las innovaciones tecnológicas y la necesidad de 
promover soluciones más integrales. Existen muchas prácticas agroecológicas que pueden mejorar 
la resiliencia de los sistemas productivos con insumos localmente disponibles y dentro del alcance 
de los productores.
 
Línea de Acción 6: Mejorar la Educación para el Cambio Climático

Indicadores ODS Resultados 2015-2030 CND Bolivia
4.7 	 Asegurar los conocimientos para el 

desarrollo sostenible.

12.8 	 Asegurar información y conocimientos 
sobre el desarrollo sostenible y armonía con 
la naturaleza.

13.3 	 Mejorar la educación, sensibilización y 
capacidades para la mitigación y adaptación 
al cambio climático.

A-5	 Se ha avanzado significativamente en 
la participación social para la gestión 
local del agua, incrementándose al 80% 
el número de organizaciones sociales 
de gestión del agua con sistemas 
resilientes respecto al 35% del año 
2010.

Indicador 6.1. Mejorar la Educación para el Cambio Climático

Metas ODS 4.7, 12.8, 13.3 Resultados CND A-5

Para enfrentar la crisis climática se requiere del manejo de información y conocimiento de 
diferentes aspectos. La mitigación y adaptación demandan investigación, innovación, difusión de 
experiencias y buenas prácticas a través de educación, capacitación y asistencia técnica además de 
otras formas de intercambio y aprendizaje que requiere la formación de técnicos, investigadores y 
gestores. Bajo este criterio, en su artículo 12, el Acuerdo de París establece que “las Partes deberán 
cooperar en la adopción de las medidas que correspondan para mejorar la educación, la formación, 
la sensibilización y participación del público y el acceso público a la información sobre el cambio 
climático, teniendo presente la importancia de estas medidas para mejorar la acción en el marco 
del presente”. A pesar de esta determinación, las CND de Bolivia no contemplan a la educación, y 
el único resultado que guarda algo de relación con el tema es el A-5 en el sentido que para avanzar 
en la participación social para la gestión del agua se debe también trabajar aspectos de capacitación 
sobre el cambio climático. 

A pesar de esta debilidad en las CND, en 2009 el MMAyA ya publicó una Estrategia Nacional de 
Educación y Comunicación para el Cambio Climático (Gutiérrez et al., 2009), con el objetivo de 
“desarrollar y promocionar procesos de difusión, sensibilización, educación y concientización, con 
acciones planificadas de adaptación y mitigación, para la transformación y operativización del cambio 
climático…”. Esta estrategia contempla ambiciosas ideas para mejorar la educación en el marco de la 
Ley de Educación “Avelino Siñani-Elizardo Perez” enfatizando la importancia de actividades prácticas 
que permitir promover la gestión sostenible de los recursos naturales, pero termina planteando una 
serie de acciones específicas de impacto muy limitado, como la realización de algunos talleres y la 
elaboración de algunos videos, cuñas radiales y páginas web para difundir información sobre las 
políticas climáticas de Bolivia. Además, en la práctica la implementación de esta ley en general, y la 
educación ambiental en específico ha sido bastante dificultoso y en términos generales la educación 
regular en Bolivia sigue presentando serias deficiencias (Gutiérrez et al., 2009).

En este sentido, los avances en la educación sobre cambio climático en el sistema regular se 
limitan a iniciativas muy específicas, como algunos materiales específicos en la página web de 
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“EducaBolivia” o por ejemplo las “Herramientas Pedagógicas en Educación en Convivencia con la 
Madre Tierra y Salud Comunitaria” desarrolladas por el Ministerio de Educación en coordinación 
con el WWF (WWF, 2015). Por otro lado, existen también varias valiosas iniciativas de parte de 
actores privados, como “Los Bosques de Niños” apoyados por la ONG Herencia3, los materiales 
producidos por la empresa NatZone4 o el multimedia “Amazonía Tierra Mía” sobre biodiversidad 
y cambio climático en la Amazonía boliviana, desarrollada por las ONG IPDRS y OXFAM5.

En la práctica tanto estas experiencias públicas como las privadas han podido hacer poco para 
mejorar los conocimientos y la conciencia de los estudiantes bolivianos en pro de sus capacidades 
para enfrentar la crisis climática en Bolivia. Por ejemplo, un diagnóstico de los conocimientos de 
estudiantes de nivel primario y secundario del departamento de Pando sobre el cambio climático, 
reveló que no solo presentan serias limitaciones respecto a conocimiento sobre el cambio climático 
como tal, pero que además la mayoría no logra relacionar adecuadamente esta problemática con 
su realidad local, mucho menos están desarrollando capacidades para la mitigación y adaptación 
(Vos et al., 2020b). Este ejemplo, muestra la distancia que aún existe entre las propuestas teóricas 
en diversos planes y estrategias y la realidad de la educación en Bolivia. Sobre este tema, D. 
Hoffmann en su análisis del cambio climático en Bolivia, resalta que muchos de los expertos 
entrevistados sobre el cambio climático resaltan la necesidad de educación de los niños y jóvenes 
en temas de medio ambiente y cambio climático (Hoffmann, 2015a, p. 151). 

Otro aspecto fundamental para mejorar las capacidades para enfrentar la crisis climática, está en 
la formación de los profesionales, de tal  manera que posean los conocimientos, capacidades y 
habilidades para desarrollar las estrategias de mitigación y adaptación al cambio climático. Con tal 
fin, la Estrategia Nacional de Educación y Comunicación para el Cambio Climático. (Gutiérrez et 
al., 2009) y el Programa Nacional de Cambios Climáticos (PNCC) también incluyen propuestas de 
acciones para fomentar la inclusión de la temática climática en los pensum universitarios. Aunque 
la autonomía universitaria forma una especie de barrera para tal incidencia, en los últimos años 
una creciente cantidad de universidades ha ido incluyendo más materias relacionadas a la temática 
climática y también en diversos planes de investigación se viene reforzando esta temática. A pesar 
de estos avances, aún se perciben debilidades en la educación profesional en Bolivia. Productores 
agroecológicos, por ejemplo, reclaman que los conocimientos de los agrónomos recién egresados 
suelen limitarse al uso de agroquímicos, mientras que muestran deficiencias serias en cuanto a 
aspectos claves para la adaptación y mitigación como prácticas agroecológicas, la gestión de 
riesgos y opciones para mejorar la salud de suelo para mejorar la resiliencia ante desastres naturales 
(Alvárez, 2018). 

Finalmente, cabe analizar la concientización de la población en general sobre la problemática 
climática. También en esta área se observa que las acciones son claramente insuficientes y en 
la mayoría de los casos se limitan a algunos materiales de difusión, ferias y actividades como 
concursos artísticos y marchas que llegan a un público limitado, el que además en gran parte ya está 
consciente de la problemática pero que no logra incidir verdaderamente en un cambio de actitud 
de la población en su conjunto. En esta línea también es necesario resaltar que muchas acciones se 
limitan a los centros de los grandes capitales, pero que no hay esfuerzos significativos para llegar a 
los barrios, ciudades intermedias y el área rural de Bolivia. La Paz, por ejemplo, es una de las pocas 
ciudades bolivianas que elaboró una agenda climática municipal (Hoffmann, 2015b).

3	  https://www.herencia.org.bo/bosque-de-los-ninos/que-es-el-boni
4	  https://www.natzone.org/index.php
5	  https://amazoniatierramia.com/biodiversidad-y-cambio-climatico/
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Es interesante resaltar, que a pesar de la dejadez de los diferentes niveles de gobierno, en los años una 
creciente cantidad de organizaciones civiles ha asumido la tarea de contribuir a la concientización 
sobre la problemática ambiental y climática. En muchas partes de Bolivia actualmente existen 
organizaciones civiles cada vez más organizadas y más preparadas, que organizan una gran 
diversidad de actividades de educación y concientización ambiental. Estos grupos no solamente 
presentan mayor creatividad e impacto con sus acciones, pero muchos de los activistas también 
han mostrado un compromiso muy fuerte con la temática. Sus acciones durante desastres como 
los grandes incendios del 2019 o su rechazo a los transgénicos muestran que poco a poco están 
logrando generar mayor impacto y que el tema ambiental ya no es solo interés de “unos pocos”. 
De hecho, la agenda ambiental fue uno de los principales descontentos que motivaron los masivos 
cabildos cívicos y las demandas del Comité Nacional de Defensa de la Democracia (CONADE), 
que fueron clave en la caída del Gobierno Evo Morales (ej. Correo del Sur, 2019; Brújula Digital, 
2019; Gandarillas, 2020).

Fig. 16.  Activistas en al menos cinco ciudades del país convocaron a marchas para exigir acciones 
concretas para salvar la Chiquitanía.

 Fuente: Correo del Sur, 2019.
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CONCLUSIONES Y VALORACIÓN
En este apartado puntalizamos las principales conclusiones del diagnóstico y tratamos de identificar 
algunos de los factores y decisiones políticas clave que han llevado a los ínfimos avances en 
términos de las políticas climáticas en Bolivia. Con tal propósito, presentamos resúmenes del 
diagnóstico de las cinco líneas de acción identificadas anteriormente: 1) Conservar y Restaurar los 
Ecosistemas Naturales, 2) Promover la Producción Sostenible, 3) Promover la Disponibilidad y 
la Gestión Sostenible del Agua, 4) Promover la Disponibilidad y el Uso Sostenible de Energía, 5) 
Fortalecer la Gestión de Riesgos. 

Para cada indicador además presentamos una valoración tomando en cuenta la calidad de las CND 
como tal, los avances en aspectos legales, en la construcción de políticas públicas y finalmente los 
resultados tangibles en cuanto a nuestra capacidad de mitigación y adaptación del cambio climático. 

1) “Conservar y Restaurar los Ecosistemas Naturales” 

En Bolivia la deforestación es la principal causa de las emisiones de Gases de Efecto Invernadero 
(Vilela et al., 2019). En los últimos años no solo se ha visto un incremento en las tasas de 
deforestación en Bolivia, pero también en las superficies afectadas por incendios. Entre 2010 y 2019 
Bolivia perdió 3.75 millón hectáreas de cobertura forestal (Vos et al., 2020a). En 2019 la pérdida 
de cobertura forestal en Bolivia llegó a superficies sin precedentes, lo que a su vez llevó consigo un 
enorme aumento en emisiones.  Se estima que en 2019 la pérdida de cobertura forestal implicó la 
emisión de 276Mt CO2 liberado en este año, más de 12 veces las emisiones de CO2 de Bolivia en 
general en el año 2018 y más o menos el equivalente de todo el CO2 liberado por Bolivia desde el 
año 2000, posicionando a Bolivia entre los cinco países con las mayores emisiones per cápita con 
23.73 TnCO2/cápita, casi 50% más alto que la emisión per cápita en EE.UU. (ForestWatch, 2020; 
Datosmarco, 2020).

Estos valores reflejan claramente el “fracaso” de las políticas climáticas bolivianas. Incluso en 
sus Contribuciones Nacionalmente Determinadas ya presenta fallas y propuestas contradictorias, 
como la meta de reducir la deforestación ilegal −sin considerar la deforestación legal− y la meta de 
reforestar superficies similares a las que se pretende permitir deforestar. Mientras que estas metas 
en sí ya son cuestionables, en la práctica los datos en cuanto a la “conservación y restauración de 
los ecosistemas naturales” muestran que estamos lejísimos de poder alcanzar incluso estas metas.
Los datos de deforestación ya mencionados no solo implican que, a pesar de su limitado nivel de 
desarrollo, Bolivia presenta emisiones muy altas. Esta pérdida de bosques también trae consigo 
consecuencias desastrosas en otros beneficios ecosistémicos, incluyendo los ciclos de agua, 
servicios de control de erosión, inundación, polinización, entre muchos otros;lo que a su vez genera 
efectos muy grandes en la producción agropecuaria y el nivel de vida de los bolivianos en general. 

En este sentido, las políticas y cambios legales que han permitido y fomentado la ampliación 
de la frontera agropecuaria no solo son desastrosos en términos climáticos, pero también han 
incrementado vulnerabilidades, han sido motivo de fuertes críticas, así como de múltiples protestas 
y conflictos sociales en el país. Podemos destacar las críticas al debilitamiento del sistema nacional 
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de áreas protegidas y los cambios legales que favorecieron un mayor impacto por la extracción 
hidrocarburífera, minera y planes de megaobras como carreteras e hidroeléctricas. 

Por otro lado, se observa los esfuerzos demasiados limitados para contrarrestar estas tendencias. 
Aunque existen algunos avances legales valorables en cuanto al fomento del aprovechamiento 
sostenible de recursos forestales como los Frutos Amazónicos y el Cacao; en la práctica el 
apoyo público para estos rubros es extremadamente limitada en comparación al apoyo a rubros 
extractivistas, a pesar de su gran potencial para el desarrollo sostenible. Así mismo, se ve una 
situación similar en cuanto a los esfuerzos de promover la restauración ecológica. Mientras que 
los programas de reforestación típicamente solo cumplen un 2% de las metas de reforestación 
planteadas en las CND de Bolivia, la falta de inversión pública, la politización de los programas, 
los errores técnicos y el contexto climático adverso hacen que los resultados tangibles sean incluso 
más decepcionantes. 

Errores técnicos y el contexto climático adverso hacen que los resultados tangibles sean incluso 
más decepcionantes. 
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Valoración Indicador 1.1. 
Conservar las Áreas Naturales

Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
A pesar del contexto favorable se observa un claro retroceso en cuanto a la conservación de las 
áreas naturales en Bolivia.

El Sistema Nacional de Áreas Protegidas cuenta con 22 áreas protegidas de carácter nacional, además 
de 115 áreas protegidas de carácter subnacional con una superficie total de aproximadamente 29.1 
millones de hectáreas (MMAyA, 2018). Mientras que la deforestación y los incendios también han 
afectado tanto áreas protegidas como otras áreas de alto valor de conservación, estas áreas además 
están bajo una creciente presión de otras actividades incluyendo la explotación hidrocarburífera, 
minera, y la construcción −planificada− de grandes carreteras y megahidroeléctricas. En su conjunto 
eso implica que Bolivia, a pesar de su baja densidad poblacional, actualmente presenta la segunda 
mayor proporción de áreas protegidas bajo intensa presión humana en toda Sudamérica (Jones et 
al., 2018). Además, el avance del modelo extractivista sobre las áreas protegidas ha sido motivo de 
varios de los conflictos sociales, los más grandes del país, como los casos del fracking, la carretera 
por el TIPNIS y los planes del Bala-Chepete en el Madidi (Franco-Bertón, 2017; Romero-Muñoz 
et al., 2019). 

Aspecto
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Favorable Bolivia cuenta con grandes extensiones de bosques y áreas 
protegidas en relativamente buen estado de conservación.

Calidad CND Débil

No hay una mención específica sobre las áreas protegidas. Plantean 
reducir la deforestación ilegal, pero no aclaran que medidas 
asumirán para reducir la deforestación en general. Aunque 
plantean un incremento de la cobertura de bosque, no hay claridad 
como pretende alcanzar. 

Avance legal Negativo

Se observa un debilitamiento de las normas ambientales en 
relación a la protección de las áreas protegidas, los bosques y 
otras áreas naturales. Además, se ha cuestionado ampliamente las 
normas permisivas en cuanto a los “perdonazos” y reducciones de 
multas por deforestación.

Avance 
políticas Negativo

Hay muy pocas políticas a favor de la protección de las áreas 
protegidas y los bosques en general. Se cuestiona que más bien se 
promueve y fomenta la ampliación de la frontera agropecuaria y que 
no existe una política seria a favor de la protección de los bosques.

Avance 
resultados 
tangibles

Negativo Se ve un claro retroceso en términos de la presión sobre las áreas 
naturales y en especial los bosques en Bolivia.
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Valoración Indicador 1.2. 
Evitar la Pérdida de Funciones Ecosistémicas de las Áreas Naturales

Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
A pesar de avances en conceptos, aspectos legales y políticas; en la práctica se observan más bien 
tendencias muy negativas en cuanto a la conservación de las funciones ecosistémicas de las áreas 
naturales en Bolivia.

En las CND solo hay una mención sobre las funciones ambientales de una parte de Bolivia (29 
millones de hectáreas al 2030) lo que deja muchas dudas y vacios. La confusión radica en que 
Bolivia plantea la reducción de solo la deforestación ilegal y no la deforestación en general, esto 
es una clara muestra de las deficiencias de la propuesta climática actual, dentro de una serie de 
políticas que más bien fomentan la ampliación de la frontera agropecuaria. 

Debido a estas políticas, se muestra un incremeto dramático en la práctica de la deforestación en 
los últimos años, que junto a los grandes incendios en 2019 implicó una pérdida sin precedentes de 
cobertura forestal (GlobalForestWatch 2020), es decir, en vez de reducir las emisiones y ampliar 
la cobertura forestal como es planteado en los CND, Bolivia perdió −entre 2019 y2010− 3.75 
millones de hectáreas de cobertura forestal (Vos et al., 2020a) a tiempo de convertirse en uno de los 
países con mayores emisiones per cápita. No obstante, también hay varios resultados relacionados 
a la conservación de los bosques y, por ende, sus funciones ecosistémicas. 

Aspecto 
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Favorable
Los ecosistemas naturales en Bolivia proveen muchos beneficios 
ecosistémicos de gran importancia para la población de Bolivia y 
del mundo entero,

Calidad CND Regular

Solo BA-4 refiere al fortalecimiento de las funciones ambientales 
(en 29 millones de hectáreas al 2030), pero no plantea cómo 
alcanzar este resultado ni cómo se pretende cuidar las funciones 
ecosistémicas del resto del país.

Avance legal Positivo Existen avances conceptuales y legales dentro del enfoque de los 
derechos de la Madre Tierra y la gestión territorial sustentable.

Avance 
políticas Mínimo

Aunque existen algunos intentos de aplicación de los conceptos 
y normas mencionados, como el Mecanismo Conjunto, la gestión 
territorial comunitaria, etc., en la práctica ha habido muy poco 
apoyo para su implementación.

Avance 
resultados 
tangibles

Negativo

En contraste con los discursos y propuestas políticas, se observa 
más bien una fuerte pérdida de funciones ecosistémicas, donde 
destaca el gran aumento de emisiones de GEI por causa de la 
deforestación. 
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Valoración Indicador 1.3. 
Promover la Restauración Ecológica

Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
Los avances a favor de la restauración ecológica y reforestación son débiles y claramente insufi-
cientes para alcanzar las CND en cuanto a la ampliación de la cobertura forestal en Bolivia.

En sus CND Bolivia plantea aumentar la superficie de áreas reforestadas y la cobertura neta de 
bosques, pero en la práctica más bien vemos un aumento en las tasas de deforestación y –en especial 
en 2019– una fuerte reducción de la cobertura de bosques. Además, los esfuerzos de reforestación 
son claramente insuficientes para alcanzar el resultado de 4.5 millones de hectáreas planteado en 
las CND. Más allá de la irracionalidad de reforestar y deforestar al mismo tiempo, se cuestionan 
diversos aspectos técnicos y financieros de los esfuerzos de reforestación que permiten comprender 
los resultados decepcionantes de la reforestación en Bolivia (Fundación Solón, 2017). En este 
orden, también se vienen cuestionando los planes para la reforestación de la Chiquitanía (MMAyA, 
2019; GAD-SCZ (2020); que no solo carecen de presupuesto suficiente pero que además pone la 
responsabilidad de reforestar en manos de la población en general, sin considerar la responsabilidad 
del gobierno y los directos causantes de los incendios y deforestación (Fabreger, 2019; Fundación 
Solón, 2020b). 
 

Aspecto 
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Desfavorable Hay un preocupante incremento de áreas degradadas y por ende 
necesidad de desarrollo de iniciativas de restauración ecológica. 

Calidad CND Débil En las CND se plantea reforestar y aumentar la cobertura de 
bosques, pero no hay claridad sobre cómo se pretende alcanzar.

Avance legal Negativo
Se ve más bien un debilitamiento de las normas que protegen 
los bosques y que exigen la reforestación. Se ha cuestionado la 
normativa permisiva para la restitución de bosques. 

Avance 
políticas Negativo

A parte de la contradicción de las políticas que promueven la 
deforestación y la reforestación al mismo tiempo, es claro que 
las políticas para promover la (re)forestación son diseñadas 
deficientemente, mal ejecutadas y claramente insuficientes. 

Avance 
resultados 
tangibles

Negativo
Los resultados tangibles en cuanto a la restauración ecológica 
son insignificantes en comparación a las altísimas tasas de 
deforestación y degradación en Bolivia. 
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Valoración Indicador 1.4. 
Fomentar el Uso Forestal Sostenible

Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
En los últimos años Bolivia ha construido una narrativa de gestión integral y sustentable que 
poco a poco está siendo incorporada en las normas y políticas públicas nacionales. Aunque el 
apoyo concreto para el uso forestal sostenible aún es limitado, ya existe una creciente cantidad 
de experiencias promisorias de iniciativas productivas basadas en el aprovechamiento sostenible 
de recursos forestales.

Tanto a nivel nacional como en el ámbito internacional Bolivia ha logrado introducir una narrativa 
de Gestión Integral y Sustentable de Bosques. Bajo este enfoque, en los últimos años se ha aprobado 
una serie de normativas y políticas públicas que vienen fomentando el uso sostenible de productos 
forestales en el marco de un enfoque de gestión territorial comunitario (MMAyA, 2018; FAO, 
2017; FAN, 2018). A pesar de estos avances teóricos, la implementación de estas propuestas ha 
sido lenta y aún se presentan resultados limitados en términos de superficies manejadas, volúmenes 
producidos y, por ende, también en beneficios ambientales (Soliz et al., 2019; Nordgren, 2020). 
No obstante, existen experiencias interesantes que muestran que este enfoque permite fomentar un 
desarrollo económico en las áreas forestales a tiempo de garantizar impactos positivos en relación 
a indicadores más sociales y ambientales de los ODS, incluyendo aspectos claves para la política 
climática (FAN, 2018; Tonore et al., 2019).

Aspecto 
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Muy 
Desfavorable

El modelo extractivista dominante en Bolivia ha generado una 
paulatina degradación de los recursos naturales.

Calidad 
CND Muy Débil No hay una mención específica sobre el uso sostenible de los 

ecosistemas naturales en los CND.

Avance legal Neutral

En los últimos años se han aprobado algunas normas específicas 
a favor de la gestión integral de bosques, o el aprovechamiento 
de algún recurso en específico (ej. cacao), pero no hay avances 
concretos hacia una normativa general que permite una 
transición real hacia el uso sostenible de los bosques y/u otros 
ecosistemas naturales.

Avance 
políticas Neutral

A pesar de la debilidad de las CND y las normas, existen 
algunas políticas interesantes para promover la gestión integral 
territorial y para el fomento de complejos productivos basados 
en productos silvestres, aunque de alcance aún muy limitado.

Avance 
resultados 
tangibles

Mínimo

Aunque en Bolivia existen varias iniciativas promisorias de 
gestión integral sustentable de ecosistemas naturales, en la 
práctica la adaptación de las normas y políticas para su apoyo es 
muy lento y de muy bajo alcance en comparación con el fomento 
de otros modelos de producción menos sostenibles.  
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2) “Promover la Producción Sostenible”

La promoción de una producción agropecuaria sostenible tiene dos principales dificultades para su 
consolidación, por un lado, un modelo agro extractivista de base transgénica para la exportación 
de commodities que genera serios impactos medioambientales y alteración de ecosistemas.  Por 
otro lado, el estancamiento y abandono estatal de la principal forma de producción agropecuaria 
que se centra en la llamada agricultura familiar campesina. El modelo agro extractivista conlleva 
mayores impactos ambientales como la deforestación entre otros que imposibilitaría una producción 
sostenible como sugieren las metas de los ODS y los resultados de las CND. En el caso de la 
marginación de la agricultura familiar campesina se pone en riesgo la principal forma de producción 
de alimentos del territorio boliviano y con ello la seguridad alimentaria y formas de producción 
más sostenibles. 

El actual modelo de desarrollo en Bolivia se concentra supuestamente en la industrialización para 
el crecimiento económico. Sin embargo, en la práctica su lógica es guiada por el extractivismo. 
Esto implica el aumento de la explotación de recursos naturales. Una contradicción puesto que 
gran parte de la normativa de mitigación y adaptación al cambio climático del Estado boliviano 
implicaun avance en pro de la gobernanza medio ambiental y defensa de los ecosistemas. En esta 
línea también imposibilita el alcance de la mayor parte de las políticas climáticas y metas del 
Estado Boliviana asumidas como Contribuciones Nacionalmente Determinadas, y minimizando 
las posibilidades de asegurar avances positivos en cuanto a indicadores claves como la reducción 
de la deforestación, la reducción de emisiones de GEI, la adopción de prácticas agropecuarias 
sostenibles y la gestión sostenible del agua y otros recursos naturales.  

La producción agroindustrial enfocada a la exportación ha sido beneficiada con una serie de 
normativas, que en vez de fortalecer una postura de industria amigable con el medio ambiente ha 
acelerado el proceso de consolidación de un modelo que perjudica los ecosistemas. Los cultivos 
oleaginosos, cereales y otros cultivos agroindustriales no promueven la consolidación de industrias 
sostenibles debido principalmente a que concentran sus acciones en la mayor productividad de 
commodities para la exportación con serios perjuicios para la salud, los bosques y la seguridad 
alimentaria de Bolivia. 
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Valoración Indicador 2.1. 
Promover la Sostenibilidad de la Producción Agropecuaria

Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
En vez de fomentar opciones sostenibles de producción, Bolivia más bien ha promovido un 
modelo de producción agropecuaria expansionista que actualmente constituye la causa principal 
de las emisiones de GEI y degradación ambiental, por ende, distante de las capacidades de 
mitigación y adaptación a la crisis climática. 

El 81% de las emisiones de Gases de Efecto Invernadero (GEI) de Bolivia es por deforestación 
(Fundación Solón, 2018), y el 75% de la deforestación en Bolivia se encuentra en Santa Cruz 
(Cuéllar et al., 2012); como consecuencia directa del modelo agroextractivista promocionado en 
este departamento. Aunque los aportes de este modelo de producción agropecuaria a la seguridad 
alimentaria e incluso al crecimiento económico son cuestionables, no hay duda sobre sus grandes 
impactos ambientales incluyendo la deforestación, pérdida de biodiversidad, variación del ciclo 
hídrico, entre otros, que vienen reduciendo la resiliencia nacional ante la crisis climática. Además, 
cabe resaltar que según datos del último Censo Agropecuario (2013) el 92% de la Unidades 
Productivas Agropecuarias (UPA) corresponde a la agricultura familiar campesina, 7% son medianos 
productores y 1% grandes productores (Uscamayta, 2019).  En este contexto las CND de Bolivia 
presentan una gran debilidad al no contar con la gran importancia del impacto de la expansión 
agropecuaria en la capacidad nacional para la mitigación y adaptación al cambio climático. Y es 
aún más preocupante que en los últimos años el gobierno boliviano ha optado por promover este 
modelo, con grandes inversiones estatales en silos de granos, caminos y complejos productivos para 
la transformación −por ejemplo EASBA, inversiones en agrocombustibles− o para la producción 
de suministros −por ejemplo Bulo Bulo−, a tiempo de brindar cuantiosos subsidios −diésel y urea 
principalmente− y aplicar normas flexibles favorables para este sector como perdonazos por la 
deforestación, ampliación del plazo para la FES, régimen impositivo favorable, entre otros.  

Aspecto 
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Neutral Existen dos modelos de producción agropecuaria paralela en 
Bolivia: la producción familiar y la producción agroindustrial.

Calidad CND Muy Débil Las CND plantean un aumento del PIB del sector agropecuario, 
sin claros criterios de sostenibilidad.

Avance legal Negativo

En vez de un avance a favor de la sostenibilidad de la producción 
agropecuaria, se observa un debilitamiento de la normativa 
ambiental y la liberación del uso del fuego y la deforestación con 
fuertes impactos climáticos negativos.

Avance 
políticas Negativo

Aunque también existen algunas políticas en beneficio de la 
producción familiar de alimentos, en Bolivia sobre todo se 
apoya el agronegocio de monocultivos y una ganadería extensiva 
empresarial con grandes impactos climáticos. 

Avance 
resultados 
tangibles

Negativo

Mientras que la ampliación de la frontera agropecuaria a favor de 
un pequeño sector empresarial está generando enormes impactos 
ambientales negativos, se observa un claro menosprecio por 
el aporte y potencial de la producción familiar así como por 
opciones más sostenibles de producción.
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Valoración Indicador 2.2. 
Promover la Eficiencia del Uso de los Recursos Naturales y Métodos de Producción

Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
Los esfuerzos del gobierno boliviano para fomentar el desarrollo económico se concentran en 
actividades extractivistas y una industrialización sin mayor consideración de opciones para 
promover la eficiencia del uso de los recursos naturales y métodos de producción que podrían 
ayudar a mitigar los impactos ambientales y climáticos de las actividades productivas.  

Mientras que las CND ni si quiera hacen referencia específica al uso sostenible de los recursos 
naturales, las políticas públicas del país tampoco dan prioridad a promover la eficiencia del uso 
de los recursos naturales y medios de producción. El actual modelo de desarrollo en Bolivia 
se concentra en la industrialización para el crecimiento económico. Este modelo de desarrollo 
socioeconómico requiere más recursos naturales como combustibles, minerales, metales; y otros 
recursos esenciales como el agua, la tierra, los ecosistemas, etc., que conlleva el aumento del uso 
de recursos naturales y está lejos de modelos alternativos y eficientes de producción.

Aspecto 
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Desfavorable
Bolivia presenta aún muchos modos rudimentales de 
producción y aprovechamiento de recursos naturales, con bajos 
rendimientos y eficiencia reducida.

C a l i d a d 
CND Muy Débil Las CND no hacen referencia al uso eficiente de los recursos 

naturales.

Avance legal Negativo No existen avances significativos de normativas que promueven 
el uso eficiente de los recursos naturales.

A v a n c e 
políticas Mínimo

Aunque existen algunos intentos de políticas de fomento del 
desarrollo productivo y climáticamente amigable, por ejemplo, 
el “Mecanismo Conjunto”, su apoyo ha sido marginal a 
diferencia del fomento a modalidades de producción como la 
ganadería extensiva y los monocultivos con baja eficiencia de 
uso de recursos naturales.

A v a n c e 
re s u l t a d o s 
tangibles

Negativo
Las modalidades dominantes de producción están generando 
una acelerada degradación de bosques, suelos, agua y otros 
recursos naturales.



 Propuestas para una nueva y urgente Política Climática Boliviana  

71

Valoración Indicador 2.3. 
Promover la Industrialización Sostenible

Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
En vez de fomentar opciones sostenibles de producción, Bolivia más bien ha promovido un 
modelo de producción agropecuaria expansionista y una industrialización con pocos criterios de 
sostenibilidad.

A pesar de una retórica de izquierda y ambientalista −derechos de la Pachamama−, en los últimos 
años Bolivia ha profundizado el modelo económico extractivista basado en la exportación de 
materias primas. También los planes oficiales de fortalecimiento del modelo agroindustrial y las 
ideas de convertir a Bolivia en centro energético de Sudamérica corresponden a una industrialización 
limitada a producir commodities y otros recursos demandados por el mercado globalizado, sin 
mayor consideración de las enormes consecuencias negativas que esta producción genera en 
Bolivia misma. Esta visión tan opuesta a una industrialización sostenible no solo es un factor 
clave para el estado incipiente de la industrialización en el país, pero también implica que muchos 
procesos industriales sean realizados de forma muy poco sostenible.

Aspecto 
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Desfavorable Bolivia sobre todo produce materias primas con una 
industrialización incipiente y poco sostenible.

Calidad CND Muy Débil

Aunque la industrialización del país ha sido parte clave de las 
propuestas políticas para el desarrollo económico de Bolivia, 
las CND no hacen referencia clara a la industrialización como 
tal. 

Avance legal Negativo No se han identificado normas que estén enfocadas en la 
construcción de industrias sostenibles. 

Avance 
políticas Negativo

En vez de fomentar una industrialización sostenible con bajas 
emisiones, Bolivia más bien ha profundizado su carácter 
extractivista, con avances políticos a favor de actividades 
de gran impacto climático como la actividad petrolera, las 
megarepresas y la expansión agropecuaria. 

Avance 
resultados 
tangibles

Negativo

La matriz de acumulación de capital económico de Bolivia aún 
se basa principalmente en la venta de materias primas y está 
lejos de sustentarse en la industria, mucho menos una industria 
sostenible. 
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3) “Garantizar la Disponibilidad y la Gestión Sostenible del Agua”

A nivel internacional, Bolivia es uno de los países que ha planteado la incorporación del agua 
como un derecho humano. Actualmente, Bolivia es considerada uno de los 20 países con mayor 
disponibilidad de agua en el mundo, es decir, que cada persona dispone de 29.000 m3/año. Sin 
embargo, la capacidad de almacenamiento en embalses es de aproximadamente 56 m3 por habitante/
año (Mejía et al., 2017). El agudo desabastecimiento de 2016 ha mostrado que esta capacidad es 
insuficiente. Aparte de los impactos en la producción agropecuaria, también hubo serios problemas 
de abastecimiento de agua para el consumo familiar e industrial en áreas urbanas de toda la región 
andina. Con los programas Mi Agua I, II, III, el gobierno boliviano buscó mejorar significativamente 
el acceso al agua, en especial en el área rural, mientras que también el acceso a agua saneada en 
áreas urbanas mejoró significativamente en los últimos 20 años. 

No obstante, Bolivia aún tiene un gran reto desarrollar su potencial de almacenamiento y calidad 
sanitaria de agua. Además, es muy cuestionable que la inversión pública ha sido enfocada casi 
exclusivamente en infraestructuras y equipos para mejorar el acceso al agua, pero que casi no se 
ha considerado la sostenibilidad de la provisión del líquido elemento. Aunque se han desarrollado 
algunas políticas públicas para la gestión integral de cuencas, aparentemente no han tenido logros 
significativos y, en términos generales, se observan serios problemas en cuanto a la gestión de los 
recursos hídricos. 

Bolivia sufre de serios problemas de desertificación y sabanización, además de la desaparición 
de glaciares y la degradación de cuerpos de agua usados como fuente de agua para el consumo y 
la producción. Adicionalmente, es necesario considerar que el acceso de la población boliviana a 
agua de calidad está en riesgo por mayores problemas de contaminación de fuentes de agua por la 
minería y la falta de tratamiento de aguas servidas. Las políticas e inversiones públicas para evitar 
o mitigar esta contaminación son claramente insuficientes. 
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Valoración Indicador 3.1. 
Promover la Sostenibilidad y Abastecimiento de Agua

Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
Bolivia ha avanzado mucho en el reconocimiento del agua como un derecho humano. Además, 
se ha destinado grandes inversiones públicas a proyectos de agua potable y saneamiento. Pero en 
la práctica estos proyectos no han podido cumplir con las necesidades de la población boliviana 
que aún enfrenta grandes deficits en relación a la sostenibilidad y el abastecimiento de agua.

En términos generales, existen avances importantes en cuanto a la incorporación y reconocimiento 
del agua como un derecho “fundamentalisimo para la vida”. Por otro lado, el Estado también 
ha asumido mayores competencias, a tiempo de implementar políticas sectoriales y priorizar 
inversiones en proyectos de Agua Potable y Saneamiento (APyS). Sin embargo, muchos programas 
vinculados a manejo de recursos hídricos y el proyecto MI AGUA fueron manejados políticamente 
descuidando aspectos técnicos y muchos no han tenido los resultados esperados. En este sentido, 
Bolivia tiene todavía un gran reto que consiste en desarrollar todo su potencial de almacenamiento 
y calidad sanitaria del agua para la población y producción.

Aspecto 
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Neutral
Bolivia es un país con muy buena disponibilidad de agua en su 
territorio, pero debido a su pobreza aún presenta un acceso limitado 
al agua y saneamiento.

Calidad CND Bien Las CND plantean un aumento de la capacidad de almacenamiento 
y un mejoramiento del acceso al agua.

Avance legal Positivo
La constitución boliviana incorpora el agua como un derecho 
humano a tiempo de incorporar varios artículos a favor de su uso 
sostenible.

Avance 
políticas Positivo

Se han gestionado grandes inversiones públicas para diversos 
programas y proyectos para mejorar el abastecimiento y el acceso 
al agua, con grandes inversiones en infraestructuras.

Avance 
resultados 
tangibles

Mínimo

Aunque hay mejoras en el acceso al agua potable y saneamiento, 
debido a errores en la planificación y ejecución, muchos proyectos 
de agua no han podido cumplir con las expectativas, y en los 
últimos años también se han visto fuertes crisis de escasez de agua, 
tanto en áreas urbanas como rurales. 
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Valoración Indicador 3.2. 
Promover la Gestión de Cuencas

Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
Ni en las CND ni en las normas y políticas públicas, Bolivia ha priorizado la gestión de cuencas. 
Aunque existe un plan nacional de cuencas, su implementación no ha sido efectivo y en la práctica 
Bolivia presenta tendencias muy preocupantes en cuanto a la disponibilidad y calidad de agua en 
casi todas las cuencas y subcuencas del territorio nacional. 

En términos de gestión de cuencas, Bolivia ha desarrollado un Plan Nacional de Cuencas (PNC), pero 
su implementación no fue efectivo y no existen avances significativos respecto a la conservación 
y manejo del agua. Muchos proyectos se han enfocado en inversiones de infraestructuras, pero se 
ha descuidado completamente la sostenibilidad de la provisión del recurso hídrico. Así también, 
existen grandes problemas de contaminación y el país muestra tendencias muy preocupantes de 
desertificación y degradación, que tendrán secuelas muy preocupantes en cuanto a las capacidades 
de reducir los riesgos y consecuencias del cambio climático en la disponibilidad y calidad de agua 
a mediano y a largo plazo.

Aspecto 
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Desfavorable
En las últimas décadas el cambio climático y la degradación 
ambiental han afectado negativamente la disponibilidad de agua 
en muchas cuencas bolivianas.

Calidad 
CND Muy Débil

Aunque las CND refieren a la ampliación de superficie de riego 
y la reducción de la vulnerabilidad hídrica, no hacen referencia a 
una gestión de cuencas como tal. 

Avance legal Positivo

Existen varios avances legales que incorporan un enfoque de 
gestión de cuencas hídricas, donde podemos destacar la ley 
Nº 2140 de Gestión de Riesgos y Atención de Desastres y/o 
Emergencias. No obstante, el alcance del enfoque de gestión de 
cuencas y de estas leyes en general es limitado. 

Avance 
políticas Mínimo, 

En los últimos años se han ido adoptando las políticas de gestión 
de cuencas, para mejorar la descentralización, la coordinación 
interinstitucional y la participación social. No obstante, su 
aplicación ha sido mínima en comparación al apoyo político a 
acciones que afectan los ciclos de agua y la resiliencia a nivel de 
las cuencas en Bolivia. 

Avance 
resultados 
tangibles

Negativo

A pesar de los avances teóricos, en la práctica existen muy 
pocos resultados tangibles hacia una mejor gestión de cuencas. 
Y más bien hay una paulatina degradación de cuencas con serias 
implicaciones para el acceso al agua.
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4) “Promover la Generación y el Uso Sostenible de Energía”

En los últimos años Bolivia ha adoptado una estrategia para convertir al país en centro energético 
de Sudamérica. Esta visión sobre todo plantea un aumento en la generación e incluso el consumo 
energético, y no da mayor énfasis a la sostenibilidad de su generación y uso como tal. 

Si bien, existen algunas políticas para incorporar energías renovables, en la práctica se sigue 
fomentando la generación de energía a partir de hidrocarburos e incluso se promueven fuentes 
muy cuestionadas como las megaeléctricas y los agrocombustibles. Aunque el impacto climático 
de estas propuestas por el momento aún es limitado, su implementación en el futuro implicaría un 
gran aumento en la emisión de GEI por el sector energético, los mismos que pueden ser evitados 
si Bolivia aprovecharía mejor su gran potencial para la generación de energía a partir de recursos 
renovables como la energía solar, eólica, las pequeñas hidroeléctricas y opciones sostenibles de 
biomasa. Además, se recomienda una transición hacia una matriz energética más regionalizada, 
que atiende mejor las necesidades energéticas de las poblaciones locales, considerando fuentes 
renovables de energía localmente disponibles, a tiempo de incorporar opciones para incluir las 
comunidades y el sector privado como proveedores de energía. 

Valoración Indicador 4.1.
Promover las Energías Renovables 

Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
En vez de fomentar la generación de energías en base de fuentes renovables, Bolivia más bien 
profundiza la generación de energía a partir de combustibles fósiles a tiempo de promover 
la incorporación de otras energías de huella climática grande como las megarepresas y los 
agrocombusibles. 

Bolivia presenta un gran potencial para la generación de energías a partir de recursos renovables, y 
en teoría hay pocas limitaciones para avanzar a favor del cambio de la matriz energética planteada 
en sus CND. No obstante, en la práctica el gobierno boliviano ha priorizado la producción de 
energía dentro de la visión de convertir Bolivia en el centro energético de Sudamérica incluyendo 
el objetivo de multiplicar por ocho la generación eléctrica de Bolivia de 1.600 MW el 2015 a 
12.382 MW de potencia instalada en 2025 (MHE, 2014; ENDE, 2015). De la misma manera, 
se sigue fomentando la exploración de hidrocarburos –incluso en áreas protegidas y a través de 
prácticas ambientalmente desastrosas como el fracking−, mientras que para la diversificación de la 
matriz energética sobre todo ha fomentado la producción del GLP −otro hidrocarburo−, a tiempo 
de apostar a adicionales formas de generación energética con impactos negativos en términos de 
generación de GEI como las megahidroeléctricas y los agrocombustibles (GTCCJ, 2017; Campos-
Vásquez, 2019). Aunque los planes oficiales también incluyen propuestas más “limpias” como 
los paneles solares y el uso de biomasa (MHE, 2014; Campos-Vásquez, 2019), muchos de estos 
proyectos aún están en fase de diseño y su aporte energético es mínimo en comparación del aumento 
de producción energética previsto.
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Aspecto 
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Desfavorable
Aunque Bolivia presenta un gran potencial para la generación 
de energía a partir de recursos renovables, posee una matriz 
energética dominada por hidrocarburos.

Calidad 
CND Bien Dentro de sus CND Bolivia plantea un cambio de la matriz 

energética hacia una mayor participación de energías renovables. 

Avance legal Negativo

Si bien aún no hay una normativa clara a favor de las energías 
renovables, en los últimos años se han aprobado normas que 
favorecen la generación de energía de gran impacto climático 
como la explotación petrolera en áreas protegidas, la construcción 
de hidroeléctricas y la producción de agrocombustibles.

Avance 
políticas Negativo

Las políticas, más que fomentar un cambio de la matriz 
energética, han apuntado a un aumento de generación de energía, 
incluyendo fuertes inversiones en hidrocarburos, megarepresas 
y agrocombustibles con fuertes impactos negativos en términos 
climáticos. 

Avance 
resultados 
tangibles

Negativo

A pesar del gran potencial, Bolivia presenta un avance mínimo 
hacia la generación de energía a partir de recursos renovables, 
y más bien hay avances y grandes planes energéticos con una 
enorme huella climática. 
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Valoración Indicador 4.2. 
Mejorar la Eficiencia Energética

Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
Aunque mejorar la eficiencia energética no figura como objetivo en las CND ni es prioridad 
dentro de las políticas nacionales, en los últimos años se ha realizado esfuerzos en pro del 
desarrollo de estrategias para mejorar la eficiencia energética. Pero los mismos han sido de 
alcance e impacto limitado. 

En cuanto al consumo energético en los últimos años Bolivia ha desarrollado políticas como el 
Programa Nacional de Eficiencia Energética y el PAEE. En el marco de estos planes hay algunos 
avances como campañas de reemplazo de focos de luz y calderas, pero su alcance ha sido limitado 
principalmente al consumo doméstico en las ciudades del eje central y no ha podido compensar las 
tendencias de aumento de consumo energético (Leitón-Quiroga, 2014; MHE, 2014; CAF, 2016).

Aspecto 
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Muy 
Desfavorable

Bolivia aún presenta muy bajos niveles de consumo energético, 
con patrones de uso poco eficientes.

Calidad CND Muy Débil No hacen referencia específica a la eficiencia energética.

Avance legal Negativo No hay avances significativos para normar el ahorro y la 
eficiencia energética en Bolivia. 

Avance 
políticas Neutral

Se han realizado análisis estratégicos y desarrollado programas 
para mejorar la eficiencia energética, pero su aplicación ha 
sido débil; principalmente dirigido al consumo familiar y de 
alcances limitados.

Avance 
resultados 
tangibles

Mínimo

La energía efectivamente ahorrada con los programas 
mencionados no ha podido contrarrestar el aumento de 
consumo energético debido al crecimiento poblacional y de 
consumo.
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5) “Fortalecer la Gestión de Riesgos”

Valoración Indicador 5.1.
Fortalecer las Capacidades de Respuesta ante Desastres Naturales

Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
Bolivia es un país altamente vulnerable ante los desastres naturales. En los últimos años se 
ha mejorado significativamente la legislación, las estructuras institucionales y la coordinación 
interinstitucional que ha permitido mejorar la gestión de riesgos. A pesar de estos avances 
Bolivia aún presenta serias debilidades para afrontar desastres.

Bolivia es un país de alta vulnerabilidad ante los desastres naturales (UNICEF, 2018; PAHO, 
2020). Las metas planteadas en las CND de Bolivia son confusas y prácticamente limitadas a la 
gestión de agua, sin indicadores claros para la gestión de riesgo en sí. No obstante, en los últimos 
años el Estado boliviano ha realizado esfuerzos para mejorar su capacidad de respuesta ante los 
desastres naturales en el marco de la Ley de Gestión de Riesgos (MDRyT, 2018; Jiménez-Bellot, 
2020). A pesar de importantes avances positivos en las normativas y políticas para la gestión de 
riesgos, desastres grandes como las inundaciones del 2014, el desabastecimiento de agua en 2016, 
los incendios del 2019 o incluso la Pandemia COVID-19; revelan que en la práctica aún hay 
serias debilidades en cuanto a la capacidad de respuesta (Guardiana, 2019; Wikipedia, 2019; Aré-
Vasquez, 2020). Estas debilidades se reflejan claramente en la baja capacidad de Bolivia para 
afrontar desastres en comparación con otros países (UNICEF, 2020).

Aspecto 
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Muy 
Desfavorable

Dentro de los diversos contextos bolivianos existe un elevado 
riesgo para diversos tipos de desastres naturales. El alto nivel 
de pobreza afecta la capacidad de respuesta al respecto.

Calidad CND Regular
Las CND plantean reducir la vulnerabilidad hídrica y mejorar 
la capacidad de mitigación y adaptación, pero no hay claridad 
sobre cómo se pretende lograr. 

 Avance legal Positivo
Se ha fortalecido el marco legal para la reducción de riesgos 
de desastres, en congruencia con las recomendaciones 
internacionales.

Avance 
políticas Positivo

Se ha fortalecido la estructura orgánica y colaboración 
entre niveles de gobierno y la sociedad civil para mejorar la 
capacidad de respuesta ante desastres. 

Avance 
resultados 
tangibles

Mínimo
A pesar de los avances mencionados, en la práctica aún se 
percibe insuficiente capacidad para atender los desastres, los 
que además tienden a ser más frecuentes y más fuertes.
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Valoración Indicador 5.2.
Fortalecer la Resiliencia en la Producción Agropecuaria

Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
Aunque en los últimos años, se han visto crecientes pérdidas económicas en el sector 
agropecuario debido a desastres relacionados a la degradación ambiental y el cambio climático, 
Bolivia sigue fomentando modelos agropecuarios de baja resiliencia. 

Los desastres naturales representan una amenaza especialmente fuerte para la producción 
agropecuaria. Las pérdidas económicas por desastres naturales como las sequías y quemas del 
2010 y las inundaciones del 2014 han sido en el orden de 150 millones de dólares; así también, han 
afectado la seguridad y soberanía alimentaria boliviana (MDRyT, 2018). 

La política propuesta por Bolivia frente a este contexto desfavorable es claramente insuficiente, por 
una parte, se limita a pequeños planes de riego en poca superficie que lograrán poco o nada frente 
a desastres como inundaciones e incendios, además dichos planes tampoco resultan una solución 
viable o accesible para muchos productores y rubros productivos. Por otra parte, planes para la 
mitigación de los desastres y la recuperación posterior como el Plan Patujú en 2014 o las respuestas 
a los incendios del 2019 han sido duramente criticados por su ineficiencia y lentitud (ej. Ramírez-
Funes, 2014; Guardiana, 2019). Además, se cuestiona que en Bolivia aún no existen avances 
concretos a favor de una adaptación de la planificación productiva a las tendencias climáticas 
previstas y tampoco se cuenta con muchos ejemplos concretos de apoyo estatal a favor de una 
producción climáticamente inteligente u otras formas de fomentar la producción agropecuaria 
y forestal resiliente ante el cambio climático (FAO, 2018; CIPCA, 2017). Queda claro que es 
necesario ampliar los enfoques y alcances de los indicadores con un apoyo más integral para 
mejorar la resiliencia de los sistemas productivos agropecuarios.  

Aspecto 
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Muy 
Desfavorable

La producción agropecuaria boliviana cada vez sufre mayores 
dificultades debido a problemas ambientales y climáticos 
como inundaciones, sequías, incendios, heladas y granizadas.

Calidad CND Débil

Las CND plantean reducir la vulnerabilidad hídrica y mejorar 
la capacidad de mitigación y adaptación, pero no hay claridad 
respecto a cómo se pretende lograr ni qué relación específica 
guardan con el sector agropecuario. 

Avance legal Negativo No hay avances significativos.

Avance 
políticas Débil

Existen algunos estudios y propuestas interesantes para 
mejorar la resiliencia de la producción agropecuaria, pero 
en la práctica existen muy pocos programas o proyectos que 
promueven la producción resiliente.

Avance 
resultados 
tangibles

Negativa
En la práctica en Bolivia más bien se fomenta una producción 
altamente vulnerable, que además afecta negativamente la 
resiliencia debido a la degradación ambiental provocada. 
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6) “Mejorar la Educación para el Cambio Climático”

Valoración Indicador 6.1. Mejorar la Educación para el Cambio Climático
Muy Negativo Negativo Regular Positivo

X
Desde el Gobierno se ha hecho muy poco para mejorar la educación para el cambio climático. 
En la práctica Bolivia aún presenta una enorme deficiencia en términos de conocimientos y 
capacidades para enfrentar la crisis climática, aunque existen destacables iniciativas de 
educación ambiental de parte de algunas instituciones privadas y un movimiento ambientalista 
cada vez más fuerte y con mayor impacto.

Aunque el Acuerdo de París establece que “las Partes deberán cooperar en la adopción de las 
medidas que correspondan para mejorar la educación, la formación, la sensibilización y 
participación del público y el acceso público a la información sobre el cambio climático, teniendo 
presente la importancia de estas medidas para mejorar la acción en el marco del presente”, las CND 
de Bolivia no hacen referencia a la educación y concientización para el Cambio Climático. En los 
últimos años el avance en este tema se ha limitado a pocos estudios y propuestas como la Estrategia 
Nacional de Educación y Comunicación para el Cambio Climático (Gutiérrez et al., 2009),  donde 
las acciones planteadas  ya son débiles, por tanto, su alcance e impacto en la educación en Bolivia 
han sido aún más limitados. 

Aunque existen algunos esfuerzos valiosos de parte de universidades e instituciones privadas para 
mejorar la formación de los estudiantes y profesionales frente a la crisis climática; en términos generales, 
los conocimientos y capacidades para la adaptación y mitigación son aún muy limitados y claramente 
insuficientes para afrontar los enormes desafíos que Bolivia enfrentará en los próximos años y décadas. 

Frente a este contexto adverso en los últimos años se ha visto un fortalecimiento de organizaciones 
ambientalistas que no solo han mostrado creatividad y compromiso con la temática ambiental y 
climática, sino también están logrando incidir en una mayor concientización de la población en 
general e incluso en las políticas nacionales.

Aspecto 
evaluado Valoración Aclaración

Contexto Muy 
Desfavorable

A pesar de la alta vulnerabilidad climática, la población 
boliviana aún presenta conocimientos y capacidades 
limitados para enfrentar la crisis climática.

Calidad CND Muy Débil A pesar de lo establecido en el Acuerdo de París, las CND 
de Bolivia no contemplan la educación en temas climáticos. 

Avance legal Débil
La Ley de Educación no hace referencia específica al cambio 
climático, pero incluye algunos aspectos relacionados a la 
producción sostenible.

Avance 
políticas Débil Se ha desarrollado una estrategia de educación y comunicación 

para el Cambio Climático, pero de alcance bastante limitado.

Avance 
resultados 
tangibles

Mínimo

Los impactos de los cambios normativos y políticos han 
sido mínimos y no han tenido un impacto significativo 
en los conocimientos y las capacidades de estudiantes y 
profesionales para enfrentar la crisis climática. 
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Síntesis: Cuadro de Valoraciones

La Figura 17  presenta los resultados de nuestro diagnóstico para todos los indicadores evaluados. 
Nuestro análisis bibliográfico muestra que por lo general hay avances muy limitados, con resultados 
mínimos o incluso tendencias negativas en comparación a los planteado en las CND de Bolivia y 
los ODS relacionados a la problemática climática. 

De los 13 indicadores analizados, solo se pude constatar un avance “Regular” en cuanto 
al “Fortalecimiento de las Capacidades de Respuesta ante Desastres Naturales”. En cuatro 
indicadores:Fomentar el Uso Sostenible de los Ecosistemas Naturales, Promover la Eficiencia del 
Uso de los Recursos Naturales, Mejorar la Eficiencia Energética y Fortalecer la Resiliencia de la 
Producción Agropecuaria; se valoró el avance como “Negativo”, porque se pudo constatar avances 
positivos en cuanto a políticas públicas y aspectos legales, pero muchas veces estos avances aún 
no se traducen en resultados tangibles en términos de impacto en la capacidad de mitigación y 
adaptación. Para el resto de los indicadores –ocho en total– se calificó el avance como “Muy 
Negativo”, en muchos casos porque las tendencias registradas muestran incluso un retroceso en 
cuanto a estas capacidades de mitigación y adaptación. 

Aspectos de género

La Plataforma Boliviana Frente al Cambio Climático (PBFCC) busca aportar desde una visión 
de Justicia Climática para impulsar un proceso social que haga cara al reto que implica el cambio 
climático global y reduzca la vulnerabilidad de las comunidades locales. Dentro de esta visión de 
justicia climática también destaca la necesidad de impulsar la equidad de género en las políticas 
climáticas. En evaluaciones participativas de versiones preliminares de este documento varios 
miembros de la PBFCC resaltaron que el tema de género no es considerado de forma suficiente en 
nuestro diagnóstico. 

Aunque ofrecemos un mea culpa al respecto como equipo consultor netamente masculino e 
intentamos hacer unos ajustes al respecto, nos dimos cuenta que resulta muy difícil incorporar un 
enfoque de género en el diagnóstico, parcialmente porque estamos describiendo datos técnicos 
generales como tasas de deforestación que difícilmente pueden ser presentados con un enfoque de 
género, pero también porque nuestro diagnóstico fue elaborado a partir de una revisión bibliográfica 
y en especial de documentos públicos oficiales los que simplemente no incluyen informaciones con 
este enfoque. Es decir, la insuficiente aplicación del enfoque de género en los diversos documentos 
citados, complica nuestras posibilidades de incorporar este enfoque en nuestros propios análisis. 
En realidad, se trata de un reconocido problema, observado ampliamente por organizaciones de 
mujeres (Coexist, 2015), que en muchas ocasiones han hecho llamadas de atención fuertes para la 
inclusión del enfoque de género dentro de la política climática y las acciones para incrementar la 
participación de mujeres en el proceso de la CMNUCC (Capriles, 2014). 

A nivel global, la crisis climática involucra de una u otra manera el tema de género; los problemas 
climáticos afectan más a las mujeres, si consideramos su mayor vulnerabilidad, a causa del acceso 
restringido a  recursos financieron y educativos, al igual que por la desigualdad que persiste en 
términos de derechos humanos (Coexist, 2015).  Por ejemplo, el 70% de víctimas fatales del 
Tsunami del Océano Índico en 2004 fueron mujeres.  

Así también, los problemas climáticos inciden en el lugar que habitan, ya que durante y después 
de desastres climáticos los hombres abanadonan sus hogares para migrar hacia las ciudades en 
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busca de fuentes de empleo; mientras las mujeres permanecen en las áreas rurales −un número en 
aumento− soportando toda la carga laboral que ello implica.

No obstante, también es importante considerar que las mujeres no son meras víctimas de los 
problemas climáticos. Su vulnerabilidad aporta otra perspectiva, diferente de la de los hombres, 
ante los problemas climáticos, mientras que los hombres por lo general buscan soluciones técnicas 
a los problemas, las mujeres tienden a ser más conscientes de los riesgos, y más dispuestas a 
adaptar sus costumbres (Alam et al., 2015). 

Finalmente, es necesario reconocer que en el desarrollo de acciones de prevención, mitigación y 
control de riesgos climáticos como las inundaciones, sigue existiendo una clara discriminación 
hacia las mujeres, en el sentido que la mayoría de las decisiones son tomadas por hombres dentro 
de las estructuras políticas sexistas y androcentristas dominantes sin una consideración adecuada 
de la perspectiva de género. En otras palabras, las mujeres tienden a ser marginadas del poder 
político y económico y tienen acceso limitado a recursos financieros y materiales que pueden 
incrementar su vulnerabilidad ante los impactos del cambio climático (Alam et al., 2015).     

En este sentido, es necesario hacer hincapié que el crecimiento y la persistencia de las desigualdades 
se han convertido en una gran barrera para poder cumplir las CND y los ODS. Como tales 
desigualdades aumentan debido a los impactos del cambio climático, es imprescindible reconocer 
la necesidad de reducir las brechas de género dentro de todos los aspectos del desarrollo. Por lo 
tanto, las políticas deben ser planteadas de una manera participativa y basada en el derecho a la 
igualdad de género sin marginación de grupos sociales y teniendo en cuenta el respeto a la dignidad 
de todos y confiar en los conocimientos y habilidades de las poblaciones locales (Capriles, 2014).

Fig. 17.  Valoración del Avance en políticas Climáticas en Bolivia  

Fuente: Elaboración propia, en base de los resultados del diagnóstico 2020.
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ANÁLISIS JURÍDICO
En este apartado se presenta un análisis jurídico de la normativa boliviana relacionada a cada una 
de las líneas de acción identificadas para este estudio. El análisis se basa en los avances legales y 
prácticas, tomando en cuenta las disposiciones claves en la Constitución para cada línea de acción. 

Línea de Acción 1: Conservar y Restaurar los Ecosistemas 
Disposición CPE Análisis / Valoración
Artículo 386. Los 
bosques naturales y 
los suelos forestales 
son de carácter 
estratégico para el 
desarrollo del pueblo 
boliviano. El Estado 
reconocerá derechos 
de aprovechamiento 
forestal a favor 
de comunidades 
y operadores 
particulares. 

La Ley Forestal Ley Nº 1700, está vigente desde el 12 de julio de 1996 
−24 años−, pero en la práctica la situación de los bosques presenta 
grandes cambios −afectación a reservas forestales, parques nacionales, 
áreas protegidas en el país−, por lo que requiere una revisión y 
actualización a los cambios contextuales y constitucionales.

Ley Nº 1333 del Medio Ambiente establece que las áreas protegidas 
son patrimonio del Estado y de interés público y social, debiendo ser 
administradas según sus categorías, zonificación y reglamentación en 
base a planes de manejo con fines de protección y conservación de 
sus recursos naturales, investigación científica, así como la recreación, 
educación y promoción del turismo. El D.S. Nº 24781, 31 de julio 
de 1997, Reglamento General de Áreas Protegidas sigue vigente, 
sin embargo, es cada vez más débil en términos de inversión para su 
protección o conservación.

La Ley Nº 3760, de 7 de noviembre de 2007, eleva a rango de Ley 
el Art. 46 referido a la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
derechos humanos de los pueblos indígenas, aprobada en la 62ª Sesión 
de la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU). 
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Artículo 387. I. 
El Estado deberá 
garantizar la 
conservación de los 
bosques naturales 
en las áreas de 
vocación forestal, 
su aprovechamiento 
sustentable, la 
conservación y 
recuperación de la 
flora, fauna y áreas 
degradadas.

La Ley Nº 1333, del 27 de abril de 1992, tiene por objeto la “protección 
y conservación del medio ambiente y los recursos naturales, regulando 
las acciones del hombre con relación a la naturaleza y promoviendo 
el desarrollo sostenible con la finalidad de mejorar la calidad de vida 
de la población”. Por su parte, la Ley Nº 1700 tiene como objetivo 
“Promover el establecimiento de actividades forestales sostenibles y 
eficientes que contribuyan al cumplimiento de las metas del desarrollo 
socioeconómico de la nación”. 

La Ley Nº 300, promulgada el 15 de octubre de 2012, Ley Marco 
de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para vivir bien, reconoce 
los fundamentos del desarrollo integral en armonía y equilibrio con 
la Madre Tierra para Vivir Bien, la capacidad de regeneración de 
los componentes y sistemas de vida de la Madre Tierra, así como 
los derechos, obligaciones y deberes e incorpora las bases para la 
planificación, gestión pública e inversiones desde el nivel central del 
Estado. Sin embargo, en menos de dos años se promulgarían normas 
jurídicas que hoy en día son consideradas como normas “ecocidas”: 

La Ley Nº 502, 26 de febrero de 2014, de ampliación del plazo y 
modificación a la Ley Nº 337 de apoyo a la producción de alimentos y 
restitución de bosques.
Ley Nº 739, 29 de febrero de 2015, modificación de las leyes 337 y 
502 de apoyo a la producción de alimentos y restitución de bosques.
La Ley Nº 740, 29 de septiembre de 2015, de ampliación del plazo de 
verificación de la Función Económica Social.
La Ley Nº 741, del 29 de septiembre de 2015, de autorización de 
desmonte hasta 20 hectáreas para pequeñas propiedades y propiedades 
comunitarias o colectivas para actividades agrícolas y pecuarias.
Ley Nº 952, 26 de mayo de 2017, de ampliación del plazo para 
el registro al programa de apoyo a la producción de alimentos y 
restitución de bosques.
Ley Nº 1098, 17 de septiembre de 2018, que establece el marco 
normativo que permita la producción, almacenaje, transporte, 
comercialización y mezcla de Aditivos de Origen Vegetal.
D.S. Nº 3874, 18 de abril de 2019, que autoriza al Comité Nacional de 
Bioseguridad establecer procedimientos abreviados para la evaluación 
de la soya evento HB4 y soya evento Intacta.
Ley Nº 1171, 25 de abril de 2019, de uso y manejo racional de quemas.
D.S. Nº 3973, que modifica el Artículo 5 del Decreto Supremo 26075, 
de 16 de febrero de 2001, autorizando el desmonte para actividad 
agropecuaria en los departamentos de Santa Cruz y Beni. 
Éstas se suman a otras normas aprobadas por el actual gobierno, como 
el D.S.Nº 4232, que simplifica los pasos para que en Bolivia se trabaje 
con semillas transgénicas de maíz, caña de azúcar, algodón, trigo y soya.
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Artículo 388. Las 
comunidades indígenas 
originario campesinas 
situadas dentro de 
áreas forestales serán 
titulares del derecho 
exclusivo de su 
aprovechamiento y de 
su gestión, de acuerdo 
con la ley.

El Art. 6 de la Ley Nº 1700 establece que el Poder Ejecutivo podrá 
disponer la revocación total o parcial de derechos de utilización forestal 
otorgados a los particulares cuando sobrevenga causa de utilidad 
pública. Por su parte, la Ley Nº 1333 (LMA), establece que el uso 
del suelo para actividades agropecuarias y forestales debe efectuarse 
manteniendo su capacidad productiva, aplicando técnicas de manejo 
que eviten la pérdida o degradación de los mismos, por otro lado, 
advierte a las empresas públicas o privadas, que realizan actividades 
de uso del suelo que alteren su capacidad productiva, están obligadas a 
cumplir las normas y prácticas de preservación y recuperación. Como 
ejemplo debemos señalar la aprobación del PLUS Beni, mediante Ley 
Departamental Nº 093, si bien la CPE en su Art. 300 I), inc. 5 establece 
como competencias exclusivas de los gobiernos departamentales 
autónomos, en su jurisdicción, “Elaboración y ejecución de Planes de 
Ordenamiento Territorial y de uso de suelos, en coordinación con los 
planes del nivel central del Estado municipales e indígena originario 
campesino” y no así la competencia de “aprobación” de una normas 
como es el PLUS, en nuestra opinión contradice los señalado por la 
misma CPE en su Art. 298 I), que señala como competencias privativas 
del nivel central del Estado, la Política general sobre tierras y territorio. 
Por su parte, el entonces presidente de Bolivia, mediante Ley Nº 047, 
propone el cambio de uso de suelo del parque Las Barrancas en el 
departamento de Tarija, con el cual pone que los parques y áreas 
protegidas de naciones pueden ser sujetos a este tipo de cambios sobre 
el uso de la tierra.
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Artículo 389. III. Toda 
conversión de suelos 
en áreas no clasificadas 
para tales fines 
constituirá infracción 
punible y generará la 
obligación de reparar 
los daños causados.

La ley Forestal, Ley Nº 1700 en su Artículo 5, faculta al Poder Ejecutivo 
disponer restricciones administrativas, servidumbres administrativas, 
prohibiciones, prestaciones y demás limitaciones legales inherentes 
al ordenamiento territorial, la protección y sostenibilidad del manejo 
forestal.

Con el D.S. Nº 071, del 9 de abril de 2009, crea la Autoridad de 
Fiscalización y Control Social de Bosques y Tierras (ABT); asumiendo 
las competencias de la extinta Superintendencia Forestal, a pesar de 
la vigencia de la Ley Nº 1700, lo que crea un vacío legal respecto 
a las atribuciones de otorgación de derechos forestales, fiscalización, 
control y normativo, por lo que la ABT no encuentra las salidas 
jurídicas respecto a la protección, conservación de los bosques debido 
a su accionar y la línea jurisprudencial respecto a la jurisdicción 
agroambiental. 

Actualmente nuestra normativa penal en Art. 223 ha incorporado el 
delito de “destrucción o deterioro de bienes del estado y la riqueza 
nacional”, es decir, se atribuye el delito a “El que destruyere, 
deteriorare, substrajere o exportare un bien perteneciente al dominio 
público, una fuente de riqueza, monumentos u objetos del patrimonio 
cultural material boliviano, incurrirá en privación de libertad de 
uno a seis años” el cual sostiene claramente que el delito señalado es 
punible.
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Línea de Acción 2: Promover la Producción Sostenible 
Disposición CPE Análisis / Valoración
Artículo 306. I. El 
modelo económico 
boliviano es plural 
y está orientado a 
mejorar la calidad de 
vida y el vivir bien de 
todas las bolivianas y 
los bolivianos.
II. La economía plural 
está constituida por las 
formas de organización 
económica
comunitaria, estatal, 
privada y social 
cooperativa.

Ley Nº 2878 Ley de promoción y apoyo al sector riego, de fecha 8 de 
octubre de 2004, regula el aprovechamiento sostenible de los recursos 
hídricos en las actividades de riego para la producción agropecuaria y 
forestal. Así también, se crea el Servicio Nacional de Riego (SENARI), 
en aquel entonces dependía del Ministerio de Asuntos Campesinos y 
Agropecuarios, actualmente depende del MMAyA; el SENARI tiene 
la gran responsabilidad de regular, planificar, gestionar, promover 
la inversión pública para el desarrollo de riego y la producción 
agropecuaria y forestal bajo riego a nivel nacional, siendo en su 
mayoría orientada a la región de valles y altiplano principalmente.

Es importante señalar que la Ley Nº 3501, del 19 de octubre de 2006, 
establecía la ampliación del plazo para la ejecución del proceso de 
saneamiento de la propiedad agraria en siete años, es decir, hasta el 
2013. No obstante, la Ley Nº 3545, del 28 de noviembre de 2006, 
modifica la Ley Nº 1715 cuyo objetivo principal es la reconducción 
de la reforma agraria a través de la eliminación de propiedades 
improductivas, protección de derechos propietarios, promoción del 
uso sostenible de los recursos naturales, incorpora las funciones de 
lo social y económico, lo social como medio de verificación del uso 
de la propiedad. Sin embargo, el Art. 2. XI) de la Ley Nº 345, deja 
claramente establecido que los “desmontes ilegales son contrarios al 
uso sostenible de la tierra y no constituyen cumplimiento de la función 
social ni de la función económico social”, en la práctica sucedió lo 
contrario.
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Artículo 406. II. El 
Estado promoverá 
y fortalecerá las 
o r g a n i z a c i o n e s 
e c o n ó m i c a s 
p r o d u c t i v a s 
rurales, entre ellas 
a los artesanos, 
las cooperativas, 
las asociaciones 
de productores 
agropecuarios y 
manufactureros, y 
las micro, pequeñas 
y medianas empresas 
c o m u n i t a r i a s 
a g r o p e c u a r i a s , 
que contribuyan al 
desarrollo económico 
social del país, de 
acuerdo a su identidad 
cultural y productiva.

Si bien, la Ley Nº 144 del 26 de julio de 2011 establece la producción 
comunitaria agropecuaria para la soberanía alimentaria, por otro lado, 
incorpora políticas y mecanismos técnicos, tecnológicos y financieros 
de la producción, transformación y comercialización de productos 
agropecuarios y forestales. Como políticas de protección de recursos 
genéticos naturales la “no introducción de paquetes tecnológicos que 
impliquen “semillas genéticamente modificadas”, pero extrañamente la 
misma norma jurídica en su Art. 19, II-5), establece disposiciones para el 
control de la producción, importación y comercialización de productos 
genéticamente modificados, la misma tiene base constitucional en su 
Art. 409, señala que la “producción, comercialización e importación 
de transgénicos será regulada por ley”. 

Por un lado, la Ley Nº 338 del 26 de enero de 2013 reconoce a las 
organizaciones económicas campesinas, indígenas originarias (OECA) 
y  organizaciones económicas comunitarias por la contribución en la 
soberanía y seguridad alimentaria, pero las condiciones de fomento, 
promoción e inversión del Estado son limitadas. Por otro lado, este 
tipo de organizaciones tienen acceso a pequeña escala de producción 
principalmente para el autoconsumo, sin embargo, son grupos que 
conservan la biodiversidad y la genética de semillas nativas.

Uno de los desaciertos en la política de producción ha sido la Ley 
Nº 307, del 10 de noviembre de 2012, conocida como la Ley del 
Complejo Productivo de la Caña acompañada de la Ley Nº 337, del 9 
de diciembre de 2012, Ley de Apoyo a la Producción de Alimentos y 
Restitución de Bosques, con la finalidad de incentivar en predios que 
hubieren sido objeto de desmontes sin autorización, es decir, legalizar 
los delitos forestales desde el punto de vista jurídico. Posteriormente, 
se promulga la Ley Nº 741 la que autoriza el desmonte de hasta 
veinte hectáreas (20 ha) en pequeñas propiedades, propiedades 
comunitarias o colectivas en proceso de saneamiento o tituladas, y 
asentamientos humanos legalmente establecidos con Resolución de 
Autorización, para el desarrollo de actividades agrícolas y pecuarias, 
sin la presentación de Planes de Ordenamiento Predial o de Planes 
de Gestión Integral de Bosques y Tierra en pequeñas propiedades, 
propiedades comunitarias o colectivas, y asentamientos humanos con 
Resolución de Autorización, de forma expedita y simplificada.
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Línea de Acción 3: Garantizar la Disponibilidad y la Gestión Sostenible del Agua
Disposición CPE Análisis / Valoración
Artículo 16. I. Toda 
persona tiene derecho al 
agua y a la alimentación.

Después de 114 años de vigencia de la Ley Nº 1906, Ley de Aguas, 
existe cierta contradicción con la actual CPE (2009): en el Art. 1 de la 
mencionada Ley indica: “Pertenecen al dueño de un predio las aguas 
pluviales que caen o se recogen en el mismo mientras discurran por 
él”, a su vez pone en contraposición a la Resolución A/RES/64/292 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas, del 28 de julio de 
2010, donde se reconoce explícitamente como un derecho humano 
fundamental para el completo disfrute de la vida y de todos los demás 
derechos humanos. A pesar de existir avances importantes como la 
celebración del 58o Periodo de Sesiones de la Asamblea General de 
Naciones Unidas, el 9 de febrero de 2004, mediante la Resolución 
58/217 declaró la década de 2005-2015 como el Decenio internacional 
para la acción: El agua, fuente de vida.

Artículo 19. III. 
El acceso al agua 
y alcantarillado 
constituyen derechos 
humanos, no son 
objeto de concesión ni 
privatización…

En Bolivia, desde la promulgación de la Ley Nº 2026 Ley de Prestación 
y utilización de Servicios de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario, 
estableció en su Art. 5 como principio “universalidad del acceso, 
calidad, continuidad, sostenibilidad” de los servicios; después de 20 
años la norma legal, hasta el 2012, el 68% de los hogares del país 
contaba con acceso a servicios de agua mediante cañería de red, un 
9% mediante piletas públicas y un 4% con un pozo o noria con bomba. 
El 19% de los hogares no tenía acceso a una fuente de agua (INE, 
2012). Así mismo, mediante D.S. No. 0831 de fecha 30 de marzo de 
2011, se crea del Programa “Mi Agua” en sus diferentes etapas ha 
ejecutado perforación de pozos de agua tanto en el área urbana como 
en el área rural. Posteriormente, el D.S. Nº 0071 del 9 de abril de 2009 
crea la AAPS y asigna “competencia de ente regulador y asegurar 
el cumplimiento del derecho fundamentalísimo de acceso al agua y 
priorizar su uso para el consumo humano, seguridad alimentaria y 
conservación del medio ambiente, en el marco de sus competencias.

Ley Nº 1906 en su Art. 3. señala: “Las municipalidades o comisiones 
auxiliares dando cuenta al gobierno podrán conceder autorización al 
que la solicite, para construir en terrenos públicos de su término y 
jurisdicción, cisternas o aljibes, donde se recojan las aguas pluviales” 
el cual deja en duda las fuentes de agua a nivel nacional.
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Artículo 20. I. 
Toda persona tiene 
derecho al acceso 
universal y equitativo 
a los servicios básicos 
de agua potable, 
alcantarillado (…).

Es necesario resaltar el “derecho al acceso universal”, toda vez que 
hace referencia a cualquier ciudadano puede exigir la prestación de 
servicios. De los servicios básicos de agua y alcantarillado, que son 
derechos humanos establecido en noviembre de 2002, el Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales adoptó la Observación 
General Nº 15, en el que se define el derecho al agua como el derecho 
de cada uno a disponer de agua suficiente, saludable, aceptable, 
físicamente accesible y asequible para su uso personal y doméstico.

El D.S. Nº 2215, 17 de diciembre de 2014, autoriza la firma de 
financiamiento de la Corporación Andina de Fomento (CAF) hasta 
$US 75.000.000,00.- para el financiamiento parcial del “Programa 
Más Inversión para Riego - Mi Riego”. El D.S. Nº 3064, 26 de enero de 
2017, autoriza nuevamente la firma de financiamiento de la CAF hasta 
$US 70.000.000,00.- para el financiamiento parcial del “Programa 
Más Inversión para Riego - Mi Riego II”.

La Ley Nº 745, del 5 de octubre de 2015, declara Década del Riego 
2015-2025, “Hacia el Millón de Hectáreas”, con la finalidad de 
promover la producción agropecuaria a través de inversiones del nivel 
central del Estado y las entidades territoriales autónomas, orientadas 
al desarrollo del riego en el país.
Mediante Ley Nº 786, del 9 de marzo de 2016, se declara “Década del 
Riego” 2015-2025 con la meta de 1 millón de hectáreas regadas.

Artículo 373. 
II. Los recursos 
hídricos en todos sus 
estados, superficiales 
y subterráneos, 
constituyen recursos 
finitos, vulnerables, 
estratégicos y cumplen 
una función social, 
cultural y ambiental. 
Estos recursos no 
podrán ser objeto de 
apropiaciones privadas 
y tanto ellos como 
sus servicios no serán 
concesionados y están 
sujetos a un régimen 
de licencias, registros 
y autorizaciones 
conforme a Ley.

La SCP Nº 0052/2012, del 5 de abril, sostuvo que ‘El derecho al agua 
tiene una doble dimensión constitucional, tanto como un derecho 
individual fundamental como un derecho colectivo comunitario 
fundamentalísimo’.
Así también la SCP Nº 0788/2012, del 13 de agosto, establece que el 
derecho fundamental al agua y también el acceso al servicio de agua 
potable, en el Estado Plurinacional de Bolivia, tiene dos facetas: a) 
Como derecho individual y b) como derecho con incidencia colectiva.

La CPE en su disposición transitoria Octava. I En el plazo de un año 
desde la elección del Órgano Ejecutivo y del Órgano Legislativo −es 
decir 2010−, las concesiones sobre recursos naturales, electricidad, 
telecomunicaciones y servicios básicos; deberán adecuarse al nuevo 
ordenamiento jurídico. La migración de las concesiones a un nuevo 
régimen jurídico en ningún caso supondrá desconocimiento de 
derechos adquiridos. Esta última parte de la disposición entra en 
contradicción con el Art. 372, II), cuando se refiere a “tanto ellos como 
sus servicios (refiere a recursos hídricos) … están sujetos a un régimen 
de licencias, registros y autorizaciones conforme a Ley”.
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Artículo 375. 
I. Es deber del 
Estado desarrollar 
planes de uso, 
conservación, manejo 
y aprovechamiento 
sustentable de las 
cuencas hidrográficas.

Desde el nivel central se han promovido diferentes normativas legales 
como la Ley Nº 2878 de Promoción del Riego para la Producción 
Agropecuaria y Forestal, Ley No. 2066 de Prestación y Utilización 
de Servicios de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario, así también 
sobre cuencas y ríos; Ley No. 550 del Servicio de Encauzamiento de 
Aguas y Regulación del Río Piraí (SEARPI), orientada a planificar 
el desarrollo económico de la cuenca; Ley Nº 1039 del Servicio de 
Mejoramiento de la Navegación Amazónica (SEMENA), con el 
propósito de mantener en condiciones de navegabilidad los ríos de 
dicha cuenca; Ley Nº 2140, sobre Reducción de Riesgos y Atención 
de Desastres y/o Emergencias, con enfoque de manejo de cuencas; la 
R.M. Nº. 470, del 8 de septiembre de 2017, mediante la cual aprueba la 
ampliación del Programa Plurianual de la gestión integral de recursos 
hídricos y manejo integrado de cuencas para la gestión 2017 -2020, este  
tiene como  objetivo impulsar la gestión hídrico-ambiental en Bolivia, 
bajo la modalidad de participación y autogestión, desde la perspectiva 
de cultura y sistemas de vidas locales, como sustento del desarrollo 
humano y ambiente sostenible, en un contexto de vulnerabilidad 
frente a los desastres naturales y al cambio climático. Sin embargo, la 
efectividad y aplicación de estas políticas no han tenido impacto en el 
desarrollo del país, sobre todo en materia de conservación y manejo 
de cuencas. 
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Línea de Acción 4: Promover la Generación y el Uso Sostenible de Energía
Disposición CPE Análisis / Valoración
Artículo 378. I. Las 
diferentes formas 
de energía y sus 
fuentes constituyen un 
recurso estratégico, su 
acceso es un derecho 
fundamental y esencial 
para el desarrollo 
integral y social del 
país, y se regirá por 
los principios de 
eficiencia, continuidad, 
adaptabilidad y 
preservación del medio 
ambiente

La ley de electricidad boliviana Ley Nº 1604, del 21 de diciembre 
de 1994, regula actividades de la Industria Eléctrica y establece los 
principios para la fijación de precios y tarifas de electricidad en todo 
el territorio nacional. La referida Ley en su Art. 5, establece que el 
aprovechamiento de aguas y otros recursos naturales renovables 
destinados a la producción de electricidad se regulará por la presente ley 
y la legislación en la materia, teniendo en cuenta su aprovechamiento 
múltiple, racional, integral y sostenible.

Con la Ley Nº 2795, de fecha 05 de agosto de 2004, se declara de 
prioridad nacional y necesidad pública departamental el diseño, 
ejecución del Proyecto de la Central Hidroeléctrica “ROSARIUNI” 
(Prov. Inquisivi del Departamento de La Paz), el cual da pie al 
aprovechamiento de los recursos naturales para la producción de 
energía eléctrica a través de represas hidroeléctricas.

De acuerdo a la Ley Nº 1604, en su Art. 9, manifiesta textualmente que 
“las exportaciones e importaciones de electricidad y las interconexiones 
internacionales se efectuarán de acuerdo a las políticas establecidas por 
el Poder Ejecutivo y las disposiciones de la presente ley”, el cual con lo 
señalado en el numeral 8 del Parágrafo II del Artículo 298 de la CPE, 
determina como competencias exclusivas del nivel central del Estado, la 
política de generación, producción, control, transmisión y distribución 
de energía en el sistema interconectado nacional, consecuentemente el 
D.S. Nº 28653, del 21 de marzo de 2006, establece Tarifa Dignidad, 
pero esta determinación no condice con la realidad y la necesidad de 
energía eléctrica nacional. Para resolver esta deficiencia se aprueba el 
D.S. Nº 29272, de fecha 12 de septiembre de 2007, reconoce que la base 
la estrategia de incrementar la cobertura de electrificación para promover 
la universalización del servicio de energía eléctrica en el área urbana 
y rural, a su vez el Estado asume la responsabilidad de implementar 
planes de electrificación que incorporen mecanismos de financiamiento 
sostenibles y promuevan la inversión pública y privada.

Otra de las estrategias promovidas desde el nivel central del Estado es 
el “Programa Electricidad para Vivir con Dignidad”, aprobado por el 
D.S. Nº. 29635, de fecha 9 de julio de 2008, donde se establecen cuatro 
políticas fundamentales; 1) desarrollar infraestructura eléctrica para 
atender las necesidades internas y generar excedentes con la exportación 
de electricidad, 2) incrementar la cobertura del servicio eléctrico en 
el área urbana y rural para lograr la universalización del servicio de 
electricidad, 3) soberanía e independencia energética; y 4) consolidar 
la participación del Estado en el desarrollo de la industria eléctrica con 
soberanía y equidad social, esta última tiene como objeto controlar, 
supervisar y regular el sector de Electricidad considerando la Ley Nº 
1604, del 21 de diciembre de 1994 ; y sus reglamentos, en tanto no 
contradigan lo dispuesto en la CPE.
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Artículo 379. I. El 
Estado desarrollará 
y promoverá la 
investigación y el 
uso de nuevas formas 
de producción de 
energías alternativas, 
compatibles con la 
conservación del 
ambiente.

El Art. 298, II.8) de la CPE, establece como competencias exclusivas 
del nivel central del Estado “Política de generación, producción, control, 
transmisión y distribución de energía en el sistema interconectado”. A 
partir de aquello el DS. Nro. 2066, del 23 de julio de 2014, autoriza 
la asignación de recursos del Fondo para la Revolución Industrial 
Productiva (FINPRO) a la Empresa Eléctrica Corani S. A., filial de 
ENDE Corporación, para la implementación del proyecto “Parque 
Eólico Qollpana”, ubicado en el municipio de Pocona, ubicado a 122 
km de la ciudad de Cochabamba, la misma tiene la finalidad de generar 
27 MW de potencia y conectar al Sistema Integrado Nacional (SIN). 
A partir de este proyecto, se proyecta la construcción de tres parques 
eólicos en el departamento de Santa Cruz (Warnes I, El Dorado y San 
Julián) con una potencia de 108 MW, dichoproyecto iniciaba este año 
2020.

Otros de los D.S. Nº 2697, del 9 de marzo de 2016, se crea la Agencia 
Boliviana de Energía Nuclear  (ABEN), entre sus funciones esta 
“Promover y desarrollar en el país la investigación en el campo 
de la ciencia y tecnología nuclear y sus aplicaciones con fines 
pacíficos”, a partir de aquello se crea el Programa Nuclear Boliviano, 
el mismo posee entre sus prioridades el funcionamiento del Centro de 
Investigación y Desarrollo en Tecnología Nuclear (CIDTN), siendo 
este último de máxima prioridad, para el que se platean tres acciones de 
inversión: Complejo Ciclotrón Radiofarmacia, Planta Multipropósito 
de Irradiación y Reactor Nuclear de Investigación en construcción.
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Línea de Acción 5: Fortalecer la Gestión de Riesgos
Disposición CPE Análisis / Valoración
Artículo 108. Son 
deberes de las 
bolivianas y los 
bolivianos: 11). 
Socorrer con todo el 
apoyo necesario, en 
casos de desastres 
naturales y otras 
contingencias.

La Ley Nº 144, del 26 de junio de 2011, en su Art. 24, establece como 
política de prevención y gestión de riesgos en coordinación con los 
actores productivos, implementar un sistema de prevención y gestión 
de riesgos relacionados a desastres asociados a fenómenos naturales, 
intervenciones antrópicas, plagas, enfermedades, siniestros climáticos 
y riesgos del mercado que puedan afectar la soberanía alimentaria.

La Ley Nº 602, del 14 de noviembre de 2014, establece como 
finalidad definir y fortalecer la intervención estatal para la gestión 
de riesgos, priorizando la protección de la vida, y desarrollando la 
cultura de prevención con participación de todos los actores y sectores 
involucrados; ahora bien, tiene como objetivo la reducción del riesgo 
a través de la prevención, mitigación, recuperación y la atención 
de desastres y/o emergencias a través de la preparación, alerta, 
respuesta y rehabilitación ante riesgos de desastres ocasionados por 
amenazas naturales, socio-naturales, tecnológicas y antrópicas, así 
como vulnerabilidades sociales económicas, físicas y ambientales. 
Así mismo, la norma jurídica crea el Sistema Nacional de Reducción 
de Riesgos y Atención de Desastres y/o Emergencias  (SISRADE) 
con estructura territorial: 1) El CONARADE, como la instancia 
superior de decisión y coordinación. 2) Los CODERADE, y 3). Los 
COMURADE. Esta estructura y el funcionamiento de la misma es 
muy importante en la planificación y operativización de accesiones en 
terreno, no solo en planeación estratégica, sino también en atención de 
la emergencia y medidas de adaptación al cambio climático.

El D.S. Nº 2342, del 29de abril de 2015, propone definir y fortalecer 
la intervención estatal para la gestión de riesgos, priorizando la 
protección de la vida, y desarrollando la cultura de prevención con 
participación de todos los actores y sectores involucrados. Como 
medida de resarcimiento del daño por desastres naturales ocasionado a 
los cultivos, la Ley Nº 144 en su Art. 33 ya disponía como atribuciones 
y funciones del Instituto del Seguro Agrario, para la implementación 
del Seguro Agrario Universal “Pachamama”, siendo este una política 
de estado para garantizar la seguridad alimentaria; abarcando los 
cultivos de papa, haba, maíz, trigo, quinua, cebada, avena, frejol, 
alfalfa y yuca; contra eventos climáticos como sequía, helada, granizo 
e inundación, donde cada familia puede registrar hasta tres hectáreas 
como máximo, el monto a cancelar fue establecido en Bs. 1000 por 
hectárea perdida o severamente dañada.
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Línea de Acción 6: Mejorar la Educación para el Cambio Climático
Disposición CPE Análisis / Valoración
Artículo 80. I. La 
educación tendrá como 
objetivo la formación 
integral de las personas 
y el fortalecimiento de 
la conciencia social 
crítica en la vida y para 
la vida. La educación 
estará orientada a la 
formación individual y 
colectiva; al desarrollo 
de competencias, 
aptitudes y habilidades 
físicas e intelectuales 
que vincule la teoría con 
la práctica productiva; 
a la conservación 
y protección del 
medio ambiente, la 
biodiversidad y el 
territorio para el vivir 
bien. Su regulación y 
cumplimiento serán 
establecidos por la ley.

Ley Nº 070, del 20 de diciembre de 2010, Ley de Educación “Avelino 
Siñani y Elizardo Pérez”, en su Art. 5 establece como objetivo 
“Desarrollar la formación integral de las personas y el fortalecimiento 
de la conciencia social crítica de la vida y en la vida para Vivir Bien, 
que vincule la teoría con la práctica productiva”, así mismo son fines 
de la educación “Impulsar la investigación científica y tecnológica 
asociada a la innovación y producción de conocimientos, como rector 
de lucha contra la pobreza, exclusión social y degradación del medio 
ambiente” (Ley 070, Art. 4, 11).

Sin embargo, este aspecto no ha tenido significativa relevancia en su 
implementación como política educativa para el cambio climático, no 
es suficiente abordar la parte teórica, sino la práctica en los diferentes 
espacios educativos de formación, sean estos unidades educativas, 
centro de formación alternativos, y/o casas superiores de estudio.
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PROPUESTA TÉCNICA PARA UNA 
POLÍTICA PARA ENFRENTAR LA 
CRISIS CLIMÁTICA EN BOLIVIA
Propuesta Técnica para una Política para el Contexto Boliviano

Bolivia es un país en vías de desarrollo que aún presenta muchas necesidades y debilidades. 
Este contexto no solo explica parte de las vulnerabilidades identificadas en nuestro diagnóstico 
en cuanto a las políticas climáticas, pero también debe ser considerado al momento de pretender 
construir una propuesta para una nueva política climática. Por ejemplo, es imposible plantear una 
propuesta climática sin considerar que la matriz energética de Bolivia necesita crecer si el país 
quiere asegurar que su población e industrias tengan acceso a energía. De la misma manera, es 
imposible plantear propuestas de desarrollo agropecuario sin reconocer la necesidad del país de 
garantizar su seguridad alimentaria y de diversificar su economía. 

Entonces,en este apartado  tratamos de plantear propuestas de desarrollo en un marco más amplio, 
identificando opciones de desarrollo sostenible que permiten cumplir con una agenda climática 
racional, dentro de una propuesta de desarrollo más integral. Es decir, propuestas que permitan 
que el país no solo apunte a alcanzar sus metas climáticas,  sino también le permitan avanzar hacia 
las diversas otras metas y necesidades en aspectos económicos, sociales y ambientales. Para tal 
efecto, nuevamente recurrimos al enfoque de los 17 ODS de la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible1, los mismos establecen un nuevo marco para pensar el siglo XXI con una visión más 
justa y pacífica. Por ende, consideramos la agenda de los ODS como una agenda posible en este 
contexto de crisis climática, depresión económica y los efectos causados por el nuevo coronavirus 
COVID 19.

Nuestro diagnóstico confirma que Bolivia aún se destaca por ser un país con gran diversidad, 
tanto en ecosistemas como ensistemas productivos; pero que su práctica y política nacional de 
desarrollo está orientada hacia el crecimiento económico a partir de la exportación de materias 
primas e incipientes procesos de industrialización, con poco énfasis en aspectos de sostenibilidad, 
y actualmente es el segundo más vulnerable de Sudamérica para enfrentar los daños del Cambio 
Climático (Chen et al., 2015). Pese al discurso político del Vivir Bien o Sumaj Kawsay y de defensa 
de la Madre Tierra, los datos técnicos científicos son contundentes respecto de afirmar que Bolivia 
ha generado un aumento considerable de sus emisiones de gases de efecto invernadero per cápita 
comparables a países de Europa (FAO, 2016). Los cambios en el uso de suelo y en especial la 
deforestación, asociados a una política de extractivismo en especial en el modelo agroindustrial, 
constituyen la principal fuente de gases de efecto invernadero en nuestro país. 

En otras palabras, desde la implementación de la Agenda 2030 en el año 2015, se avanzó bastantes 
aspectos de los ODS, mientras se desatendió otros. En términos generales nuestros análisis muestran 
que con estas políticas será imposible cumplir con las CND. En la misma línea, el Informe sobre 
Desarrollo Sostenible 2019, realizado por la Red de Soluciones para el Desarrollo Sostenible 
(Sachs et al., 2019), indica que Bolivia ocupa el puesto número 80 −de 162− en el ranking del 

1	  El 25 de septiembre de 2015, los 193 estados miembros de las Naciones Unidas adoptaron los 17 Objetivos de Desarrollo Sosteni-
ble (ODS), que según lo previsto deberían guiar las acciones de la comunidad internacional hasta el año 2030.
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cumplimiento de los ODS a nivel global. Aunque cabe señalar que en realidad ningún país en 
el mundo ha alcanzado todavía los 17 ODS ni existe alguno que este en vías de alcanzarlos para 
el 2030. Esta posición en el ranking, no obstante, confirma que Bolivia requiere hacer cambios 
drásticos en sus políticas, tanto para alcanzar sus metas climáticas, como para cumplir los ODS 
vinculado un desarrollo más integral. 

Seis Principios Transversales a la Propuesta

El enfoque de nuestra propuesta está articulado alrededor de seis principios transversales que 
equilibran las dimensiones sociales, económicas y medio ambientales de la sostenibilidad, y 
conforman la base para elaborar políticas, estrategias, regulaciones e incentivos que se adapten a 
las necesidades.

Principio 1: Aumentar la productividad, el empleo y el valor de los productos de la 
agricultura familiar campesina. 

La agricultura familiar campesina indígena es la principal forma de producción agropecuaria en 
Bolivia, tiene una base social y económica heterogénea que contiene cultura, territorio y un sistema 
de producción que incluye manejo y conservación de suelos, semillas, agua y demás recursos. 
En los territorios de la agricultura familiar se encuentra alrededor de una tercera parte de la 
población económicamente activa donde se produce alimentos, energía, funciones ambientales, 
hasta los paisajes y recursos naturales vitales para la vida. Por ende, aumentar la productividad de 
la agricultura familiar en Bolivia no solo tiene beneficios en términos de producción agropecuaria 
sino en un conjunto de otras potencialidades, ya que contribuye a un desarrollo sostenible e 
inclusivo, favoreciendo la permanencia de la familia en el medio rural, generando empleo directo 
e indirecto; además es un sector socioeconómico que tiene el potencial de crear polos de desarrollo 
económico y redes de comercialización que disminuyan las inequidades entre la ciudad y el campo, 
asimismocontribuyan a la consolidación económica nacional.

Principio 2: Proteger e impulsar el uso sostenible los recursos naturales.

El uso sostenible de los recursos naturales va a ser la dimensión estratégica de las políticas de la 
próxima década, esto si somos capaces de transformar y resguardar a nuestras sociedades. Por 
ende, un enfoque de desarrollo sostenible precisará de estrategias renovadas para garantizar las 
funciones ecosistémicas claves de captura de carbono, nuevas fuentes de energía renovable y la 
conservación a través de la gestión sostenible de ecosistemas y recursos naturales.   
  
Principio 3: Mejorar los medios de subsistencia y fomentar el desarrollo territorial.

El enfoque territorial del desarrollo plantea fortalecer la capacidad autogestora de los territorios con 
apuestas para reforzar los capitales sociales, humanos yeconómicos, y a la vez los espacios públicos 
de toma de decisiones. Pensar en la organización desde el territorio posibilita la reconstitución de 
lógicas democráticas en la gestión pública ya que, dadas las condiciones humanas y materiales, es 
en este nivel donde el Estado y la sociedad pueden asociarse con mayor intensidad a partir de las 
demandas y de los intereses locales. Por lo tanto, la mejora de los medios de vida y subsistencia 
están en intrínseca relación con la consolidación de un territorio con capacidad de gobierno, normas 
y redes de solidaridad que modifique el patrón colonial del Estado, quien excluye a una parte 
importante de la población boliviana.



Propuestas para una nueva y urgente Política Climática Boliviana  

98

Principio 4: Potenciar la resiliencia de las personas, de las comunidades y de los 
ecosistemas.

Este principio apunta a la necesidad de incrementar las capacidades locales de resiliencia ante 
el cambio climático, tanto en las organizaciones territoriales y sus capacidades institucionales 
de gestión de riesgos, como  en los municipios vulnerables. Debido al cambio climático, que se 
expresa en la presencia de los fenómenos meteorológicos extremos −sequías, heladas, granizadas, 
etc.−; son afectadas un mayor número de personas, quienes  reducen su capacidad de producir 
o recolectar alimentos, y consecuentemente padecen el empobrecimiento de sus familias. Por lo 
tanto, potenciar la resiliencia puede ayudar a la gestión del riesgo con acciones de prevención y 
adaptación para reducir las consecuencias de olas de calor, sequias o inundaciones, epidemias 
profundizadas por el cambio climático.

Principio 5: Adaptar la gobernanza a los nuevos retos de la sostenibilidad.

La gobernanza es un conjunto de criterios y lineamientos que articulan las políticas públicas de 
diferentes niveles y sectores a las condiciones características propias de los territorios, que constituyen 
los referentes principales para la formulación e implementación de políticas sectoriales y territoriales, 
en concordancia con los objetivos y metas del desarrollo sostenible. Algunos elementos que debe 
priorizar la gobernanza para la sostenibilidad son: a) Propiciar y fortalecer una estructura nacional 
decentralizada y multipolar, articulada y complementaria de asentamientos humanos; b) Garantizar la 
sustentabilidad del patrimonio natural mediante el uso racional y responsable de los recursos naturales 
renovables y no renovables; c) Potenciar la diversidad −económica y biológica− y el patrimonio 
cultural a tiempo de consolidar un modelo de gestión descentralizado y desconcentrado, con base en 
la planificación articulada y la gestión participativa del territorio.

Principio 6: Mejorar la equidad y asegurar el respecto a los derechos humanos.

Los principios de igualdad y equidad implican que todos los interesados directos, independientemente 
del grupo social al cual pertenecen, deben ser consultados e involucrados bajo condiciones iguales, 
en las múltiples actividades de conservación y gestión sostenible. Además, se debe garantizar la 
participación plena y activa de aquellos sectores de la sociedad que han sido excluidos en el pasado 
o están en desventaja. La inclusión de los diferentes grupos de interesados directos, con base en la 
equidad, produce una política de gestión sostenible que cuenta con el apoyo de todos los diversos 
grupos sociales de usuarios reales de los recursos. Además, produce la inclusión de varios sistemas 
de conocimientos, visiones y destrezas en gestión y aprovechamiento respetuoso. Por consiguiente, 
tiene una mayor posibilidad de lograr un alcance positivo y de traducirse a una mejor conservación 
y uso sostenible de los recursos.

Áreas Estratégicas del PNCC  

Basados en la identificación de las debilidades de la política nacional climática señaladas en los anteriores 
apartados, en esta parte del documento proponemos una política que enfrente la crisis climática desde 
seis áreas estratégicas que simultaneamente responden a los enfoques del desarrollo sostenible y el uso 
eficiente de los recursos naturales. Las seis áreas estratégicas identifican una serie de problemáticas 
que el Estado Plurinacional de Bolivia deberá enfrentar en la gestiónes gubernamentales inmediatas. El 
lector puede encontrar de manera detallada en el documento datos técnicos y científicos que justifican la 
elección de estas áreas y que están en intrínseca relación con los 17 ODS. 
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Fig. 18.  Áreas Estratégicas del Desarrollo Sostenible

Fuente: Elaboración propia, 2020.

Estamos frente un modelo de desarrollo boliviano ineficiente e injusto, que la propia Crisis 
Climática se ha encargado de indicar que ya ha sido agotado y debe ser superado. Sencillamente no 
podemos insistir en seguir haciendo lo mismo, las evidencias son abrumadoras y dramáticas. Pero 
la Crisis Climática y Civilizatoria que enfrentamos representa también una urgente y renovada 
oportunidad   para que la sociedad boliviana y el Estado, redireccionen sus apuestas económicas y 
sociales en un conjunto de acciones que permitan acercarnos a un modelo de economía y país que 
reduzca nuestras vulnerabilidades ante los desafiantes escenarios futuros; lejos de una economía 
extractivista basada en recursos no renovables de suelos y subsuelos, hacia una que permita 
aprovechar los mayores potenciales y aptitudes de los vastos y diversos territorios y conocimientos 
humanos del país para la construcción de una sociedad más armónica y floreciente. 

Por ello, planteamos salidas al escenario actual mediante esta propuesta que tiene como destinatarios 
principales a las autoridades gubernamentales, nacionales, regionales y locales, a fin de brindar una 
referencia que impulse, inspire y promueva el desarrollo sustentable en Bolivia. Las propuestas 
recogidas en este documento están organizadas en las seis áreas estratégicas anteriormente 
mencionadas. 

Área Estratégica 1: Producción Agropecuaria 

Bolivia aún tiene importantes requerimientos económicos y nutricionales insatisfechos y si bien este 
contexto permitiría justificar el interés de los consecutivos gobiernos bolivianos de invertir en el 
desarrollo agropecuario agroindustrial; nuestro diagnóstico muestra que los impactos ambientales y 
climáticos de la expansión del agronegocio son inaceptables, mucho más aún frente a las dramaticas 
predicciones e impactos en curso de la Crisis Climática en territorio nacional, como lo demuestra con 
mucha nitidez el efecto del uso del fuego y resultantes megaincendios forestales.
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El modelo agroempresarial de politica agraria, además, ha generado beneficios limitados en 
términos económicos y de seguridad alimentaria; mientras que ha producido consecuencias 
negativas como el latifundio, conflictos por tierra, la migración campo-ciudad, la pérdida de 
biodiversidad y funciones ecosistémicas, el excesivo uso de agroquímicos, entre otros. En este 
sentido, identificamos la necesidad de reconocer el agotamiento e insostenibilidad socioambiental 
del modelo agroindustrial actual, y encarar como prioridad de Estado la construcción de una nueva 
política de producción agropecuaria, más sostenible y en armonía con los diferentes ecosistemas y 
las sociedades rurales dominantemente campesinas e indigenas. 

Principales Problemas Identificados
-	 El modelo de agronegocio o agroindustria genera serios impactos medioambientales y 

desestabilización de los ecosistemas.
-	 La producción ganadera se desarrolla bajo un sistema extensivo de baja eficiencia.
-	 Desatención y estancamiento productivo de la principal forma de producción sostenible 

y base de la seguridad alimentaria boliviana: la agricultura familiar campesina indígena. 
-	 Los índices de pobreza rural siguen siendo inacceptablemente altos, en especial en 

agricultores de subsistencia.

Acciones Estratégicas 

A lo largo de la historia de la agricultura, diferentes sociedades humanas alrededor del mundo 
han desarrollado una asombrosa variedad de sistemas productivos adecuados para las diferentes 
condiciones de suelo, altitud, especies de plantas cultivadas y caracteristicas agroclimáticas. 
Bolivia se caracteriza precisamente por exhibir una gran variedad de condiciones y soluciones 
tecnológicas para posibilitar la agricultura que va desde las llanuras inundables del Moxos, 
en las tierras bajas, pasando por las planicies del escudo precámbrico en Santa Cruz apto para 
mecanización convencional, hasta las terrazas y tacanas de las cordilleras andinas a varios miles 
de metros de elevación. Si bien esto representa grandes desafíos para elaboración de una política 
agraria nacional coherente, cualquier política adecuada a las condiciones bolivianas debe tener 
como requisito mínimo la disponibilidad de planes regionalizados construidos participativamente 
en concordancia con las aptitudes, condiciones agroecológicas y conocimientos de agricultores 
representativos de las ecoregiónes en cuestión. 

Dentro de este nuevo marco regionalizado de política agraria, el Estado en sus multiples niveles 
junto a la población local deberá identificar participativamente las diferentes opciones y enfoques 
agropecuarios disponibles que no atenten contra las funciones ecosistémicas locales vitales, y que 
permitan el desarrollo de los potenciales productivos, equilibrando las necesidades de la población 
local y la necesidad existencial de preservar funciones de regeneración de ciclos hidrológicos, 
conservación y regeneración de suelos, regulación térmica y pluvial provista por la cobertura 
vegetal y otros factores importantes para fortalecer la resiliencia nacional ante los extremos 
climáticos proyectados. 

Para asegurar genuinamente la implementación de estos planes regionalizados, la asignación 
de recursos públicos también debe reflejar esta diversidad y ser equitativa en su distribución, 
priorizando a los modelos productivos que constituyen la base de la seguridad alimentaria nacional 
y constribuyen positivamente a la conservación de las funciones ambientales regionales. 

El trabajo de varias instituciones y centros de estudio nacionales dedicados a la promoción del 
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desarrollo rural, activas en la diversidad de ecoregiones del país, constituyen una suerte de catálogo 
de las tecnologías y enfoques productivos exitosos −y fallidos− que pueden ser empleados para 
fortalecer y hacer climáticamente resilientes los diversos sistemas productivos rurales del país. Los 
efoques agroecológicos, de sistemas agroforestales o silvopastoriles en la Amazonia y el Chaco 
boliviano o el énfasis en la ampliación de capacidades de riego, fortalecimiento con establos de 
invierno de la ganadería de camélidos altoandina y la recuperación de sistemas de terrazas o tacanas 
en las laderas de las cordilleras andinas, solo para nombrar unos pocos ejemplos, son genuinas 
experiencias demostrativas desarrolladas con comunidades locales y bajo condiciones reales de 
campo que necesitan ser valoradas y tomadas en cuenta en el diseño de una nueva política agraria 
regionalizada boliviana.

A continuación, se presentan algunas ideas clave en forma de cuadros de texto:

Promover modelos alternativos de producción agropecuaria  
Dentro la producción agropecuaria a lo largo de la historia se ha ido desarrollando alternativas 
para la producción industrial de alimentos. Se recomienda priorizar los siguientes modelos 
alternativos que cuentan con experiencias de aplicación en el territorio boliviano: 

-	 La agroecología. 
-	 La agricultura de conservación. 
-	 Sistemas agroforestales. 
-	 La agroindustria familiar campesina. 
-	 La ganadería sostenible.

1.	 Fomentar la Agricultura Familiar Campesina 
La agricultura familiar en Bolivia se asienta en una base heterogénea, que contiene diversas 
tradiciones, cultura, territorio y un sistema agroalimentario que incluye el manejo y conservación 
de suelos, de semillas, de agua y demás recursos. En ese sentido, un cambio hacia una política 
enfocada en favor de la agricultura familiar campesina precisa de un mayor papel del Estado, la 
incorporación de nuevos enfoques teóricos sobre desarrollo rural, que va más allá de la simple 
producción agropecuaria. La agricultura familiar campesina con relación al desarrollo sostenible 
e inclusivo puede: i) Aportar a la seguridad alimentaria y nutrición; ii) Contribuir a la economía 
rural y nacional; iii) Beneficiar el medio ambiente y mitigar los efectos del cambio climático; y 
iv) Preservar la cultura local y territorial.

2.	 Implementar Sistemas Alimentarios Inclusivos y Eficientes
Los sistemas alimentarios sustentables son en la actualidad una de las propuestas que ha ganado 
más fuerza entre los modelos del desarrollo sostenible. Esto principalmente porque su origen está 
relacionado con los 17 Objetivos del Desarrollo Sostenible y la Agenda 2030 de las Naciones 
Unidas. El sistema alimentario sostenible se puede entender como “un sistema alimentario que 
garantiza la seguridad alimentaria y la nutrición para todas las personas de tal forma que no 
se pongan en riesgo las bases económicas, sociales y ambientales que permiten proporcionar 
seguridad alimentaria y nutrición a las generaciones futuras” (HLPE, 2014, p.34). 
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3.	 Erradicar la Pobreza Rural
La pobreza rural esta principalmente concentrada en la agricultura familiar de subsistencia, que 
es la forma de producción más significativa del país. La pobreza rural es una de las principales 
causas de la descampesinización y descomunalizacion de la agricultura familiar en Bolivia. En 
ese marco, sin una política decidida a erradicar la pobreza rural es imposible pensar cualquier 
tipo de enfoque de desarrollo sostenible. 

4.	 Promover Alternativas de Producción Ganadera Amigables con el Medio Ambiente
La ampliación de la frontera pecuaria en Bolivia es otra de las causas para la deforestación. 
Y promovida directamente por grandes consorcios brasileros como JBS1. Por ello, existen 
alternativas de producción ganadera amigables con el medio ambiente. 

-	 Una de las alternativas es aquella sugerida por CIPCA (2015), que denomina la ganadería 
altoandina consistente “en la crianza de bovinos (leche y/o carne), ovinos y camélidos 
de manera asociada y complementaria a la agricultura” (p.26). 

-	 También se puede mencionar a la ganadería de armonización, que “es un concepto 
adaptado a la realidad del manejo ganadero en Beni, específicamente a las llanuras 
inundables de los Llanos de Moxos, y se basa en los principios de la Ganadería 
Sostenible y las prácticas de diferentes sistemas como la Ganadería Regenerativa, el 
Pastoreo Racional de Voisin y la Ganadería Holística” (Mercado y Boorsma, 2019, p.9).

-	 Una última sugerencia es aquella identificada por Van t ́Hooft, K. (2004), que resalta la 
producción pecuaria diversificada que usa mano de obra principalmente de mujeres y 
niños, poca inversión y baja producción de productos tradicionales, crianza de diferentes 
especies de animales y una fuerte interdependencia entre cultivos y crianza de animales.  

5.	 Redistribuir tierras con justicia social y eliminación del latifundio
La tenencia de tierra demuestra una profunda desigualdad en la estructura agraria de Bolivia. En 
otros términos, el 1% de las UPA representado en grandes productores ocupa más de la mitad de 
la superficie cultivable del país. En ese marco, el acceso a la tierra además a su propiedad es el 
mejor incentivo para productores familiares, así como para preservar y mejorar la fertilidad del 
suelo. Para evitar la dependencia de financieras externas y permitir la organización de programas 
de crédito.  Es un tema complejo de la llamada cuestión agraria boliviana pues implica cuestionar 
las bases de relaciones de poder de la elite terrateniente del agronegocio. 

Área Estratégica 2: Economía Integral de Bosques y Ecosistemas

Esta área propone la elaboración de una política de conservación de ecosistemas mediante la 
planificación territorial proactiva, participativa, estratégica  a gran escala. Una parte importante 
del crecimiento del sector agrario ocurre a costa de la expansión de la frontera agropecuaria que, 
además, está estrechamente asociado a la creciente tala de bosques a tasas cada vez más altas.

Especialmente para el caso boliviano, el avance del modelo de agroindustria basado en la soya 
transgénica a costa de tierras forestales, resulta una tendencia especialmente preocupante. Se 
considera que la deforestación requerida por este modelo podrá avanzar solamente hasta cierto 
punto, aquel en el que sus impactos terminen por empujar a los sistemas boscosos hacia un colapso 
definitivo de esta forma de cobertura vegetal debido a mecanismos internos de autodebilitamiento 
del bosque y su humedad. 
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La preservación de funciones de regulación térmica, hídrica y de estabilización de cuencas a nivel 
nacional son estratégicas para la supervivencia de ciudades y comunidades rurales, de tal manera 
que deben ser garantizadas especialmente en un escenario de desestabilización climática como ya 
la ciencia ha advertido que estamos viviendo. En cambio, sería más interesante obtener productos 
climáticamente sostenibles a partir del aprovechamiento equilibrado de apreciados frutos silvestres 
y alimentos negativos en carbono, para obtener ingresos económicos superiores a los aportes de la 
agroindustria actual.  

Adicionalmente, es interesante el hecho de que muchas oportunidades de financiamiento existen y 
están en desarrollo hoy para a apoyar políticas e iniciativas nacionales que conjugan la preservación 
de bosques y la producción de alimentos e incluso bienes climáticamente inteligentes; lo que 
permitiría a futuros gobiernos nacionales la negociación de esquemas de financiamiento para 
más ambiciosas políticas de gestión integral de los bosques y otros valiosos ecosistemas como 
humedales, pastizales, etc. 

No está de más insistir en que gran parte de la estabilidad climática sobre la que se construye la 
soberanía alimentaria regional, dependerá de nuestra capacidad de preservar las funciones que hoy 
cumplen nuestros extensos y diversos bosques amazonicos, chaqueños y chiquitanos. El destino de 
los bosques bolivianos y sudamericanos está en estrecha relación con el  bienestar y el florecimiento 
de nuestras sociedades. 

Principales problemas Identificados
-	 Las áreas protegidas de Bolivia se encuentran amenazadas por la deforestación, incendios 

y el avance de actividades extractivistas. 
-	 La crisis de los ecosistemas naturales y en especial de bosques y humedales en pocas 

décadas pueden colapsarse y convertirse en sabanas o pampas. 
-	 La legislación boliviana es muy permisiva en aspectos ambientales, en especial en 

relación a la deforestación.

Acciones estratégicas 

6.	  Construir una Economía de Bosques  
Cerca del 50% del territorio nacional está cubierto por bosques, no obstante, hasta la fecha 
Bolivia no cuenta con una verdadera política forestal, mientras que existe todo un marco legal y 
cuerpo de políticas públicas que fomentan las actividades agropecuarias; la legislación y políticas 
para los bosques en Bolivia principalmente se limitan a restricciones que buscan la protección de 
los bosques y el aprovechamiento sostenible de los recursos forestales. 

Será necesario transitar a una verdadera política de bosques que aparte de mecanismos de protección 
contemple el potencial económico de los productos forestales maderables, no maderables y otros 
productos además de servicios proveídos por los bosques, para contrarrestar la amenaza de la 
conversión en otros usos de tierra; tal política de fomento forestal debe seguir un enfoque integral, 
contemplando aspectos relacionados al ordenamiento y la planificación productiva; la producción, 
el manejo, el enriquecimiento y la restauración de los bosques, la gestión de riesgos, adaptación al 
cambio climático, la transformación y comercialización de los productos forestales, la capacitación 
y formación de los usuarios forestales, así como la promoción y sensibilización dirigida a la 
población en general, además de considerar aspectos vinculados a la investigación y otros servicios 
de soporte que mencionamos en la siguiente acción estratégica.
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7.	 Gestión Integral y Sustentable de los Bosques Nacionales
La Gestión Integral y Sustentable del Bosque es un enfoque que integra el aprovechamiento 
sustentable de sus componentes maderables y no maderables, la conservación de los bosques 
y sus funciones ambientales (FAN, 2018). Por el momento el apoyo a la gestión integral es 
mínimo y principalmente se limitada a políticas de fomento de actividades productivas forestales 
e iniciativas de transformación de productos con cadenas productivas ya consolidadas. 

Para avanzar en esta opción de desarrollo, no solamente es necesario ampliar el apoyo para estas 
actividades, sino también se debe analizar otras formas de apoyo que permiten reforzar los demás 
aspectos de los complejos productivos forestales, incluyendo apoyo en forma de investigación, 
el desarrollo de nuevos productos, la identificación de mercado y el fomento del consumo de 
productos forestales. 

En consideración de los múltiples beneficios proveídos por los bosques, además, es necesario 
desarrollar acciones preferenciales como subvenciones para iniciativas productivas forestales, 
una mayor consideración de las actividades forestales en la definición de la función económica 
social, la creación de líneas financieras adaptadas a la realidad de las actividades forestales y un 
régimen impositivo diferenciado.

8.	 Fomentar el Ecoturismo 
Dentro la propuesta del ecoturismo es posible relacionarlo, como plantea Soto (2019), con el 
geoturismo, turismo natural, turismo verde, turismo de bajo impacto, viaje de aventura, turismo 
alternativo, turismo responsable, turismo suave, turismo apropiado, turismo de calidad, turismo 
nuevo, y turismo sustentable; son todos tipos similares de actividades turísticas. Los potenciales 
beneficios económicos, ambientales y sociales del ecoturismo han sido descritos ampliamente, 
e incluso se reconoce su potencial como estrategia para combatir el cambio Climático (Por 
ejemplo, ver: Munguía, 2014). La crítica hacia el ecoturismo y el agroturismo recae en que 
estas actividades simplemente benefician a las agencias de turismo. En ese marco, el desafío se 
encuentra en cómo desarrollar estas actividades productivas en relación con la comunidad local. 

9.	 Establecimiento y Manejo de Áreas Protegidas 
Desde el año 2000 no se han creado nuevas áreas protegidas en el país, mientras que la protección de 
las áreas existentes se ha ido debilitando y las presiones del avance de la frontera agropecuaria, los 
incendios, los megaproyectos infraestructurales y las actividades extractivitas sigue aumentando. 
Es necesario evaluar y reforzar el sistema de áreas protegidas, y ampliar la representatividad del 
Servicio Nacional de Áreas Protegidas con un enfoque de desarrollo territorial, que amplie y 
mejore el manejo de información sobre las áreas protegidas y biodiversidad. 

10.	 Valoración de los Beneficios Ecosistémicos
La legislación boliviana no considera de manera adecuada los servicios ecosistémicos. Se 
reconoce que la “mercantilización de los servicios ambientales” lleva consigo muchos riesgos y 
que muchos de los argumentos manejados en políticas nacionales como el Mecanismo Conjunto 
de Mitigación y Adaptación para el Manejo Integral y Sustentable de Bosques tienen validez, en 
cambio se observa que no hay avances significativos hacia la aplicación de esta visión integral de 
bosques con respecto a la Madre Tierra. Por ello, es necesario mejorar la información disponible, 
que integra las dimensiones socioeconómicas y biofísicas de la protección del medio ambiente. 
Es imprescindible estudiar métodos para manejar la gestión de los beneficios ecosistémicos en 
Bolivia, en especial con un enfoque desde el desarrollo territorial que involucre a los actores de 
los territorios donde haya potencial ecosistémico.     ​
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Área Estratégica 3: Agua

El objetivo de esta área es implementar un sistema integral que garantice la gestión y disponibilidad 
sostenible del agua en tiempos en que el cambio climático y las presiones de multiples actividades 
humanas representan desafíos adicionales para superar las inequidades históricas en saneamiento 
básico y simultaneamente ser compatible la estabilidad ambiental. Para ello, es necesario realizar 
inversiones adecuadas en infraestructura, proporcionar instalaciones sanitarias y fomentar prácticas 
de higiene.

Los análisis y proyecciones de cambios en los regímenes de lluvias y temperaturas realizados por 
los diversos actores activos en la temática, dan cuenta de que la regulación de la disponibilidad 
de agua para actividades reproductivas y productivas de la sociedad se ven severamente en riesgo. 
Esto junto al crecimiento poblacional nos presenta un complejo escenario en el futuro inmediato 
que debe ser encarado con carácter de ugencia y reflejarse en un importante incremento de la 
asignación de recursos públicos a los fines de gestión de agua. 

Debido a la importancia existencial del agua en la vida y economía de la población boliviana, en 
gran parte dedicada a la producción de alimentos −una porción cercana  a un tercio de la población 
nacional trabaja la tierra en el área rural−, el Estado y sus diferentes niveles deben elevar a 
prioridad nacional la ampliación estratégica de capacidades de almacenamiento y de riego 
que incluyan inversiones para asegurar el desarrollo de capacidad de riego en al menos 50% 
de la superficie agrícola de escala familiar, de un porcentaje actual cercano al 13%; del mismo 
modo que países vecinos como  Perú, Ecuador y Chile. Bolivia actualmente ocupa el segundo 
puesto de países con menos superficie de riego, solo por encima de Paraguay, lo que sin duda nos 
sitúa en un estado de vulnerabilidad comparativamente mayor, además representa una enorme 
desventaja económicamente ya que está asociado a rendimientos agrícolas menores y una falta de 
competitividad que ha hecho mella en la economía nacional.

Por otra parte, en el país no existe instalada capacidad significativa de plantas de tratamiento de 
aguas servidas en prácticamente ningúna ciudad y las industrias tampoco se sujetan a normativa 
que obligue a cofinanciar el tratamiento de sus propios desechos liquidos, como ocurre en otros 
países, afectando negativamente a comunidades y agricultores rurales. Estas aguas son sin lugar a 
duda una oportunidad de llenar los vacios en el aprovisionamiento de agua para riego y saneamiento 
en algunos lugares del país y esto requerirá de una reforma de la normativa respecto de las aguas 
servidas y una importante inversión en infraestructura que permita rescatar este recurso, pero 
que sin duda se justificaría en tiempos de escases que la ciencia nos muestra que inevitablemente 
vendrán. 

Principales Problemas Identificados
-	 Inadecuado sistema de acceso y disponibilidad de agua y saneamiento básico.
-	 Efectos del calentamiento global, la deforestación y los recientes incendios están 

vinculados con el acceso, uso y disponibilidad del agua.
-	 Gestión integral de cuencas y recursos hídricos, perjudicada por la variabilidad climática 

y la ocurrencia de eventos extremos.     
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Acciones Estratégicas 

11.	 Ampliar Infraestructura para la Cobertura de Agua Potable y Saneamiento
De acuerdo con metas de los ODS se debe orientar a lograr el acceso universal y equitativo al 
agua potable a un precio asequible para todos, prestando especial atención a las necesidades 
de las mujeres, las niñas y las personas en situaciones de vulnerabilidad. Sin desconsiderar 
los avances legales y políticos mencionados en nuestro diagnóstico es claro que se debe 
mejorar mucho la implementación de las políticas para asegurar cambios tangibles en cuanto 
al acceso, la disponibilidad y la calidad del agua,además del saneamiento en Bolivia. 

12.	 Ampliar la Producción bajo Riego Tecnificado
La idea de esta acción estratégica es fortalecer técnicamente la gestión del agua para pequeños 
y medianos productores. Esto significa fortalecer la producción, principalmente mediante 
la implementación de sistemas de riego. Así mismo, estableciendo políticas públicas para la 
gestión integral de los recursos hídricos para sistemas de riego. Mientras que en la región andina 
ya hay ciertos avances, el riego también se ha vuelto una necesidad en muchas otras partes del 
país, aún desatendidas. En estos contextos también será necesario avanzar con sistemas de riego 
más eficientes con agua y basada en fuentes de energía renovable considerando los diversos 
contextos en el territorio boliviano.  

13.	 Proteger y Restablecer los Ecosistemas Relacionados con el Agua
En línea con la meta 6.6 de los ODS, los ecosistemas relacionados con el agua aportan beneficios 
socioeconómicos importantes en forma de servicios para las sociedades, como el suministro 
de agua potable y de agua para el saneamiento, así como para el uso por parte de sectores 
clave. Con el fin de garantizar el mantenimiento de los servicios de los ecosistemas, estos deben 
protegerse y restablecerse. En esta línea es necesario reforzar el sistema de áreas protegidas y 
sitios RAMSAR, así también mejorar su protección práctica aplicando un enfoque de gestión de 
cuencas. De la misma manera se debe buscar mecanismos para mejorar la protección de otras 
áreas importantes para los ciclos de agua a niveles más locales, incluyendo áreas agropecuarias 
y urbanas que presentan degradación hídrica. 

14.	 Promover la Gestión Integrada de Cuencas y Recursos Hídricos 
Si bien existen avances normativos respecto del cuidado y protección de cuencas y fuentes de agua; 
la promoción en la práctica institucional del gobierno nacional y subnacional son imprescindibles. 
En gran parte de las cuencas del país se prevé una reducción del caudal específico, en ambos 
escenarios tanto seco como húmedo, debido a una disminución o muy ligero aumento en 
precipitaciones y gran aumento previsto de la evapotranspiración influenciado por la temperatura. 
En combinación con procesos de degradación más local, actualmente podemos ver acelerados 
procesos de sabanización y desertificación en gran parte del territorio boliviano. Será clave reforzar 
la gestión integrada de cuencas –y asegurar resultados tangibles– para contrarrestar y revertir estos 
procesos, no solo en las áreas protegidas y sitios RAMSAR, sino también – e incluso más– en 
zonas con otros usos de tierra donde estos procesos de degradación son aún más pronunciados. 

Área Estratégica 4: Energía

Las dimensiones claves de esta área son la diversificación y descentralización de la matriz 
energética del país para asegurar una mayor democratización, participación social en el acceso a la 
energía y los beneficios económicos de la generación y venta de este importante insumo. El Estado 
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Plurinacional de Bolivia obtiene aún sus principales ingresos económicos de la exportación de 
hidrocarburos, aunque  en el pasado habia planeado ingresar en la exportación de energía eléctrica 
hacia el mercado regional suramericano, pese a serias observaciones sobre las consecuencias 
y viabilidad de esta estrategia. La renta petrolera ha sido utilizada para favorecer directamente 
a gobernaciones, municipios, universidades públicas y al Tesoro General de la Nación (TGN); 
siendo empleada para financiar programas y proyectos relacionados al sector salud, educación, 
vivienda, entre otros. Sin embargo, la registrada reducción de ingresos desde el 2014, e incluso 
el eventual agotamiento de las reservas de hidrocarburos para la siguiente década, representan un 
enorme desafío  a encarar con miras al reemplazo de  estos ingresos, así mismo, simultaneamente 
empezar a alejar la economía nacional y su funcionamiento de una forma de energía finita, social 
y ambientalmente costosa, entre otras razones, por ser intensiva en emisiones de gases de efecto 
invernadero como es la extracción y uso de hidrocarburos.

La apuesta energética, vigente hasta el año 2019 del entonces gobierno de Bolivia, por la continuidad 
extractiva hidrocarburífera, los agrocombustibles y las grandes mega-hidroeléctricas; no contribuia  
a reducir vulnerabilidades, sino que exacerbaba un escenario de impactos climáticos negativos, 
desestabilizando adicionalmente ecosistemas de vital importancia para la producción agrícola, pesca 
o recolección; e incluso desarrollaba una de interdependencia y competencia peligrosa en dos sectores 
claves: La agricultura y la energía o dicho de otra manera los alimentos y los combustibles.

Sin embargo, en el contexto energético  Bolivia se encuentra en realidad bien posicionada con 
sus importantes potenciales de energías alternativas solares, geotérmicas, eólicas, hidráulicas y 
de biomasa; además de sus importantes yacimientos de litio y otros minerales, atractivos en este 
nuevo escenario energético que demandará de capacidades de almacenamiento de energía para 
contrarrestar la naturaleza cíclica y temporal de las energías renovables alternativas. Si la estrategia 
energética boliviana es formulada acertadamente para aprovechar sus grandes potenciales con la 
participación de pequeños y multiples actores de comunidades y municipios rurales campesinos e 
indígenas en la generación energética de fuentes renovables y alternativas, se podrá conseguir que 
el país haga un salto tecnológico y un cambio de paradigma que permita sobrellevar limitaciones 
actuales que han postergado el desarrollo de grandes regiones del país, historicamente sumidas en 
un déficit energético por un lado, y preocupantes impactos ambientales por el otro lado; causados 
por las industrias extractivas, clientes especialmente dependientes de la matriz energética de base 
fósil, incluida la agroindustria y su estrecha adicción fósil al diésel, agroquímicos y fertilizantes. 

La instalación de un conjunto de redes de generación descentralizada de energía renovable −
solar, eólica o hidroeléctrica− en comunidades rurales que permitan abastecer parte relevante del 
consumo nacional,  consigan energizar y dar vigor a una política de desarrollo rural coherente 
con las vocaciones locales; tiene el potencial de transformar el tablero del juego y ampliar la base 
económica de las extensas zonas rurales. 

La participación económica de comunidades rurales indígenas en la generación y uso de energía y 
consecuentemente sus aportes a la economía nacional a través del rico potencial agroecológico de 
las cuatrograndes ecoregiones junto al desarrollo de una variedad de nuevas industrias de pequeña 
escala y gestión descentralizada, como consecuencia de un cambio de paradigma energético. 

Estos enfoques de gestión además favorecerán la aparición de un mercado de servicios y productos nuevos para 
las nuevas formas de energía, generando numerosas oportunidades de empleo y nuevos emprendimientos. 
Una porción relativamente pequeña del costo previsto por los grandes proyectos megahidroelectricos sería 
suficiente para iniciar polos de desarrollo en base de fuentes energéticas renovables.   
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Esta área busca cambios profundos en la arquitectura financiera, los modelos de gestión y de 
tecnologías a ser implementadas para lograr un modelo que brinde acceso, seguridad y soberanía 
energética. Así como una democratización que abra oportunidades y atienda las necesidades de 
los sectores más vulnerables del país priorizando a las áreas rurales, que son las históricamente 
postergadas, pero además representan actualmente la clave para poder garantizar elementos 
primordiales como la alimentación o la energía.  Una transición de la matriz energética debe 
ser la base para un cambio del modelo energético y económico del país que asegure una mayor 
democratización y participación social.

Principales Problemas Identificados
-	 Generación de energía a través de hidrocarburos insostenibles. 
-	 Propuestas de diversificación de la matriz energética a través de otras fuentes insostenibles 

como las megahidroeléctricas y los agrocombustibles. 
-	 Incipiente política para constituir en la práctica formas de energía verde o ecológicas.
-	 Condiciones de vida de la población hacen inevitable el aumento del consumo energético.

Acciones Estratégicas 

15.	 Promoción de Transición Energética 
El escenario boliviano posee una alta dependencia económica de la exportación de gas natural, 
por tanto, es un reto planificar e implementar un nuevo modelo de desarrollo basado en una 
economía más diversificada, especialmente en un contexto de crisis económica e inestabilidad 
política. Dentro de este reajuste de la planificación de desarrollo en general también se debe 
asegurar una transición hacia fuentes de energías renovables. 

Para tal efecto, es preciso promover el abandono gradual de la generación de energía basada 
en hidrocarburos. A corto plazo se debe abrogar aquellos decretos que permitan la exploración 
y explotación hidrocarburífera en áreas protegidas (D.S. 2366); del mismo modo, anular las 
propuestas y proyectos de fracking para extracción de hidrocarburos no convencionales e 
incluso dejar de invertir en la implementación de plantas industrializadoras de hidrocarburos, 
considerando la reducción en las reservas de gas y los malos resultados en la operación de las 
actuales plantas, que a la fecha no han logrado ser rentables para el país.

También se debe abandonar propuestas energéticas cuestionables por su ineficiencia económica, 
y sus grandes impactos sociales y ambientales −incluyendo emisión de GEI− como:

-	 Los agrocombustibles que significan un incremento de emisiones, el acaparamiento de tierras, 
el uso de transgénicos, agroquímicos, un alto consumo de agua y de combustibles fósiles. 

-	 Hidroeléctricas de gran escala, principalmente sobre bosques tropicales por sus impactos 
sociales, ambientales y económicos además del incremento de emisiones.

-	 Proyectos relacionados a energía nuclear por los altos riesgos que conllevan. 
Para promover una verdadera transición energética se necesita mejorar la investigación de 
opciones de generación y sus potenciales impactos positivos y negativos. Para tal se debe 
establecer alianzas con sectores académicos, y desarrollar programas de energías específicos 
para conseguir la transferencia y desarrollo de capacidades locales en pro de fuentes renovables 
como energías solar, eólica, hídrica de pequeña y mediana escala, geotérmica y de biomasa o 
metano; con el fin de 
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16.	 Ampliar y Democratizar el Acceso a Energía
Es preciso seguir mejorando el acceso a energías en especial en poblaciones rurales aún no 
conectadas a la red nacional. Para construir la soberanía y seguridad energética, es necesario 
priorizar el abastecimiento interno e incorporar los criterios de democratización, seguridad y 
soberanía energética. Eso requiere pensar el diseño de un sistema descentralizado de generación 
energética nacional, basado en la generación distribuida de energía con énfasis en sistemas 
de propiedad campesina-indígena rural, como proveedores de parte relevante de la demanda 
energética nacional. Además, se debe promover la transición hacia redes eléctricas nacionales 
inteligentes para manejar el tráfico eléctrico de múltiples productores/consumidores.

En esta línea no solo se debe considerar opciones de pequeñas plantas energéticas basadas 
enfuentes renovables  −biomasa, eólica, solar, etc.− que pueden aportar a las redes regionales de 
energía, sino también opciones de provisión de energía para consumo muy local, como paneles 
solares y pequeñas hidroeléctricas para abastecer comunidades o industrias rurales aisladas, que 
deben ser subvencionados como formas sostenibles para aportar a la producción local. 

Para lo anterior, se debe mejorar la normativa de promoción de la transición energética −
promoción subsidio a energías limpias, mayor restricción de energías tradicionales, normativa 
de protección ambiental y los DDHH−, incluyendo adaptaciones legales para la generación 
distribuida de energía eléctrica y brindar incentivos para reducir los costos de la implementación 
de paneles solares en hogares/comercio −políticas coordinadas con gobiernos subnacionales−. 

Al mismo tiempo será necesario garantizar el cumplimiento de normativa y prevalencia de los 
derechos humanos de los pueblos indígenas y comunidades campesinas −como ser el derecho 
a la consulta previa libre e informada−. Será necesario derogar las normativas contrarias a los 
derechos. Adicionalmente, se debe desarrollar mecanismos institucionales de participación y 
gestión participativa −ejemplo, directorio de la autoridad administrativa−, generar espacios de 
trabajo para mejorar la gobernanza tanto con los sectores no estatales como con los involucrados 
en el desarrollo o implementación de las políticas públicas del sector energético. Fomentar los 
procesos participativos y de información enfocada a poblaciones campesino-indígenas que tome 
en cuenta los impactos diferenciados. Eso requiere promover y abrir espacios de debate entre 
los diferentes actores y tener un mecanismo permanente de consulta a comunidades y pueblos 
que pueden ser afectados por proyectos energéticos. Eso necesariamente incluye mejorar la 
transparencia y acceso a la información en el sector energético, por ejemplo a través de un 
sistema de información pública para la gobernanza digital.
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17.	 Promover Industrias Sostenibles
Es necesario repensar la industrialización: el país necesita diversificar su economía y dar valor 
agregado a su producción, pero debe buscar formas sostenibles para tal fin debe romper con 
el modelo del extractivismo. En esta línea también es necesario identificar rubros estratégicos 
como la agroecología, el ecoturismo, el aprovechamiento de productos forestales, y otros 
con alto potencial para el desarrollo de economías y procesos de industrialización con un 
enfoque sostenible. Para lograrlo, no solamente se debe garantizar la aplicación de normativa 
de incentivos y multas para mejorar la eficiencia energética del sector industrial, incluyendo 
la promoción de implementación de normas ISO, pero también se debe mejorar el contexto 
energético en el área rural: creando programas de desarrollo y ampliación en escala nacional de 
energías alternativas en el conjunto de comunidades rurales, apuntando a la universalización del 
acceso y la generación de ingresos.

El proceso de industrialización no puede omitir la promoción de normativa de protección de 
derechos humanos, indígenas, laborales de mujeres, niños y del medio ambiente. Para tal también 
se debe reforzar las normas y las sanciones por el incumplimiento por vulneraciones de derechos 
y por los pasivos ambientales.

Áreas Estratégica 5: Resiliencia ante Desastres Naturales

El objetivo de esta área estratégica es promover el bienestar de las poblaciones, aumentando la 
resiliencia y suscitando mejores prácticas frente a las amenazas climáticas. La diversificación es 
por lo tanto una estrategia importante para el manejo del riesgo y desastres naturales 
  
Principales problemas Identificados 

-	 Amenazas en la llanura de inundaciones, incendios forestales y sequías. 
-	 Amenazas en la zona andina de deslizamientos, heladas, granizados e incluso actividad 

sísmica y volcánica.
-	 Debilidad en aspectos institucionales, organizacionales y legales para gestionar los 

riesgos.

Acciones Estratégicas 

18.	 Mejorar la Institucionalidad de la Gestión de Riesgos 
Se debe seguir reforzando las estructuras institucionales, políticas y normas para la gestión de 
riesgos. Se debe considerar que muchos pequeños municipios presentan un elevado riesgo de 
desastres, pero que no cuentan con los recursos ni capacidades necesarias para enfrentarlos. En 
esta línea se requiere una mayor descentralización que no solamente debe incluir una distribución 
más equitativa de los recursos para la gestión de riesgos, pero también debe prever mecanismos 
de apoyo desde el gobierno central y gobiernos departamentales hacia estos municipios. Este 
apoyo debe ir mucho más allá que el sistema de comando y control y el apoyo puntual en casos 
de emergencias, a favor de líneas de coordinación y cooperación continuas que permiten reforzar 
las capacidades y estrategias locales para la gestión de riesgos. 
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19.	 Promover una Transición de Acciones de Respuesta a Desastres a Acciones de 
Prevención y Adaptación.

Esta acción orientada a gestionar los procesos de adaptación al cambio climático es considerada 
estratégica como mecanismo de adaptación para Vivir Bien, principalmente en lo referente a 
gestión integral del agua, seguridad y soberanía alimentaria, prevención y reducción del riesgo, 
educación y salud. Como parte de su apoyo hacia los gobiernos municipales, los niveles mayores 
de gobierno deben mejorar el flujo de información sobre los riesgos y posibles acciones hacia 
los municipios. En esta línea se propone que se debe fomentar una transición de los enfoques 
de gestión de riesgos, de las tradicionales acciones reactivas −respuesta durante o después de 
los desastres−, hacia acciones de prevención y adaptación que permiten reducir las pérdidas 
de forma más eficiente. En esta línea los niveles superiores de gobierno deben ayudar reforzar 
sistemas de alerta temprano y acciones de prevención que permitan reducir la necesidad de 
acciones de control y rehabilitación que actualmente predominan la gestión de riesgos. 

20.	 Incorporar la Gestión de Riesgos dentro de Actividades Productivas
Dentro del enfoque de desarrollar integral territorial sustentable, también se debe incorporar 
la gestión de riesgos dentro de actividades productivas y la gestión territorial. Eso incluye 
una mayor planificación del desarrollo económico-productivo para lograr una reducción de la 
deforestación y degradación ambiental, además de la promoción de la recuperación de prácticas 
tradicionales, innovaciones y otras prácticas que permiten mejorar la resiliencia de los sistemas 
productivos frente a los desastres naturales y el cambio climático. En esta línea incluso se 
recomienda desarrollar estrategias de producción resiliente para diversos rubros, identificando 
opciones concretas que permitan garantizar la producción a pesar de las tendencias climáticas y 
el aumento de desastres previstos en el futuro cercano.

Áreas Estratégica 6: Educación para Enfrentar la Crisis Climática.

La educación para enfrentar la crisis climática debe apuntar a cambiar actitudes y comportamiento 
dentro del sistema educativo boliviano. Así mismo, es importante la formación de profesionales 
que puedan interactuar entre una situación climática y la sociedad. Por ende, una educación para 
cambio climático no solo debe centrarse en las ciencias del clima, sino en las lecturas sociales, 
económicas y políticas que se hacen.

Principales Problema Identificados 
-	 Limitada conciencia de la población en general sobre la crisis climática.
-	 Limitado conocimiento sobre el cambio climático y la educación ambiental en casi todo 

el sistema educativo del país.
-	 Pocas capacidades, conocimientos y habilidades en el capital profesional boliviano que 

permita enfrentar la crisis climática.
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Acciones Estratégicas 

21.	 Inversión en Investigación y Capacitación 
Actualmente el Estado Boliviano invierte muy poco en investigación en general, y prácticamente 
nada en investigación sobre el Cambio Climático en específico. Aunque existen algunos avances 
en el desarrollo de estrategias científicas de parte de las universidades estatales y privadas, 
falta coordinación y apoyo para generar investigaciones que efectivamente contribuyen a las 
capacidades de mitigación y adaptación en el país. Para tal se propone implementar una red 
de servicios en investigación, capacitación, asistencia técnica e información que oriente la 
planificación climática desde las Universidad y en los diferentes niveles de gobierno. 

22.	 Formación de Capital Profesional con Enfoque de Desarrollo Sostenible 
Las universidades deben invertir en la introducción de un enfoque de desarrollo sostenible 
principalmente para dar respuesta a los grandes desafíos globales como la seguridad 
alimentaria, el agotamiento de los recursos naturales, cambio climático, menor dependencia a 
los hidrocarburos. Incluso los nuevos profesionales van a requerir el conocimiento de campos 
académicos nuevos como la bioeconomía o la mejor utilización de la biomasa entre muchas otras 
necesidades provocadas por la crisis climática.  En esta línea es necesario destacar la necesidad 
de formar profesionales con enfoques más integrales que manejen adecuadamente conceptos 
de agroecología, gestión territorial y gestión de cuencas, aspectos notoriamente débiles en la 
formación actual.

23.	 Fomentar la Educación y Concientización Climática 
El sistema educativo debe invertir en incorporar la problemática climática y energética en 
la currícula educativa escolar y especializaciones en el nivel universitario. Considerando las 
limitaciones de los esfuerzos públicos en este ámbito y los resultados promisorios de algunas 
cooperaciones con entidades privadas y organizaciones civiles, se recomienda reforzar estas 
coordinaciones para crear mecanismos y herramientas de educación y concientización ambiental, 
más atractivos y de mayor impacto, no solo dirigidos a la población estudiantil, pero también a 
la población en general. 

A Modo de Cierre 

La presente propuesta de política para enfrentar la crisis climática no puede considerarse 
aisladamente de una política nacional de desarrollo. Por ende, esto implica cambiar el enfoque de 
desarrollo excesivamente articulado a la idea de crecimiento económico, que en el caso de Bolivia 
está sustentado en un modelo extractivista que produce una serie de problemas medio ambientales, 
sociales y económicos evidenciados detalladamente hasta aquí. Si bien, Bolivia requiere ampliar 
su matriz energética y de consumo, tiene que ser sobre la base de alternativas de producción 
sostenibles que permitan alcanzar las metas de la agenda del desarrollo sostenible. 

En ese sentido, se recomienda apostar por otras formas de producción que promuevan energías 
sostenibles, diversifiquen la economía del país y promuevan el uso eficiente de los recursos 
naturales. En consecuencia, invitamos a comprender que las metas climáticas de agenda del 
desarrollo sostenible producen beneficios no solo en términos del aumento de la biodiversidad, 
la protección de los ciclos de agua, el cuidado de los ecosistemas entre otros. Sino también tiene 
beneficios en la reducción de la pobreza extrema y el hambre, es decir, de las diferentes formas de 
desigualdad social. A la vez que se articula con la igualdad entre géneros, un trabajo más decente, 
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y la innovación de capacidades. Todos estos elementos pueden permitir el inicio para la formación 
de ciudades y comunidades más sostenibles en Bolivia.

Así como es imposible planificar una política climática desconsiderando las otras necesidades 
de Bolivia, también es imposible alcanzar las metas climáticas sin considerar algunos cambios 
estructurales necesarios. Por ejemplo, la lucha contra la corrupción y la profundización de la 
democracia son requisitos indispensables para que cualquier política pueda tener los resultados 
esperados. En esta línea hemos identificado tres aspectos claves que deben ser combinados con las 
acciones estratégicas mencionadas para que Bolivia pueda asumir una verdadera política climática 
que permita avanzar hacia la justicia social y económica, la justicia democrática participativa y la 
justicia climática planteadas al inicio del documento.

Participación y Transparencia

El “fracaso” de la actual política climática boliviana está directamente vinculado a estrategias 
de diversificación económica planificadas desde una cúpula muy pequeña de gobernantes y una 
oligarquía económica boliviana, que optan por una diversificación económica a partir de un 
solo modelo agropecuario y proyectos energéticos a gran escala. Una mayor participación de la 
población en la planificación del desarrollo y una mayor transparencia permite evitar el fomento 
de este tipo de actividades, considerando sus enormes impactos negativos, no solo en términos 
climáticos, pero también en otros aspectos ambientales, sociales y económicos. En esta línea será 
fundamental recuperar los derechos a la información, la consulta previa y participación establecidos 
en la legislación boliviana, pero mayormente atropellados en el diseño de los megaproyectos. 
En esta línea también será necesario un mayor control del accionar de las autoridades −tanto 
del gobierno nacional, como de gobiernos departamentales y municipales, y también entidades 
descentralizadas−, mejorando mecanismos que permitan a la población intervenir en cuanto existan 
indicios de abuso de poder, malversación de fondos y acciones antieconómicas. Los mecanismos 
existentes claramente son insuficientes.

Descentralización y Regionalización de la Planificación del Desarrollo  

La descentralización y regionalización de la planificación del desarrollo son demandas recurrentes en 
Bolivia como reacción a la falta de participación y transparencia mencionadas. La necesidad de adaptar 
las propuestas de desarrollo a las necesidades y potencialidades locales es probablemente más evidente 
en el tema agropecuario, donde la propuesta de ampliación del modelo del agronegocio ha generado 
cuestionamientos fuertes de las regiones cuya producción familiar y forestal está siendo amenazada. 
Pero la descentralización y regionalización también son altamente necesarias para una planificación 
más racional de la conservación de las áreas naturales, la diversificación de la matriz energética, la 
gestión del agua e incluso la educación para el cambio climático. Esta mayor consideración de las 
necesidades y potencialidades solo puede ser logrado con una mayor participación de la población 
local y con una verdadera descentralización de los recursos para el desarrollo. 

Transitar de un Estado de “Comando y Control” a un Estado Facilitador

Otro factor clave que inhibe el alcance de mayores logros en la política climática, es el modelo 
político feudal dominante donde el gobierno de turno toma decisiones, exige su cumplimiento 
por parte de los niveles de gobierno inferiores y la ciudadanía en general. Este modelo tiende a 
fracasar, en especial en un país como Bolivia, con altos niveles de corrupción y un aparato estatal 
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demasiado débil para hacer cumplir las disposiciones del gobierno nacional. Un claro ejemplo es 
la política ambiental, donde existen cientos de leyes así como otras normas que continuamente son 
atropellados, pero donde la capacidad de control y sanción es tan baja que virtualmente no se cumplen 
las sanciones establecidas en las normas correspondientes, mientras que persisten altos niveles de 
ilegalidad en actividades de gran impacto ambiental como la minería, el aprovechamiento forestal 
y la deforestación. Frente a este modelo fracasado se plantea la transición hacia un modelo político 
donde el Estado asuma un rol de facilitador. Un ejemplo concreto de que Bolivia ya asumió este 
modelo es el tema de la gestión de riesgos, donde se ha mejorado una serie de normas y políticas 
públicas que han favorecido que el gobierno central se convierta en articulador y facilitador de las 
acciones de prevención, mitigación y respuesta en caso de desastres. En vez de exigir y castigar a 
los niveles inferiores de gobierno, desde el CONARADE se facilita informaciones y herramientas 
para que los niveles inferiores (CODERADES y COMURADES) puedan preparar sus estructuras 
institucionales, plataformas de coordinación y normativas a favor de una mayor capacidad de 
respuesta. Consideramos que este ejemplo constituye un modelo para transitar a modelos políticos 
similares en otros temas donde la participación por el momento ha sido mínima, incluyendo la 
planificación agropecuaria y forestal, la diversificación energética y la gestión del agua (incluyendo 
la gestión de cuencas). 

Reforzar Criterios de Equidad y el Enfoque de Género

En este documento ya mencionamos que la problemática climática afecta en especial a las 
poblaciones más vulnerables, incluyendo los pobres y los productores campesinos e indígenas. Las 
mujeres también suelen ser la población más afectadas por desastres, ya que asumen muchas veces 
la mayor parte de las acciones de mitigación y adaptación. En este sentido es clave que Bolivia 
refuerce las políticas para reducir las aún muy grandes desigualdades en el país. En la misma línea 
también es fundamental mejorar la aplicación del enfoque de género en la planificación de las 
políticas climáticas en específico, y las políticas de desarrollo en general. 

Respeto para los Derechos Humanos 

Finalmente, para la construcción de un desarrollo justo es indispensable que Bolivia trabaja en 
garantizar los derechos humanos. Aunque hay un marco legal favorable con la incorporación de 
muchos derechos en la Constitución Política del Estado, también se observa que muchos derechos 
no se cumplen en la práctica e incluso hay un retroceso en por ejemplo el derecho a la consulta 
previa, libre e informada. El cumplimiento de estos derechos es fundamental para poder lograr un 
desarrollo razonable, incluyendo las metas climáticas. 
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